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1 Introducción 

La gestión del agua en Chile enfrenta hoy un escenario crítico marcado por la creciente 
escasez hídrica, la intensificación de la competencia entre usos y los impactos del cambio 
climático sobre la disponibilidad y la variabilidad del recurso. En este contexto, contar con 
sistemas de información robustos, actualizados y articulados se ha convertido en una 
condición habilitante para avanzar hacia una gobernanza del agua más transparente, eficiente 
y basada en evidencia. La Comisión Nacional de Evaluación y Productividad (CNEP) ha 
reconocido que las brechas de información constituyen uno de los principales cuellos de 
botella para la planificación, la fiscalización y la toma de decisiones estratégicas en el sector 
hídrico. 

El presente informe de avance, “Sistemas de Información, Infraestructura y Tecnologías para 
la Gestión, Resiliencia y Productividad Hídrica”, tiene por propósito establecer una línea 
base integral sobre el estado de los sistemas de información hídrica en Chile, con especial 
énfasis en el Catastro Público de Aguas (CPA), las bases de datos de derechos de 
aprovechamiento y los instrumentos asociados a la gestión del riego. El documento combina 
un análisis conceptual de la información como bien público estratégico con un benchmark 
internacional de experiencias avanzadas, un examen detallado de la arquitectura y 
funcionamiento del CPA y un diagnóstico de sus brechas estructurales, para derivar 
propuestas concretas de mejora institucional y tecnológica. 

En su desarrollo, el informe aborda, en primer lugar, el papel de los sistemas de información 
en la gobernanza del agua y revisa experiencias comparadas en países y cuencas que han 
logrado consolidar infraestructuras de datos interoperables y abiertas. Posteriormente, se 
analizan en profundidad el diseño, los registros y los inventarios que componen el CPA, así 
como su grado de implementación y su capacidad efectiva para respaldar las funciones de la 
Dirección General de Aguas (DGA). Sobre esta base, se presenta una propuesta para avanzar 
hacia una base de datos de derechos de aprovechamiento de aguas completa y de alta calidad, 
e incorpora un diagnóstico específico sobre los sistemas de riego en Chile, sus desafíos 
presentes y futuros, y el potencial de nuevas tecnologías para mejorar la eficiencia y la 
resiliencia del sector. 

El informe está dirigido a apoyar el trabajo de la CNEP y de las instituciones competentes en 
la definición de reformas y hojas de ruta para el fortalecimiento de la infraestructura 
informacional hídrica del país. Su objetivo último es contribuir a que la información deje de 
ser un factor limitante y se convierta en un activo estratégico para una gestión del agua más 
integrada, legítima y sostenible, en un contexto de crecientes exigencias ambientales, 
económicas y sociales. 



2 Sistemas de información hídrica y gobernanza: de insumo técnico a bien 
público estratégico 

La creciente escasez hídrica, la variabilidad climática y la intensificación de la competencia 
por los recursos han puesto de relieve la importancia crítica de contar con sistemas de 
información sólidos, transparentes y actualizados de forma permanente para la gestión del 
agua. La literatura reciente coincide en que la información es un elemento central de la 
gobernanza del agua, ya que sustenta la transparencia, la rendición de cuentas, la equidad en 
las decisiones y una asignación más eficiente de los recursos (OECD, 2015; Pahl-Wostl, 
2015; UNESCO, 2021). En este sentido, la información hídrica, que comprende datos 
hidrológicos, climáticos, institucionales, jurídicos y socioeconómicos, entre otros, no solo 
respalda los procesos de gestión técnica, sino que también configura las condiciones de 
legitimidad, confianza y efectividad de las políticas públicas en materia de agua. 

2.1 Evolución de la gobernanza e información 

La gobernanza del agua ha pasado de enfoques centrados en aumentar la oferta mediante 
obras e infraestructura a modelos integrados y adaptativos que ponen en el centro la 
información, la participación y la confianza en las instituciones. En estos modelos, la gestión 
deja de concebirse exclusivamente como un problema de ingeniería para incorporar 
dimensiones institucionales, sociales y ambientales, en las que la información actúa como 
nexo entre actores, niveles de gobierno y escalas territoriales. Pahl-Wostl (2015) demuestra 
que los sistemas de gobernanza que cuentan con mecanismos sólidos de generación, 
circulación y uso de la información exhiben mayor resiliencia, menor conflictividad y una 
mayor capacidad de adaptación al cambio climático, mientras que aquellos que enfrentan 
déficits informativos tienden a reproducir asimetrías de poder, decisiones discrecionales y 
baja cooperación entre actores. 

En este nuevo paradigma, la información más que un insumo técnico complementario se 
considera la base de la legitimidad, de la rendición de cuentas y de la eficacia de las políticas 
hídricas. Ello implica que la información no solo debe estar disponible, sino también ser 
clara, inteligible y contextualizada para distintos tipos de actores, desde especialistas hasta 
comunidades locales, organizaciones de usuarios y la ciudadanía en general. La claridad se 
refiere a la capacidad de presentar datos complejos de forma comprensible, mientras que la 
oportunidad alude a la disponibilidad de información en el momento oportuno para la toma 
de decisiones, tanto en procesos de planificación a largo plazo como en la gestión de 
contingencias. 

2.2 Dimensión técnica y operativa 

La evidencia muestra que una información robusta, consistente y validada es esencial para 
una gestión eficiente del agua en múltiples dimensiones operativas. Datos precisos sobre 



precipitación, caudales, niveles de acuíferos, calidad del agua y uso eficiente del recurso 
permiten optimizar la operación de embalses, sistemas de riego, plantas de tratamiento y 
redes de distribución, mejorando la asignación del recurso y fortaleciendo la seguridad 
hídrica (Loucks & van Beek, 2017). La disponibilidad de series de tiempo confiables y de 
alta resolución facilita el diseño y la calibración de modelos hidrológicos, hidrogeológicos e 
hidroeconómicos, fundamentales para evaluar escenarios de oferta, demanda y riesgo. 

La información hidrometeorológica en tiempo real es igualmente crucial para la modelación 
y el pronóstico, y constituye la base de los sistemas de apoyo a la toma de decisiones y de 
alerta temprana. Estos sistemas permiten anticipar sequías, crecidas e inundaciones, reducir 
pérdidas humanas y económicas e implementar medidas preventivas como restricciones de 
uso, evacuaciones planificadas, redistribución temporal del recurso y operación oportuna de 
infraestructuras críticas (UNESCO, 2021). De forma complementaria, contar con datos 
desagregados sobre cultivos, productividad, eficiencia de riego y consumos de agua en 
distintos sectores permite diseñar e implementar medidas de conservación, tales como la 
tecnificación del riego, la adopción de prácticas de manejo más eficientes o la sustitución de 
cultivos, alineadas con objetivos de sostenibilidad hídrica y con las condiciones 
socioeconómicas de los principales usuarios (Pedehour & Lefebvre, 2025). 

La información confiable también resulta determinante para el manejo de eventos extremos, 
tanto hidrológicos como de calidad del agua. Contar con redes de monitoreo densas y 
operativas, acompañadas de bases de datos actualizadas e interoperables, permite identificar 
umbrales críticos, activar protocolos de emergencia y coordinar entre distintas instituciones 
medidas como cierres de captaciones, desvíos temporales, ajustes en la operación de 
embalses o refuerzos de abastecimiento alternativo. Esta capacidad de respuesta anticipatoria 
se reconoce como un componente central de la resiliencia hídrica en un contexto de creciente 
incertidumbre climática. 

2.3 Dimensiones sociales, políticas y de participación 

Más allá de su valor técnico, la información ocupa un lugar central en las dimensiones 
sociales y políticas de la gobernanza del agua. La transparencia de los datos refuerza la 
rendición de cuentas, reduce el riesgo de captura institucional o de corrupción y contribuye 
a legitimar las decisiones de las autoridades. Cuando la información sobre concesiones, 
monitoreo de la calidad del agua, inversiones en infraestructura, cumplimiento normativo y 
sanciones es pública y accesible, la ciudadanía y las organizaciones de la sociedad civil 
pueden exigir responsabilidades, escrutar el desempeño institucional y participar de manera 
informada en los procesos de toma de decisiones (OECD, 2015). 

Una participación efectiva requiere que todos los actores cuenten con acceso equitativo a la 
misma base de información, lo que fortalece la confianza, promueve debates informados y 
facilita la construcción de acuerdos duraderos (Akhmouch & Correia, 2016). La existencia 
de plataformas de información neutrales y verificadas, por ejemplo, sistemas de información 



sobre recursos hídricos de carácter público, contribuye a prevenir y resolver conflictos al 
ofrecer una referencia común sobre la disponibilidad, la calidad y los usos del agua (GWP, 
2020). Además, la información presentada de forma comprensible y accesible, mediante 
herramientas digitales interactivas, visualizaciones geoespaciales o campañas de 
sensibilización, puede impulsar cambios de comportamiento hacia un uso más responsable y 
sostenible del recurso, reforzando la dimensión cultural y educativa de la gobernanza hídrica. 

Las tecnologías de la información y la comunicación (TIC) amplifican estas posibilidades al 
facilitar la recopilación, el almacenamiento, la organización, la difusión y la coproducción 
de datos hídricos. Plataformas digitales, aplicaciones móviles, sistemas de información 
geográfica de código abierto y herramientas de mapeo participativo permiten incorporar 
observaciones ciudadanas, monitoreo comunitario y conocimiento local a los sistemas 
formales de información, lo que contribuye a enriquecer la base de datos y a fortalecer la 
gobernanza participativa (Suárez et al., 2020; Castro et al., 2023). Sin embargo, la literatura 
advierte que, para que estas herramientas fomenten una participación inclusiva y no refuercen 
brechas de poder, es necesario diseñarlas con criterios de usabilidad, equidad en el acceso y 
reconocimiento explícito de los actores tradicionalmente subrepresentados. 

2.4 Perspectiva económica y planificación 

Desde una perspectiva económica, la información reduce la incertidumbre que afecta las 
decisiones de inversión y planificación en sectores clave como la infraestructura hídrica, el 
desarrollo urbano, la agricultura, la energía y la industria. Datos sistemáticos y de largo plazo 
sobre disponibilidad, variabilidad y demanda de agua son esenciales para orientar decisiones 
relativas a la construcción y el mantenimiento de embalses, plantas de tratamiento, redes de 
distribución, obras de protección contra inundaciones y sistemas de reúso, entre otros (World 
Bank, 2019). Una base informativa sólida permite priorizar proyectos, evaluar su rentabilidad 
social, minimizar riesgos financieros y ambientales y evitar inversiones ineficientes o 
innecesarias. 

En contextos donde existen mercados formales de agua, la transparencia sobre derechos, 
volúmenes, transacciones y precios resulta indispensable para asegurar su funcionamiento 
eficiente y equitativo. La disponibilidad de información en tiempo casi real sobre 
extracciones, retornos, saldos de derechos y condiciones de operación permite reducir la 
incertidumbre, mejorar la señalización de precios, prevenir abusos de posición dominante y 
facilitar la supervisión regulatoria. Asimismo, la información es clave para valorar 
económicamente los servicios ecosistémicos del agua, como la regulación de caudales, la 
recarga de acuíferos, la dilución de contaminantes o el soporte de la biodiversidad, e 
incorporar estos valores en la formulación de políticas, de instrumentos económicos y de 
sistemas de planificación territorial (Garrick et al., 2017). 

La Organización Meteorológica Mundial (WMO, 2020) ha mostrado que las inversiones en 
observación y monitoreo generan beneficios sociales considerables, con relaciones beneficio-



costo estimadas entre 3:1 y 10:1, mientras que la Global Commission on Adaptation (2019) 
cuantifica beneficios globales superiores a 7,1 billones de dólares en una década asociados a 
sistemas de alerta temprana y estrategias de gestión resiliente. Estos resultados refuerzan la 
idea de que el fortalecimiento de los sistemas de información hídrica no debe considerarse 
un costo operativo adicional, sino una inversión estratégica con retornos económicos, 
sociales y ambientales significativos. 

2.5 Limitaciones, brechas y asimetrías 

Pese a su relevancia, la literatura también documenta múltiples obstáculos que limitan la 
efectividad de los sistemas de información hídrica. Persisten brechas de datos asociadas a 
redes de monitoreo insuficientes, desactualizadas o deterioradas, con estaciones fuera de 
operación, series interrumpidas y escasa cobertura en zonas críticas. La fragmentación 
institucional dificulta la interoperabilidad entre agencias públicas y otros productores de 
datos, lo que genera bases dispersas, formatos heterogéneos, problemas de estandarización y 
la ausencia de plataformas de integración. A ello se suman barreras de acceso, como 
restricciones legales, costos de obtención o interfaces poco amigables, y desafíos de 
usabilidad que limitan el aprovechamiento de la información por parte de usuarios no 
especializados. 

Adicionalmente, se registran asimetrías de poder que favorecen que ciertos actores oculten, 
retengan o manipulen la información en beneficio propio, especialmente en contextos de alta 
conflictividad o de débil fiscalización. La dominancia de expertos y el uso de un lenguaje 
técnico complejo tienden a excluir a actores menos organizados o a grupos marginados, 
restringiendo la democratización del acceso a la información y su uso en la deliberación 
pública (Blanco et al., 2025.). La gestión eficaz de la información hídrica demanda, por tanto, 
el desarrollo de herramientas intuitivas, procesos de traducción de datos en conocimiento 
práctico y marcos de gobernanza colaborativa que favorezcan el intercambio bidireccional y 
el aprendizaje colectivo (Quinn et al., 2022; Moctezuma, 2024). 

La OECD (2015) incorpora expresamente la generación, el intercambio y la transparencia de 
la información como pilares esenciales de la gobernanza del agua, destacando que la 
información de calidad es necesaria para evaluar el desempeño institucional, coordinar 
niveles de gobierno y fundamentar políticas basadas en evidencia. La OECD (2021) y la 
UNESCO (2021) documentan que los países con sistemas de información abiertos, 
interoperables y sujetos a estándares de calidad obtienen mejores resultados en la 
planificación por cuencas, la asignación de recursos y la gestión de emergencias. Estas 
evaluaciones convergen en señalar que la mejora de la infraestructura de monitoreo, la 
estandarización de protocolos de recolección, la interoperabilidad entre bases de datos y el 
acceso abierto constituyen condiciones habilitantes para una gobernanza hídrica sólida. 

2.6 Consecuencias de la falta de información 



La carencia de información confiable y oportuna afecta directamente la eficiencia, la equidad 
y la sostenibilidad de la gestión del agua. La OECD (2015) y el Banco Mundial (2019) 
sostienen que la falta de datos precisos sobre la disponibilidad y la demanda conduce a 
decisiones ineficientes e inversiones públicas mal orientadas, muchas veces incapaces de 
responder a las verdaderas restricciones del sistema hídrico. Cuando los balances hídricos se 
construyen a partir de datos incompletos, inconsistentes o desactualizados, aumenta el riesgo 
de sobreasignación de derechos, de subestimación de la presión sobre los ecosistemas 
acuáticos y de intensificación de los conflictos entre sectores y usuarios (Garrick et al., 2017). 

Los ejemplos internacionales son elocuentes. En el acuífero de Ogallala (Estados Unidos), la 
ausencia de monitoreo sistemático durante las décadas de 1950 y 1960 contribuyó a una caída 
crítica de los niveles freáticos, con impactos a largo plazo en la productividad agrícola y la 
viabilidad de los sistemas de riego intensivo (Sophocleous, 2010). En la India y en el norte 
de China, la falta de registros confiables sobre la extracción y la recarga ha dificultado el 
diseño e implementación de políticas de control, lo que ha derivado en sobreexplotación, 
subsidio de terrenos y pérdida estructural del recurso (Shah, 2014; Qureshi et al., 2010). En 
América Latina, la cuenca del río Lerma-Chapala (México) ilustra cómo la ausencia de 
información compartida y confiable entre usuarios y autoridades obstaculizó la 
implementación de acuerdos de distribución y exacerbó la conflictividad (Caire Martínez, 
2005), mientras que en Perú la Contraloría General (2020) advirtió que la falta de 
información hidrométrica actualizada impidió establecer límites sostenibles de uso en varias 
cuencas costeras, incrementando la vulnerabilidad a la escasez. 

Estas situaciones reflejan un patrón recurrente: la “invisibilidad” parcial de los recursos 
hídricos, en particular de las aguas subterráneas, dificulta su gestión, ya que la información 
sobre su disponibilidad, dinámica y usos suele ser limitada, dispersa o inexistente (Cuadrado 
Quesada & Gupta, 2019). En contextos donde la transparencia en la asignación y el 
monitoreo de los recursos es deficiente, como ocurre en cuencas con alta presión hídrica en 
México, Perú y Chile, la información detallada sobre concesiones, extracciones efectivas y 
auditorías es a menudo de acceso restringido, lo que impide evaluar con precisión el estrés 
hídrico y dificulta la implementación de mecanismos de gobernanza participativa 
(Robles-Mora et al., 2025). 

2.7 El caso de Chile 

En Chile, las brechas de información hídrica no solo dificultan la gestión cotidiana del agua, 
sino que también se han consolidado como uno de los principales obstáculos estructurales 
para avanzar hacia una gobernanza más transparente, coordinada y adaptativa del recurso. 
Diversas evaluaciones nacionales han coincidido en que la fragmentación institucional, la 
desactualización y la opacidad parcial de los datos hídricos constituyen un verdadero “cuello 
de botella” para la toma de decisiones públicas, lo que ha impulsado una agenda específica 
orientada a la construcción de un Sistema Nacional Unificado de Información Hídrica 



(SNUIH) como condición habilitante para una gestión integrada por cuencas (Ministerio de 
Ciencia, Tecnología, Conocimiento e Innovación). 

2.7.1 Brechas estructurales de información hídrica 

Las evaluaciones recientes señalan que los déficits informacionales en materia hídrica tienen 
un carácter estructural y persistente. En particular, la Contraloría General de la República 
(CGR, 2021) identificó deficiencias relevantes tanto en la cobertura como en la calidad de 
las redes de monitoreo hidrometeorológico e hidrogeológico, así como en la confiabilidad de 
los datos utilizados para sustentar decisiones críticas, como la declaración de áreas de 
restricción o de prohibición de acuíferos. Estas limitaciones reducen significativamente la 
capacidad de la DGA para prevenir procesos de sobreexplotación y fiscalizar el 
cumplimiento efectivo de los derechos de aprovechamiento otorgados. 

Estas brechas se manifiestan concretamente en al menos tres dimensiones interrelacionadas. 
En primer lugar, existe una cobertura insuficiente y heterogénea de las redes de monitoreo, 
con estaciones que no siempre cumplen estándares homogéneos de operación, calibración y 
continuidad de las series temporales, lo que limita la comparabilidad espacial y temporal de 
los datos. En segundo lugar, persiste una falta de información sistemática y actualizada sobre 
extracciones efectivas, usos por sector productivo, niveles freáticos y calidad de las aguas 
superficiales y subterráneas, lo que impide construir balances hídricos robustos y dinámicos 
a escala de cuenca y de subcuenca. En tercer lugar, los sistemas de información se encuentran 
dispersos en múltiples organismos públicos, como Dirección General de Aguas (DGA), 
Dirección Meteorológica de Chile, SISS, SMA, SEA, CNR y CIREN, entre otros, que operan 
con criterios distintos de unidad territorial, periodicidad, formatos y niveles de acceso, lo que 
genera duplicidades, asimetrías de información y fallas de coordinación interinstitucional. 

La “Radiografía del Agua en Chile” (Fundación Chile, 2017) ya había advertido que, pese a 
ciertos avances, persistían vacíos significativos en la información sobre la oferta hídrica 
referencial, la demanda, los déficits y excesos de agua, así como sobre la calidad del recurso, 
particularmente en el caso de los acuíferos y de los usos efectivos por parte de los sectores 
productivos. Esta falta de integridad, estandarización e interoperabilidad debilita el respaldo 
técnico de decisiones regulatorias clave, como la fijación de caudales ecológicos, la 
evaluación de nuevos proyectos con alto consumo de agua o la actualización de diagnósticos 
de disponibilidad hídrica. 

2.7.2 Vulnerabilidad institucional frente a sequías y eventos extremos 

La megasequía que afectó a la zona centro-norte de Chile entre 2010 y 2020 puso de 
manifiesto cómo estas brechas informativas se traducen en una vulnerabilidad institucional 
significativa ante eventos hidrológicos extremos. Durante este período, la DGA se vio 
obligada a autorizar extracciones temporales sin derechos de aprovechamiento constituidos, 
en un contexto de alta presión social, productiva y política, pero con información insuficiente 



para determinar la disponibilidad real de agua y evaluar adecuadamente los impactos 
acumulativos de dichas autorizaciones (Ricci et al., 2024). 

Esta experiencia evidenció no solo las limitaciones técnicas del sistema de información 
existente, sino también la dificultad para articular, en tiempo real, datos meteorológicos, 
hidrológicos, de almacenamiento, de embalses, de nieve, de glaciares y de demanda sectorial. 
La ausencia de una plataforma integrada limita la capacidad del Estado para anticipar 
escenarios de riesgo, definir umbrales de alerta temprana, priorizar usos esenciales y diseñar 
respuestas oportunas y proporcionadas ante sequías, inundaciones u otros eventos extremos. 
En este sentido, la literatura especializada en recursos hídricos y cambio climático en Chile 
coincide en que, sin un sistema que integre información sobre la cantidad, la calidad, los 
usos, los derechos y los ecosistemas, la gestión seguirá siendo predominantemente reactiva, 
fragmentada y poco transparente. 

2.7.3 Impactos en gobernanza, legitimidad y conflictividad 

La persistencia de estas brechas informativas tiene efectos tangibles en la gobernanza del 
agua y en la legitimidad de las decisiones públicas. En primer lugar, limita el diseño y la 
aplicación de instrumentos regulatorios, como normas de extracción, restricciones a nuevas 
concesiones o a caudales ecológicos y económicos, tarifas, cargos o incentivos, que reflejen 
adecuadamente la disponibilidad y las demandas reales en cada cuenca. En segundo lugar, 
dificulta la planificación territorial y la gestión integrada por cuencas, ya que los distintos 
organismos públicos operan con base en información parcial, no interoperable o desalineada 
en términos espaciales y temporales. 

Adicionalmente, la fragmentación y la opacidad parcial de la información relativa a 
concesiones, extracciones efectivas y fiscalización alimentan percepciones de inequidad, de 
favorecimiento de ciertos usuarios o de captura regulatoria. Estas percepciones, a su vez, 
incrementan la desconfianza entre actores y contribuyen a la emergencia y la persistencia de 
los conflictos por el agua. Desde una perspectiva de legitimidad democrática, la ausencia de 
plataformas abiertas, comprensibles y accesibles para la ciudadanía limita la rendición de 
cuentas, el escrutinio público sobre el uso del recurso y la participación informada en los 
procesos de toma de decisiones a nivel de cuenca. 

2.7.4 Respuesta institucional: hacia un Sistema Nacional Unificado de Información 
Hídrica 

Frente a este diagnóstico ampliamente compartido, la Mesa Técnica de Investigación e 
Información Pública, convocada por el Ministerio de Ciencia en el marco de la Mesa 
Nacional del Agua, ha propuesto el diseño de un Sistema Nacional Unificado de Información 
Hídrica (SNUIH) con un propósito explícito: brindar acceso oportuno y de calidad a 
información hídrica estandarizada, apoyar decisiones públicas y privadas, fortalecer la 



planificación y la gestión sustentable del recurso, y contribuir al desarrollo de una cultura del 
agua en el país. 

Entre sus lineamientos centrales se incluye la definición de un propósito amplio y compartido 
del sistema, que articule las necesidades de regulación, planificación, inversión, 
investigación y educación. Asimismo, se plantea avanzar desde la coexistencia de múltiples 
sistemas sectoriales hacia una arquitectura unificada o federada, basada en principios de datos 
abiertos, interoperables y reutilizables (FAIR), con metadatos claros y protocolos de calidad 
y curado de datos. La propuesta prioriza, en un horizonte de cinco años, grupos de parámetros 
considerados críticos para la gestión, meteorológicos, aguas superficiales y subterráneas, 
calidad, usos, ecosistemas, derechos, almacenamiento, aguas residuales y datos 
administrativos, comenzando por aquellos con mayor impacto en la toma de decisiones. 

Desde el punto de vista tecnológico, el SNUIH contempla la exploración de ciberestructuras 
como data lakes o lakehouses, capaces de integrar fuentes heterogéneas, series históricas, 
telemetría, reportes de regulados, datos de investigación y de organizaciones de usuarios, y 
de habilitar tanto aplicaciones regulatorias y de planificación como análisis avanzados 
orientados a la innovación y el emprendimiento. 

La integración tecnológica solo será efectiva si se acompaña de una gobernanza robusta de 
la información hídrica. Entre las recomendaciones clave se destaca el fortalecimiento de la 
DGA como institución rectora técnica en materia de estándares, protocolos, interoperabilidad 
y acceso a los datos, dotándola de un mandato claro para coordinar y exigir el cumplimiento 
de las obligaciones de generación y de reporte de información. Asimismo, se propone 
establecer mecanismos formales de cooperación interinstitucional, incluyendo acuerdos y 
obligaciones legales para el intercambio de datos entre los servicios públicos y el sector 
privado, con el fin de superar la actual dispersión y superposición de funciones. 

La hoja de ruta propuesta se estructura en tres pilares interdependientes: gobernanza, 
protocolos e infraestructura. En conjunto, estas acciones buscan transformar la información 
hídrica de un factor limitante a un activo estratégico para una gobernanza del agua más 
colaborativa, adaptativa y legítima, reduciendo la exposición del país a crisis como la 
megasequía y contribuyendo a decisiones mejor informadas, socialmente aceptables y 
ambientalmente sostenibles. 

2.8 Reflexiones finales: La información como bien público y recurso estratégico 

La creciente escasez hídrica, la variabilidad climática y la intensificación de la competencia 
por los recursos han puesto de relieve la importancia crítica de contar con sistemas de 
información sólidos, transparentes y actualizados de forma permanente para la gestión del 
agua. La literatura académica contemporánea coincide en que la información constituye un 
componente estructural de la gobernanza hídrica, en la medida en que sustenta la 
transparencia, la rendición de cuentas, la equidad en la toma de decisiones y la eficiencia en 



la asignación de recursos (OECD, 2015; Pahl-Wostl, 2015; UNESCO, 2021). En este sentido, 
la información hídrica, que comprende datos hidrológicos, climáticos, institucionales, 
jurídicos y socioeconómicos, entre otros, no solo respalda procesos de gestión técnica, sino 
que también configura las condiciones de legitimidad, confianza y efectividad de las políticas 
públicas en materia de agua. 

La revisión desarrollada permite concluir que la evolución de la gobernanza del agua, desde 
enfoques predominantemente hidráulicos hacia modelos integrados y adaptativos, ha 
reconfigurado el lugar de la información, que deja de ser un insumo complementario y pasa 
a constituir la base de la legitimidad, la rendición de cuentas y la eficacia regulatoria. En 
estos modelos, la gestión ya no se concibe exclusivamente como un desafío de infraestructura 
o de ingeniería, sino como un problema institucional y socioambiental en el que la 
información actúa como nexo entre actores, escalas y niveles de gobierno. La evidencia 
comparada indica que los sistemas que cuentan con mecanismos robustos de generación, 
circulación y uso de la información exhiben mayor resiliencia, menor conflictividad y mejor 
capacidad de adaptación al cambio climático, mientras que los déficits informativos tienden 
a reproducir asimetrías de poder, discrecionalidad en la toma de decisiones y baja 
cooperación entre actores (Pahl-Wostl, 2015). En consecuencia, no basta con disponer de 
datos: la información debe ser clara, inteligible y contextualizada para distintos públicos, y 
estar disponible oportunamente para respaldar tanto la planificación a largo plazo como la 
gestión de contingencias. 

Desde el punto de vista técnico y operativo, la información robusta, consistente y validada 
constituye un requisito habilitante para decisiones eficientes en múltiples ámbitos: operación 
de embalses y redes, planificación de infraestructura, asignación del recurso, gestión de 
acuíferos, modelación hidrológica e hidroeconómica, y sistemas de alerta temprana frente a 
sequías e inundaciones (Loucks & van Beek, 2017; UNESCO, 2021; WMO, 2020). La 
calidad y continuidad de las series de tiempo, junto con la interoperabilidad entre fuentes, 
condicionan la capacidad de anticipar riesgos, definir umbrales y activar protocolos de 
emergencia. Asimismo, la disponibilidad de datos desagregados por sectores y territorios 
permite diseñar estrategias de eficiencia, conservación y reconversión productiva alineadas 
con los objetivos de sostenibilidad y con la realidad socioeconómica de los principales 
usuarios (Pedehour & Lefebvre, 2025). En contextos de incertidumbre climática creciente, la 
resiliencia hídrica depende en gran medida de la densidad, la confiabilidad y la oportunidad 
de la información disponible. 

Sin embargo, el análisis confirma que el valor de la información trasciende su dimensión 
técnica. Más allá del apoyo a la toma de decisiones, la información es un componente central 
de la dimensión social y política de la gobernanza. La transparencia en torno a derechos de 
aprovechamiento de aguas (DAA), usos, calidad del agua, fiscalización y sanciones refuerza 
la rendición de cuentas y reduce el riesgo de captura institucional o corrupción, al tiempo que 
contribuye a legitimar la acción del Estado y a mejorar la percepción de justicia en los 



procesos de asignación y uso del recurso (OECD, 2015; Akhmouch & Correia, 2016). En la 
misma línea, la literatura coincide en que la información es un bien público esencial para 
garantizar la equidad, la confianza y la estabilidad en la gestión del agua. La GWP (2020) 
advierte que la falta de información accesible, verificable y comprensible incrementa la 
conflictividad, mientras que los sistemas abiertos e interoperables facilitan la resolución 
negociada de disputas y promueven una gobernanza colaborativa orientada al interés general. 
De este modo, la disponibilidad simétrica de información se convierte en un requisito para 
una participación efectiva: sin una base común de datos, los procesos participativos tienden 
a reproducir desigualdades, restringir la deliberación informada y debilitar la posibilidad de 
construir acuerdos duraderos (Akhmouch & Correia, 2016; OECD, 2015). 

A su vez, desde una perspectiva económica, la información reduce la incertidumbre y mejora 
la calidad de las decisiones de inversión y de planificación en sectores estratégicos como la 
agricultura, la energía, la industria, las ciudades y la infraestructura hídrica. Series largas y 
confiables sobre oferta, demanda y variabilidad permiten priorizar proyectos, evaluar la 
rentabilidad social, evitar inversiones ineficientes y fortalecer la gestión del riesgo (World 
Bank, 2019). En mercados formales de agua, la transparencia sobre derechos, volúmenes, 
transacciones y condiciones de operación resulta indispensable para asegurar la eficiencia y 
la equidad, reducir conductas oportunistas y facilitar la supervisión regulatoria. De manera 
complementaria, la disponibilidad de información también es clave para valorar los servicios 
ecosistémicos e incorporar estos valores en instrumentos de planificación territorial y en 
políticas públicas (Garrick et al., 2017). En este marco, la evidencia internacional muestra 
que las inversiones en monitoreo y observación pueden generar beneficios sociales 
significativos (WMO, 2020; Global Commission on Adaptation, 2019), lo que refuerza la 
idea de que el fortalecimiento de los sistemas de información hídrica debe entenderse como 
una inversión estratégica y no como un costo operativo marginal. 

Con todo, el análisis también subraya que los sistemas de información enfrentan limitaciones 
persistentes: redes insuficientes o deterioradas, estaciones fuera de operación, series 
interrumpidas, cobertura desigual, fragmentación institucional, formatos heterogéneos y 
barreras de acceso y de usabilidad que impiden el aprovechamiento de la información por 
parte de actores no especializados. A ello se suman asimetrías de poder, especialmente en 
contextos de alta presión hídrica o de débil fiscalización, donde ciertos actores pueden 
retener, opacar o manipular información, lo que exacerba desigualdades y conflictos (Quinn 
et al., 2022; Moctezuma, 2024). En consecuencia, la mejora de la información hídrica no es 
solo un desafío tecnológico: requiere fortalecer protocolos, estándares, la gobernanza de 
datos y los mecanismos institucionales de cooperación e intercambio, junto con herramientas 
de traducción de datos en conocimiento práctico, plataformas accesibles y estrategias de 
inclusión para actores tradicionalmente subrepresentados. 

En Chile, este diagnóstico adquiere especial relevancia. Las brechas de información hídrica, 
la fragmentación, la desactualización y la opacidad parcial no solo dificultan la gestión 



cotidiana, sino que también restringen la capacidad del Estado para anticipar y administrar 
crisis, como quedó evidenciado durante la megasequía 2010–2020, y debilitan la legitimidad 
de las decisiones regulatorias clave. En este contexto, la agenda para avanzar hacia un 
Sistema Nacional Unificado de Información Hídrica (SNUIH) se entiende como una 
condición habilitante para una gobernanza por cuencas más transparente, coordinada y 
adaptativa, siempre que la integración tecnológica se acompañe de una gobernanza robusta 
de la información, con roles claros, estándares comunes, interoperabilidad y acceso abierto. 

En consecuencia, la información no solo sustenta la eficiencia técnica de la gestión, sino que 
también refuerza la confianza institucional y constituye un factor determinante de la buena 
gobernanza del agua. La ausencia de información confiable y oportuna genera costos sociales 
y económicos elevados, alimenta conflictos, debilita la legitimidad de las instituciones y 
reduce la capacidad de adaptación al cambio climático. Por el contrario, los países que han 
invertido en sistemas integrados, interoperables y transparentes, como Australia, España o 
los Países Bajos, muestran una mayor capacidad de adaptación, una planificación más 
equitativa y una gestión más eficiente de sus recursos (OECD, 2021; Pahl-Wostl, 2015). En 
contraste, contextos con brechas persistentes de información, como los observados en Chile 
y otras regiones de América Latina, enfrentan una gobernanza fragmentada y reactiva que 
limita su capacidad de respuesta ante la crisis hídrica actual y futura. Desde esta perspectiva, 
fortalecer los sistemas de información hídrica debe asumirse como una prioridad estratégica 
de política pública: una inversión institucional y tecnológica que condiciona la posibilidad 
de transitar hacia una gestión más resiliente, legítima y socialmente sostenible del agua en el 
país. 
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3 Benchmark internacional 

El presente benchmark internacional tiene por objeto revisar y describir, de forma 
comparativa, distintas experiencias en el ámbito de los sistemas de información hidrológica, 
con énfasis en su utilización para la planificación y gestión del agua a escala de cuenca. Esta 
sección presenta de manera ordenada las principales características institucionales, técnicas 
y operativas de un conjunto de plataformas seleccionadas por su nivel de desarrollo, 
cobertura y relevancia en la gestión de los recursos hídricos. El análisis considera casos de 
Australia, España, California (Estados Unidos), México y Perú, que reflejan distintos 
contextos hidrológicos, marcos normativos y arreglos institucionales. 

La revisión se orienta a describir cómo cada país u organismo organiza la generación, la 
integración y la difusión de la información hidrológica. Para ello, se examinan los tipos de 
datos disponibles, incluyendo información sobre la cantidad y calidad del agua, el monitoreo 
de aguas superficiales y subterráneas, derechos de uso, extracciones y variables climáticas, 
así como las plataformas y sistemas mediante los cuales dicha información se pone a 
disposición de los usuarios. Asimismo, se consideran las escalas espaciales y temporales de 
los registros, así como los mecanismos de acceso para distintos perfiles de usuarios, desde el 
público general hasta los usuarios técnicos y especializados. 

En conjunto, este análisis comparativo busca establecer un marco de referencia internacional 
que permita situar la experiencia chilena en materia de información hidrológica en un 
contexto comparativo. La descripción de los casos seleccionados proporciona antecedentes 
relevantes para comprender los distintos enfoques existentes y constituye un insumo para el 
análisis posterior del modelo nacional, sin adelantar evaluaciones ni conclusiones en esta 
etapa. 

3.1 Australia 

En el caso de Australia, la Murray–Darling Basin Authority (MDBA) es una de las 
instituciones más relevantes en el ámbito de la gestión hídrica. Creada en 2007 tras la 
denominada “Sequía del Milenio”, la MDBA es una agencia gubernamental independiente 
que opera a escala nacional, dotada de la autonomía y los recursos necesarios para abordar 
eficazmente los desafíos asociados a la gestión de la cuenca Murray–Darling (Berbel & 
Esteban, 2019). Su establecimiento se enmarca en la Ley de Agua de 2007, que transfirió al 
Gobierno Federal la autoridad para regular las desviaciones de agua a nivel de cuenca, 
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función que anteriormente correspondía a las administraciones estatales (Grafton et al., 
2020). 

Con el propósito de cumplir su mandato, la MDBA ha desarrollado un conjunto integrado de 
sistemas de información que consolidan datos hidrológicos, climáticos, de calidad del agua, 
ecológicos y normativos, lo que permite una gestión adaptativa y basada en evidencia 
(Sharples et al., 2020). Entre estos se destacan el Murray River Data Portal y una extensa 
red de estaciones de monitoreo que entregan registros históricos y datos en tiempo real sobre 
caudal, nivel de agua, salinidad y temperatura en distintos puntos del sistema fluvial (Ross 
& Connell, 2016). Asimismo, la autoridad dispone de visores e indicadores hidrológicos que 
integran información sobre el nivel de embalses, caudales y parámetros de calidad del agua, 
organizados por estación de aforo, embalse o pozo de monitoreo (Colloff et al., 2024). 

Esta infraestructura de datos permite evaluar el balance hídrico de la cuenca, alimentar 
modelos hidrológicos complejos y sustentar decisiones sobre la asignación o restricción de 
derechos de agua, lo cual resulta particularmente crítico durante episodios de sequía 
(Kandasamy et al., 2014). En el ámbito de la planificación, la MDBA administra bases de 
datos espaciales que definen unidades de recurso con límites sostenibles de extracción 
(Sustainable Diversion Limits, SDL), tanto de aguas superficiales como de subterráneas. 
Estas bases vinculan polígonos de gestión con volúmenes máximos de extracción, parámetros 
ambientales y reglas de operación, y constituyen el soporte técnico del Murray–Darling 
Basin Plan. Dicho plan incluye diagnósticos de sequías, programas de medidas y sistemas de 
seguimiento orientados a mitigar los impactos ambientales en los ecosistemas dependientes 
del agua (Doble et al., 2023; Berbel & Esteban, 2019). 

En materia de calidad del agua y condición ecológica, la MDBA opera zonas específicas de 
monitoreo que estructuran la evaluación de parámetros físico-químicos, como la salinidad o 
la concentración de nutrientes, junto con bases biológicas que registran información sobre 
poblaciones de peces y macroinvertebrados. Estas últimas se nutren de programas de largo 
plazo, como el Sustainable Rivers Audit, lo que permite establecer vínculos entre los 
regímenes de caudal, la calidad del agua y la respuesta ecológica, fortaleciendo la capacidad 
de la autoridad para ajustar la gestión desde una perspectiva ecosistémica. 

Respecto de los derechos de agua, el sistema australiano combina una gestión descentralizada 
a nivel estatal con mecanismos federales de consolidación y análisis. Entre las principales 
fuentes de información destacan el National Water Account y los Water Registers estatales. 
El NSW Public Water Register proporciona información detallada sobre licencias, 
aprobaciones, transacciones y asignaciones en Nueva Gales del Sur; el Victorian Water 
Register consolida licencias de uso, derechos de extracción y water shares en el estado de 
Victoria; y los portales de Queensland ofrecen acceso abierto a licencias activas y volúmenes 
asociados mediante visores geográficos y plataformas de datos. A nivel nacional, estos 
sistemas se complementan con herramientas del Bureau of Meteorology, como el Water 



Markets Dashboard, que consolida estadísticas y visualizaciones de derechos y asignaciones 
en las principales cuencas del país, incluida la Murray–Darling. 

Toda esta infraestructura se articula con la información climática e hidrometeorológica 
generada por el Bureau of Meteorology, los departamentos estatales de agua y medio 
ambiente, y organismos científicos como la Commonwealth Scientific and Industrial 
Research Organisation (CSIRO). Su funcionamiento se sustenta en una arquitectura 
tecnológica moderna, basada en soluciones en la nube que automatizan la recopilación, la 
estandarización y el análisis de grandes volúmenes de datos. A través del portal institucional, 
la MDBA ofrece acceso público a la sección Publications and Data, donde se pueden 
descargar, en formatos abiertos, datos hidrológicos, informes periódicos y productos 
analíticos, incluidos reportes semanales sobre precipitación, acumulación de nieve, 
almacenamiento en embalses y pronósticos hidrometeorológicos. 

En conjunto, la combinación de interoperabilidad institucional, estandarización de datos, 
acceso público a la información y capacidades analíticas avanzadas constituye uno de los 
pilares del modelo australiano de gestión hídrica. Este enfoque ha promovido la 
transparencia, fortalecido la confianza pública y proporcionado herramientas sólidas para la 
toma de decisiones basadas en evidencia científica. Según Lee (2009) y Young (2010), la 
gestión de la cuenca se ha sustentado en “la mejor ciencia disponible, datos de monitoreo y 
modelación”, lo que refleja el papel esencial que desempeña la interoperabilidad de la 
información en la implementación adaptativa del Murray–Darling Basin Plan. 

Por ende, el modelo australiano de información hídrica, liderado por la MDBA, se caracteriza 
por un alto nivel de integración institucional y tecnológica, sustentado en principios 
fundamentales de interoperabilidad, estandarización y transparencia. Este enfoque, apoyado 
en un marco institucional y técnico sólido, ha consolidado la información hidrológica como 
un componente estratégico para la gestión integrada de la cuenca Murray–Darling, donde la 
articulación de sistemas, la interoperabilidad de los datos y la legitimidad institucional se 
traducen en una gestión del recurso hídrico más eficiente, transparente y basada en evidencia 
científica. 

3.2 España 

España dispone de un conjunto articulado de sistemas de información hidrológica que 
constituyen la base operativa de su modelo de gestión del agua a escala de cuenca. En este 
entramado, los Sistemas Automáticos de Información Hidrológica (SAIH), gestionados por 
cada Confederación Hidrográfica, desempeñan un papel central al proporcionar datos 
continuos y actualizados con alta frecuencia temporal sobre variables meteorológicas e 
hidrológicas fundamentales. Cada SAIH está adaptado a las condiciones físicas, hidrológicas 
y operativas de su respectiva demarcación, lo que permite una gestión descentralizada, 
coherente con los lineamientos nacionales de planificación hídrica. 



A modo ilustrativo, el SAIH de la cuenca del Ebro (SAIH-Ebro) destaca como una de las 
experiencias más consolidadas del sistema español, tanto por su cobertura territorial como 
por su nivel de desarrollo tecnológico e integración de datos. Este sistema desempeña un rol 
clave en la validación de información hidrológica, la reconstrucción de niveles de agua y la 
simulación de flujos en ríos, y es especialmente relevante para el análisis y la operación de 
infraestructuras de regulación, como presas y embalses. Su desarrollo ha permitido mejorar 
sustancialmente la precisión y la fiabilidad de la gestión operativa del sistema hídrico, 
fortaleciendo la capacidad de respuesta ante eventos extremos y contribuyendo a una gestión 
moderna y anticipatoria del recurso (Bermúdez et al., 2013; Shao et al., 2025). 

Desde el punto de vista técnico, el SAIH-Ebro integra una red densa y heterogénea de más 
de mil estaciones de aforo, meteorológicas y piezométricas, conectadas mediante sistemas de 
telemetría y actualizadas con un intervalo aproximado de quince minutos. Estas estaciones 
se distribuyen en distintos subsistemas directamente vinculados al recurso hídrico, 
incluyendo embalses, estaciones meteorológicas, puntos de aforo en ríos, pozos, canales de 
riego y otros puntos de control estratégicos. A través de esta red, el sistema registra un amplio 
conjunto de variables relevantes para la gestión de la cuenca, tales como precipitaciones, 
niveles y caudales, volúmenes almacenados en embalses, caudales suministrados a los 
usuarios, niveles piezométricos, variables térmicas y, en algunos casos, indicadores de 
calidad del agua. 

La fortaleza del SAIH-Ebro radica, en particular, en su capacidad de integración tecnológica. 
El sistema combina mediciones in situ con información procedente de la teledetección y la 
telemetría satelital, lo que amplía significativamente la cobertura espacial y temporal del 
monitoreo y enriquece la base de datos disponible para la caracterización tanto de los recursos 
hídricos superficiales como de los subterráneos. Esta integración alimenta modelos 
hidrológicos avanzados para la predicción de crecidas, sequías y la operación de embalses, 
lo que permite una toma de decisiones más proactiva en materia de asignación de recursos, 
gestión de infraestructuras y mitigación de riesgos asociados a crecidas e inundaciones (Fabre 
& Ojeda, 2017; Bollen et al., 2021). 

La adquisición de datos con alta frecuencia temporal resulta fundamental para el seguimiento 
continuo de las variaciones hidrológicas e hidráulicas y para la elaboración de estadísticas 
hídricas más completas y robustas, superando las limitaciones de las metodologías históricas 
basadas en agregaciones diarias o de menor frecuencia. En este sentido, el SAIH-Ebro 
constituye una herramienta clave tanto para la operación cotidiana del sistema como para la 
planificación hidrológica a corto y mediano plazo. 

Toda la información generada por el SAIH-Ebro es de acceso público y se encuentra 
disponible a través de su portal web institucional, desde donde puede consultarse en línea o 
descargarse para usos analíticos mediante la creación de un usuario. El sistema dispone de 
una sección específica de datos históricos, con una interfaz clara y funcional que permite 



seleccionar la frecuencia temporal, el tipo de variable, las estaciones de interés, el período de 
análisis y el formato de salida, habitualmente en Excel o CSV. Esta plataforma se caracteriza 
por su facilidad de uso, eficiencia y alto grado de completitud, lo que facilita la explotación 
sistemática de la información por parte de gestores públicos, investigadores y usuarios 
avanzados. 

La interfaz cartográfica organiza la información en grandes zonas hidrológicas de la cuenca, 
Alto, Medio y Bajo Ebro, lo que permite seleccionar y visualizar las estaciones asociadas a 
cada ámbito territorial y representar los datos mediante gráficos dinámicos. Asimismo, el 
sistema incorpora una sección específica de predicción de caudales para toda la cuenca, cuyos 
resultados se presentan de forma gráfica y constituyen un insumo clave para la planificación 
operativa tanto en condiciones normales como en escenarios de eventos extremos. En 
conjunto, la actualización continua de los datos, asegurada por una red interconectada de 
amplia cobertura, y la integración de una gran diversidad de variables en una única 
plataforma pública convierten al SAIH-Ebro en una herramienta robusta, accesible y 
altamente funcional para la gestión integrada del recurso hídrico. 

No obstante, el alcance del sistema de información hidrológica español va más allá del SAIH 
de cada cuenca. A escala nacional, el Sistema Integrado de Información del Agua (SIA), 
dependiente del Ministerio para la Transición Ecológica y el Reto Demográfico (MITECO), 
actúa como repositorio unificador de la información procedente de todas las Confederaciones 
Hidrográficas. El SIA consolida datos de hidrometría, concesiones, calidad del agua, 
presiones y estado de las masas de agua, y persigue explícitamente la interoperabilidad de las 
bases de datos y la trazabilidad de la información desde el nivel operativo hasta los 
instrumentos formales de planificación, como los Planes Hidrológicos de Cuenca y el Plan 
Hidrológico Nacional (https://hispagua.cedex.es/datos). 

Mediante el SIA, los registros del SAIH se interconectan con otros subsistemas relevantes, 
como el Sistema Automático de Información de Calidad de las Aguas (SAICA) y las Redes 
de Control del Estado de las Masas de Agua (RCE) 
(https://www.miteco.gob.es/content/dam/miteco/es/agua/temas/sistema-espaniol-gestion-
agua/gestion-
sostenible/23redesdeseguimientodelestadodelasmasasdeaguassuperficiales_tcm30-
215788.pdf), lo que asegura un enfoque integral en la evaluación de la disponibilidad y el 
estado del recurso. Este entramado permite vincular la información hidrológica en tiempo 
real con los objetivos ambientales establecidos por la Directiva Marco del Agua y con los 
procesos de planificación estratégica a largo plazo. 

El componente normativo e institucional del modelo español refuerza esta arquitectura 
informacional. Cada Confederación Hidrográfica dispone de registros administrativos de 
derechos de agua, consolidados en distintos inventarios sectoriales. Entre ellos se incluyen el 
inventario de aprovechamientos y concesiones, que reúne información espacial y volumétrica 
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sobre captaciones y caudales autorizados; el inventario de abastecimientos, con datos sobre 
sistemas de suministro urbano e industrial, volúmenes concesionales y demandas efectivas; 
el regadío catastral, que vincula superficies cultivadas, dotaciones de riego y extracciones 
agrícolas reales; los inventarios energéticos e hidráulicos, que documentan derechos no 
consuntivos y regímenes operativos de centrales hidroeléctricas; y el inventario de puntos de 
agua subterránea, que registra pozos, concesiones y mediciones piezométricas. 

La combinación de estos instrumentos permite contar con una visión integrada y cuantificada 
de las demandas y usos del agua, lo que facilita el análisis de la coherencia entre la 
disponibilidad, las asignaciones formales y las presiones reales sobre el sistema hídrico. Su 
integración con el SAIH y el SIA proporciona un marco analítico de alto valor para la 
planificación hidrológica, el seguimiento de los objetivos ambientales y la gestión adaptativa 
de los recursos a escala de cuenca. 

Finalmente, la publicación de esta información a través de los portales del Sistema Central 
de Información Hidrológica (SCIH) asegura altos niveles de transparencia y accesibilidad, 
en línea con las directrices europeas sobre datos abiertos y con los principios de la Directiva 
Marco del Agua (2000/60/CE). En conjunto, el modelo español combina de manera efectiva 
una descentralización operativa a nivel de cuenca con una coordinación nacional robusta, 
sustentada en una infraestructura digital avanzada que refuerza la toma de decisiones basada 
en evidencia. Aunque persisten desafíos en materia de estandarización conceptual, de 
interoperabilidad plena entre sistemas históricos y de armonización de escalas espaciales y 
temporales, España ha desarrollado un sistema maduro de gestión de información hidrológica 
que constituye una referencia relevante para fortalecer la gobernanza del agua y modernizar 
las infraestructuras de información en otros contextos nacionales. 

3.3 California 

El Estado de California concentra la gestión de una parte relevante de la información hídrica 
en el California Department of Water Resources (DWR), organismo responsable de 
administrar un sistema amplio y diverso de plataformas y servicios de datos (California 
Department of Water Resources, 2020). Dentro de este sistema, California Water Watch 
(CWW) se ha posicionado como la principal interfaz pública para comunicar el estado y las 
condiciones del agua a escala local, regional y estatal. Esta plataforma no se limita a difundir 
información resumida para el público general, sino que funciona como un punto de 
integración de datos provenientes de distintos programas del propio DWR, del California 
Data Exchange Center (CDEC), del U.S. Geological Survey (USGS, 2020), de la NASA y 
de otras agencias estatales y federales. 

CWW reúne, en una sola interfaz, información actualizada sobre precipitación, temperatura, 
niveles y volúmenes de embalses, caudales de ríos, acumulación de nieve, niveles de aguas 
subterráneas, humedad del suelo y condición de la vegetación, tanto para el día en curso como 
para períodos recientes. En el caso de la precipitación y la temperatura, la plataforma utiliza 



datos espaciales generados a partir del modelo PRISM (Oregon State University), lo que 
permite representar condiciones a escala de cuenca (HUC-8), de región o del conjunto del 
estado, reduciendo los sesgos propios de las observaciones puntuales. Los datos de embalses 
provienen del CDEC e incluyen más de 150 grandes embalses, mientras que los caudales se 
obtienen directamente de más de 400 estaciones del USGS, con información diaria accesible 
mediante ventanas emergentes que muestran valores instantáneos y estadísticas históricas 
(CEDEC, 2023). 

En relación con las aguas subterráneas, CWW integra información del SGMA Data Viewer 
y de la plataforma California’s Groundwater Live, que sistematizan datos reportados por 
agencias locales en el marco de la Sustainable Groundwater Management Act (SGMA), 
complementados con mediciones del DWR y del USGS. La mayoría de los datos de niveles 
freáticos se actualizan al menos dos veces al año, generalmente en primavera y otoño, lo que 
permite identificar máximos y mínimos anuales en más de 6.000 pozos. Esta información se 
presenta en mapas y paneles de estado a escala de cuenca y de acuífero, facilitando el análisis 
comparado de tendencias espaciales y temporales. 

Para el componente nival, CWW integra datos diarios de la red de Cooperative Snow Surveys 
y del CDEC, con alrededor de 130 estaciones, mostrando el equivalente en agua de la nieve 
y su comparación con promedios históricos. En cuanto a la humedad del suelo y la condición 
de la vegetación, la plataforma utiliza productos satelitales desarrollados por la NASA, que 
estiman la humedad en los primeros 100 cm del suelo con actualizaciones cada seis horas, 
así como el Evaporative Stress Index (ESI) diario, que actúa como indicador del estrés hídrico 
de la vegetación. Aunque estos datos suelen emplearse en investigación y modelación 
avanzadas, en California Water Watch se presentan de forma simplificada, permitiendo una 
lectura cualitativa de las condiciones relativas del territorio. 

Además de los paneles de indicadores, la plataforma incorpora un visor cartográfico 
interactivo que permite explorar todas estas variables en un mapa del estado, seleccionar 
cuencas (HUC-8), municipalidades, estaciones específicas o puntos de interés y, en muchos 
casos, acceder a información más detallada mediante enlaces directos a CDEC, USGS u otros 
portales asociados. Esta dimensión geoespacial facilita una lectura territorial integrada de las 
condiciones hidrológicas y climáticas y favorece su uso tanto por gestores públicos y 
consultores como por la ciudadanía interesada. 

El DWR también administra la Water Data Library, que almacena datos históricos de nivel 
y calidad de las aguas subterráneas de más de 35.000 pozos, recopilados por oficinas 
regionales del DWR y por numerosos cooperantes locales y federales. De manera 
complementaria, la plataforma California’s Groundwater Live ofrece tableros interactivos 
sobre las condiciones actuales de las aguas subterráneas, la infraestructura de pozos y los 
procesos de subsidencia. Por su parte, el SGMA Data Viewer organiza los conjuntos de datos 



necesarios para la elaboración y el seguimiento de los Groundwater Sustainability Plans 
(GSP), alineando la información con las exigencias regulatorias de la SGMA. 

Este conjunto de herramientas se apoya en la California Natural Resources Agency Open 
Data Platform, que funciona como un repositorio abierto de datos provenientes de múltiples 
organismos del sector ambiental y de los recursos naturales del estado. En esta plataforma se 
publican, entre otros, conjuntos de datos sobre usos del suelo (a través del Land Use Viewer), 
informes de construcción y habilitación de pozos, series de monitoreo de subsidencia, datos 
para la clasificación de años hidrológicos bajo la SGMA y recursos orientados a incorporar 
el cambio climático en modelos hidrológicos y en balances de agua. 

Desde el punto de vista del diseño y la comunicación, California Water Watch se caracteriza 
por una visualización clara y orientada a la toma de decisiones, basada en mapas intuitivos, 
gráficos sencillos y textos explicativos estructurados en torno a preguntas clave, como si el 
almacenamiento actual fuera suficiente o cómo se comparan las condiciones observadas con 
rangos históricos. Este enfoque reduce de manera significativa las barreras de uso para 
públicos no especializados y, al mismo tiempo, mediante enlaces a CDEC, Water Data 
Library, SGMA Data Viewer y otros recursos, permite que usuarios expertos accedan a 
conjuntos de datos más detallados, herramientas de modelación como IWFM, C2VSim o 
SVSim, y documentación técnica especializada sobre la gestión de aguas subterráneas. 

La principal fortaleza de California Water Watch radica en la combinación de datos 
actualizados, cobertura estatal, apertura y alta usabilidad. En este sentido, actúa como la pieza 
más visible de una arquitectura de datos más amplia, orientada a la implementación de la 
SGMA y a la planificación hídrica a nivel estatal. Iniciativas como el California Water Data 
Consortium refuerzan este enfoque al promover estándares abiertos, protocolos de 
interoperabilidad y la colaboración entre agencias estatales, gobiernos locales y otros actores, 
con el objetivo de poner la información hídrica al servicio de una gestión más transparente y 
basada en evidencia. Este modelo, que combina una plataforma pública de visualización con 
herramientas especializadas para usuarios avanzados, es reconocido en la literatura reciente 
como un elemento clave para avanzar hacia una gobernanza del agua más informada, 
adaptativa y resiliente ante la sequía y el cambio climático. 

Además de las plataformas orientadas al monitoreo hidrometeorológico y de aguas 
subterráneas, California cuenta con sistemas específicos para administrar la información 
sobre concesiones de agua (water rights), extracciones y usos efectivos, gestionados 
principalmente por la State Water Resources Control Board (Hanak, & Jezdimirovic, 2018). 
Históricamente, el sistema central ha sido el Electronic Water Rights Information 
Management System (eWRIMS), una base de datos y visor cartográfico que reúne 
información sobre declaraciones de uso, registros, certificados, permisos y licencias de 
derechos de agua emitidos por la SWRCB y sus organismos predecesores. Este sistema 
permite realizar consultas por titular, cuenca, curso de agua, condado u otros criterios e 



incluye una aplicación web que localiza espacialmente cada derecho. Aunque eWRIMS está 
en proceso de reemplazo, sigue siendo la principal referencia para el período histórico hasta 
2025. 

A partir de 2025, la SWRCB ha comenzado a implementar el California Water Accounting, 
Tracking, and Reporting System (CalWATRS), concebido como la nueva plataforma integral 
para la gestión de datos sobre los derechos y usos del agua, en el marco del proyecto estatal 
de modernización Updating Water Rights Data for California (UPWARD). CalWATRS 
permitirá a los titulares visualizar de forma integrada sus registros, presentar 
electrónicamente los informes anuales de desviación y uso y gestionar los servicios asociados 
a sus derechos, al tiempo que proporcionará a la autoridad reguladora un entorno más robusto 
para el control, la fiscalización y el análisis de las asignaciones. 

En relación con las extracciones y los usos efectivos, la SWRCB exige que la gran mayoría 
de los titulares de derechos presenten informes anuales de desviación y uso a través de 
sistemas electrónicos, inicialmente mediante eWRIMS y, de forma progresiva, a través de 
CalWATRS. Estos reportes incluyen volúmenes desviados, períodos de uso, puntos de 
captación, usos finales y otros metadatos, y pueden requerirse con frecuencias que van desde 
anuales hasta mensuales, semanales o incluso diarias para grandes usuarios. Parte de esta 
información se publica en portales abiertos y se ha utilizado para desarrollar herramientas 
analíticas externas, como el eWRIMS Analyzer del Stockholm Environment Institute, que 
genera estimaciones mensuales del uso por derecho y por cuenca a partir de registros 
oficiales. 

En el ámbito de las aguas subterráneas, además de la información gestionada por el DWR, la 
SWRCB opera el Groundwater Extraction Annual Reporting System (GEARS), destinado al 
reporte obligatorio de extracciones en áreas no gestionadas o en cuencas declaradas en 
situación de supervisión especial bajo la SGMA. A través de este sistema en línea, los 
usuarios informan el volumen anual extraído, la localización de los pozos, la capacidad de 
bombeo y los usos asociados, lo que permite a la autoridad mejorar la contabilidad de las 
extracciones y fortalecer la supervisión regulatoria. 

En conjunto, los sistemas de derechos (eWRIMS/CalWATRS), de reporte de extracciones 
(informes de desviación y uso, GEARS) y de monitoreo hidrológico (California Water 
Watch, CDEC, Water Data Library, SGMA Data Viewer) conforman un conjunto integrado 
de información que cubre tanto las asignaciones legales como los usos efectivos del recurso 
(Cantor et al., 2021). Aunque persisten desafíos en materia de calidad de los datos, 
completitud e interoperabilidad, este modelo híbrido, que combina plataformas regulatorias 
con visores públicos de alto nivel (Hanak, 2011), constituye una referencia relevante para el 
diseño de sistemas integrados de información sobre derechos y extracciones en otros 
contextos nacionales. 

 



3.4 Mexico 

La transparencia en la gestión de la información hídrica, impulsada por plataformas como el 
Sistema Nacional de Información del Agua (SNIA), es un elemento clave para la gestión del 
agua en México. No obstante, diversos estudios coinciden en que la disponibilidad de 
información técnica detallada no ha sido suficiente para generar una conciencia social amplia 
ni para modificar de manera sustantiva las dinámicas estructurales de la crisis hídrica en el 
país (Jiménez et al., 2010; Domínguez, 2019). A pesar de contar con diagnósticos, 
estadísticas oficiales y plataformas de información, la mayor visibilidad del problema no se 
ha traducido de forma sistemática en cambios relevantes en los patrones de uso del agua, en 
las prioridades de asignación ni en un fortalecimiento efectivo del control social sobre las 
decisiones públicas (Domínguez, 2006; Pacheco-Treviño & Manzano-Camarillo, 2024). 

Esta brecha entre la información disponible y la transformación de las prácticas de gestión 
se explica, en parte, por un modelo de gobernanza hídrica que históricamente ha privilegiado 
enfoques centralizados y tecnocráticos, con escasos espacios para la deliberación pública y 
la participación efectiva de los usuarios y comunidades locales. La literatura sobre 
gobernanza del agua en México muestra que este enfoque ha tendido a priorizar intereses 
económicos y productivos —como la expansión de infraestructura, la irrigación agrícola y el 
uso industrial— por sobre las necesidades domésticas, sociales y ambientales, contribuyendo 
tanto a la sobreexplotación de acuíferos como a la contaminación de cuerpos de agua 
superficiales y subterráneos (Palerm-Viqueira, 2010; Wilder, 2010; Soares, 2021; Valer, 
2022). Como resultado, se han reproducido desigualdades territoriales en el acceso al recurso 
y se han profundizado los conflictos asociados a su uso y gestión. 

En particular, la falta de claridad respecto de los criterios de decisión, los procesos de 
auditoría y la información detallada sobre concesiones y usos efectivos del agua ha sido 
identificada como una barrera importante para la fiscalización ciudadana. Si bien el Registro 
Público de Derechos de Agua (REPDA) y el SNIA permiten acceder a información agregada 
sobre títulos concesionales y volúmenes autorizados, no existen mecanismos claros y 
sistemáticos que vinculen estos datos con las extracciones reales, con el cumplimiento de las 
condiciones de uso ni con las evaluaciones de impacto ambiental y social. Esta desconexión 
limita la capacidad de la ciudadanía y de los actores locales para comprender cómo se asigna 
el recurso y cuáles son los efectos territoriales de dichas decisiones, lo que debilita el control 
social sobre la gestión del agua (Pacheco-Vega, 2014). 

Estas debilidades se intensifican en un contexto de descentralización de los servicios de agua 
potable y saneamiento en muchas ciudades mexicanas. En este escenario, la fragmentación 
institucional, junto con la falta de sistemas de información accesibles y de mecanismos 
sólidos de rendición de cuentas, puede dar lugar a decisiones discrecionales y, en algunos 
casos, aumentar los riesgos de corrupción en la gestión de los servicios públicos de agua 
(Wilder, 2010; Navarro-Guerrero et al., 2025). La ausencia de información clara, comparable 



y trazable sobre concesiones, extracciones, auditorías y el desempeño de los operadores 
dificulta tanto la supervisión ciudadana como la capacidad de las autoridades para identificar 
problemas, corregir desviaciones y asegurar un uso sostenible del recurso. 

Desde esta perspectiva, diversos autores coinciden en que el principal desafío para México 
no consiste únicamente en ampliar o modernizar las plataformas de información existentes, 
sino en fortalecer los mecanismos institucionales que garanticen su uso efectivo para la 
transparencia, la participación y el control social. Los marcos comparados de reforma en 
gobernanza del agua muestran que avanzar hacia esquemas con mayor trazabilidad entre 
concesiones, extracciones reales, procesos de fiscalización y resultados de auditoría, incluida 
la publicación sistemática de información operativa y de control, es una condición clave para 
mejorar la asignación del agua, reducir la conflictividad y promover un desarrollo económico 
más equitativo (Tinoco et al., 2022; Navarro-Guerrero et al., 2025). En este marco, el 
fortalecimiento del SNIA como una plataforma no solo técnica, sino también orientada a la 
rendición de cuentas y al debate público, aparece como una condición central para avanzar 
hacia una gobernanza hídrica más transparente, legítima y socialmente sostenible en México. 

3.5 Perú 

La gestión de los recursos hídricos en Perú es ejercida por la Autoridad Nacional del Agua 
(ANA), organismo adscrito al Ministerio de Agricultura y Riego, que actúa como la máxima 
autoridad técnico-normativa del Sistema Nacional de Gestión de los Recursos Hídricos. Esta 
institucionalidad fue establecida por la Ley de Recursos Hídricos N° 29338, promulgada en 
2009, que marcó un punto de inflexión en la gobernanza del agua en el país al introducir un 
enfoque de gestión integrada de los recursos hídricos (GIRH), sustentado en principios de 
equidad social, eficiencia económica y sostenibilidad ecológica (Pino-Vargas, 2019). La ley 
reconoce explícitamente el carácter del agua como patrimonio de la Nación y, al mismo 
tiempo, protege los derechos de uso consuetudinarios de comunidades campesinas y nativas, 
integrando dimensiones sociales, culturales y ambientales en el marco jurídico del recurso 
(Drenkhan, 2016). 

Esta reestructuración institucional redefinió significativamente la arquitectura de la 
gobernanza hídrica en Perú, estableciendo un sistema que articula principios, normas, 
instrumentos y procedimientos orientados a una gestión multisectorial, descentralizada y 
participativa del agua, con énfasis en la escala de cuenca (Andersen, 2019; Vega, 2020). En 
este contexto, los sistemas de información hídrica adquieren un rol estratégico como soporte 
técnico para la planificación, la asignación de derechos de uso, el monitoreo del estado del 
recurso y la toma de decisiones públicas. 

En términos de plataformas de información, la ANA ha desarrollado un conjunto 
relativamente robusto de herramientas digitales orientadas a la visualización y difusión de 
información hídrica. Destaca el Observatorio del Agua, accesible mediante un visor satelital, 
que permite integrar información sobre la cantidad y calidad del agua, los usos del recurso, 



la ocurrencia de eventos extremos, el inventario de fuentes hídricas, la infraestructura 
hidráulica y la cartera de proyectos. Este sistema permite visualizar, a escala nacional, ríos y 
acuíferos monitoreados, así como la localización de Juntas de Usuarios de Agua y de los 
Derechos de Uso de Agua otorgados, lo que configura un esfuerzo relevante de articulación 
entre la información administrativa, socioeconómica y ambiental. Esta integración facilita el 
acceso público a datos diversos y contribuye a una mayor transparencia en la gestión del 
recurso hídrico. 

Complementariamente, la ANA opera una red de aproximadamente 264 estaciones 
hidrométricas, que proveen información tanto reciente como histórica sobre caudales y 
niveles, disponible a través de gráficos interactivos y archivos descargables. No obstante, si 
bien esta red constituye un activo relevante, su densidad resulta limitada ante la 
heterogeneidad climática, topográfica e hidrológica del territorio peruano, particularmente 
en zonas altoandinas y amazónicas, donde los gradientes espaciales de precipitación y 
escorrentía son elevados (Llauca et al., 2021). 

Adicionalmente, la ANA ha desarrollado el Análisis de Datos y Recursos Estadísticos del 
Agua (ANDREA), una plataforma orientada al apoyo a usuarios especializados en 
información hidrológica, a la cual se accede mediante credenciales. ANDREA incorpora un 
inventario nacional de cuencas, disponible también en un visor geoespacial, y entrega 
información relevante, como la superficie de cuenca, la oferta hídrica anual expresada en hm³ 
y la población residente. Sin embargo, una limitación estructural de este sistema es la 
ausencia de datos meteorológicos integrados, que deben obtenerse a través del Servicio 
Nacional de Meteorología e Hidrología del Perú (SENAMHI). Esta separación funcional 
entre la información hidrológica y la meteorológica introduce una fragmentación relevante 
que dificulta el análisis integrado y oportuno del balance hídrico, de la modelación 
hidrológica y de la evaluación de riesgos asociados a eventos extremos (Llauca et al., 2021). 

Desde una perspectiva intersectorial, la plataforma Geoservidor del Ministerio del Ambiente 
(MINAM) constituye un complemento relevante del sistema de información hídrica, al 
ofrecer un amplio repositorio de datos espaciales sobre ecosistemas, degradación ambiental, 
cobertura vegetal y detección de superficies de ocurrencia de agua. Esta información resulta 
fundamental para evaluar la vulnerabilidad hídrica, los servicios ecosistémicos asociados al 
agua y la planificación territorial con enfoque ecosistémico (Garay, 2023). No obstante, la 
articulación efectiva entre los sistemas de información de la ANA y del MINAM sigue siendo 
parcial, con limitaciones en la interoperabilidad, la estandarización de los datos y los flujos 
institucionales de información. 

A pesar de estos avances, la efectividad de los sistemas de información hídrica en Perú sigue 
enfrentando desafíos persistentes. Uno de los principales se relaciona con la limitada 
participación ciudadana y la escasa incorporación de la información generada a nivel local 
en los procesos de toma de decisiones, lo que restringe la capacidad adaptativa de la gestión 



hídrica ante contextos de alta variabilidad climática (Luna-Pérez et al., 2022). Si bien existen 
experiencias de aplicación de herramientas avanzadas, como el modelado hidrológico y los 
sistemas de información geográfica en cuencas estratégicas como Chira-Piura, su adopción 
es desigual y no se ha generalizado a escala nacional (Otoya, 2022).  

Desde el punto de vista técnico, la baja densidad de estaciones de monitoreo y la corta 
extensión temporal de los registros disponibles limitan significativamente la cuantificación 
confiable del suministro hídrico y la capacidad de prever caudales futuros a escala nacional 
(Llauca et al., 2021). Esta debilidad se ve reforzada por la escasez de datos hidroclimáticos 
y socioeconómicos in situ, lo que reduce la significancia estadística y la capacidad 
interpretativa de los estudios hidrológicos y de gestión de cuencas (Drenkhan, 2016). A ello 
se suma una capacidad institucional limitada para el análisis avanzado de los datos existentes, 
lo que impide transformar registros dispersos en información procesada y en conocimiento 
estratégico útil para la formulación de políticas públicas. 

La fragmentación de datos y la insuficiente coordinación entre los distintos niveles de 
gobierno (nacional, regional y local) restringen la implementación efectiva de una gestión 
descentralizada del agua, a pesar de que el marco legal contempla la administración hídrica 
mediante consejos de cuenca (Luna et al., 2022). La falta de datos in situ consistentes y la 
comprensión incompleta de los procesos hidrológicos complejos dificultan la evaluación 
precisa de las condiciones actuales y futuras de las cuencas, particularmente en contextos de 
alta incertidumbre climática (Delgado et al., 2018). 

Este escenario se ve agravado por la ausencia de una cultura del agua suficientemente 
arraigada, lo que limita la participación activa de las comunidades en los procesos de gestión 
integrada y reduce la legitimidad social de las decisiones adoptadas (Otoya, 2022). 
Asimismo, la inexistencia de un catastro completo y actualizado de usuarios de agua, junto 
con altos niveles de informalidad en el uso del recurso, dificultan la asignación eficiente y 
equitativa del agua y obstaculizan la implementación de políticas de adaptación frente a 
escenarios de escasez hídrica y eventos extremos (Drenkhan, 2016). 

Estas brechas de información resultan particularmente críticas en regiones expuestas a una 
elevada variabilidad climática y a eventos extremos recurrentes, como en la cuenca Chira-
Piura, donde la falta de datos limita el desarrollo de modelos predictivos robustos para la 
gestión del agua (Echegaray et al., 2023). De manera similar, la evaluación de la agresividad 
climática y de la concentración de precipitaciones es clave para comprender el 
comportamiento hidrológico en cuencas como Chancay-Lambayeque, caracterizadas por una 
alta aleatoriedad de sus componentes hidrológicos, lo que limita la precisión de los 
diagnósticos y proyecciones (Carrasco et al., 2022). 

Finalmente, la modelación hidrológica en cuencas andinas enfrenta limitaciones estructurales 
derivadas de la escasez de series temporales confiables de precipitación y de caudales, lo que 
afecta directamente la calibración y la validación de los modelos. Esta debilidad 



metodológica introduce elevados niveles de incertidumbre en las proyecciones de la 
disponibilidad hídrica futura, lo que compromete la planificación a largo plazo y la 
formulación de estrategias de adaptación sólidas frente al cambio climático (Drenkhan, 
2016). 

3.6 Lecciones 

Del análisis comparativo se desprende, ante todo, que los sistemas de información 
hidrológica funcionan bien cuando se entienden y se gestionan como parte del “núcleo” de 
la institucionalidad del agua, y no como un componente técnico accesorio. En Australia, 
España y California, la información está directamente conectada con decisiones de 
planificación, operación de infraestructuras, gestión de sequías, asignación y restricción de 
usos, y seguimiento ambiental. En cambio, cuando la información se mantiene separada de 
los procesos regulatorios y de gestión, o cuando se produce sin un uso claro, su impacto se 
vuelve limitado: puede haber plataformas y diagnósticos disponibles, pero sin una traducción 
sistemática en mejores prácticas, control efectivo o cambios en la asignación del recurso. 

Una segunda lección es que estos sistemas son mucho más útiles cuando integran de forma 
coherente información que normalmente se encuentra dispersa. Esto incluye datos sobre la 
cantidad y calidad del agua, variables climáticas, niveles y caudales, aguas subterráneas, así 
como información administrativa sobre derechos o concesiones, puntos de captación y, 
especialmente, sobre las extracciones efectivas. Las experiencias más avanzadas no se 
limitan a describir el estado físico del recurso, sino que permiten identificar quién puede usar 
el agua, en qué volumen y cuánto se está utilizando realmente. Esto permite contrastar la 
disponibilidad con las asignaciones y las presiones reales sobre la cuenca. Cuando esta 
integración no existe o es débil, la información resulta insuficiente para fiscalizar, evaluar el 
uso efectivo del recurso y comprender las causas concretas de la escasez o del deterioro 
ambiental, ya que se pierde la trazabilidad entre los permisos, los usos reales y los impactos 
territoriales. 

También se observa que la escala de cuenca resulta especialmente adecuada para organizar 
la información, pero requiere una coordinación real entre niveles. España muestra que es 
posible combinar una gestión operativa descentralizada en cada demarcación con repositorios 
nacionales que consolidan y estandarizan los datos, lo que facilita las comparaciones, la 
planificación y la trazabilidad. La experiencia australiana, desarrollada en el marco de un 
arreglo federal, muestra que la coordinación y la estandarización son elementos 
fundamentales para asegurar la interoperabilidad entre sistemas de información 
heterogéneos, lo que permite su integración en análisis de alcance nacional y en procesos de 
toma de decisiones que involucran a toda una macrocuenca. Cuando esa coordinación falla, 
como se aprecia en parte en Perú y México, tienden a aparecer datos fragmentados, brechas 
territoriales en la capacidad y dificultades para elaborar diagnósticos integrados y oportunos. 



Otra lección práctica es que la utilidad de un sistema de información hídrica depende de 
cuántas estaciones existen, de la continuidad de sus registros y de la frecuencia con que se 
actualizan los datos. Cuando hay monitoreo de casos en tiempo real y de series históricas 
largas, la información permite anticipar riesgos, operar embalses y ajustar decisiones en 
periodos de escasez. En cambio, cuando el monitoreo es escaso, los registros son cortos o 
discontinuos, o los datos meteorológicos e hidrológicos están separados institucionalmente, 
resulta más difícil estimar la disponibilidad de agua, proyectar escenarios y calibrar modelos, 
lo que aumenta la incertidumbre y debilita la planificación de largo plazo. 

A esto se suma una lección de diseño según la cual no basta con que la información exista, 
sino que también debe ser fácil de usar. California destaca por ofrecer tableros y mapas 
simples para apoyar la toma de decisiones y comunicar al público, así como acceso a datos 
más detallados para usuarios técnicos. Esta combinación facilita el uso amplio de la 
información sin perder la profundidad analítica. En cambio, cuando las plataformas son poco 
claras o no están orientadas a necesidades concretas de gestión, la información tiende a usarse 
poco o solo por un grupo reducido de especialistas. 

Finalmente, el caso de México muestra que la transparencia no siempre se traduce en una 
rendición de cuentas efectiva. Puede haber información pública y diagnósticos disponibles, 
pero si no existen mecanismos claros para vincular concesiones con extracciones reales, 
auditorías, fiscalización, cumplimiento y consecuencias, la publicación de datos no 
necesariamente cambia conductas ni reduce problemas estructurales.  

En ese sentido, la lección más general de este análisis comparativo es que los sistemas de 
información más útiles son aquellos que logran conectar los datos con las decisiones y las 
decisiones con las responsabilidades, permitiendo seguir el rastro desde la disponibilidad y 
el monitoreo, pasando por la asignación y el uso efectivo, hasta los impactos ambientales y 
sociales, y generando así condiciones más favorables para una gestión adaptativa, 
transparente y con mayor legitimidad. 
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4 Catastro Público de Aguas (CPA) 

4.1 Descripción del CPA 

El Catastro Público de Aguas (CPA) constituye el sistema oficial de información hídrica de 
Chile y se concibe como un registro administrativo y una plataforma integral de datos 
destinados a sustentar la gestión pública del agua. Fue creado por el artículo 122 del Código 
de Aguas y reglamentado mediante el Decreto Supremo MOP N.º 1.220 de 1998, que aprueba 
su Reglamento, consolidándolo como un instrumento central de la gobernanza, la regulación 
y la gestión de las aguas en el país. 

La finalidad del CPA es centralizar, organizar y sistematizar en un único sistema la 
información completa, comprobable y públicamente accesible sobre los recursos hídricos. 
Esta información abarca tanto los DAA y los derechos reales que recaen sobre ellos como las 
obras hidráulicas destinadas a la captación, conducción, distribución y almacenamiento, así 
como las organizaciones de usuarios responsables de su gestión. De este modo, el CPA sirve 
como base de información para la planificación, administración, fiscalización y protección 
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del recurso hídrico, tanto para la DGA como para otros organismos públicos vinculados a su 
gestión. 

Desde el punto de vista institucional, el CPA es un registro administrativo bajo la 
responsabilidad de la DGA, un servicio dependiente del Ministerio de Obras Públicas (MOP). 
En él deben incorporarse antecedentes de naturaleza hídrica, jurídica y administrativa que 
reflejen la situación y la evolución de los recursos hídricos y de los derechos asociados. Su 
alcance se vincula directamente con múltiples procedimientos del derecho de aguas, tales 
como la constitución, modificación y transferencia de derechos de aprovechamiento, la 
inscripción de obras hidráulicas, incluidas las señaladas en el artículo 294 del Código de 
Aguas, y el reconocimiento, control y seguimiento de las organizaciones de usuarios. 

Más que una única base de datos, el CPA es un sistema compuesto, integrado por registros 
públicos, inventarios técnicos y archivos documentales, cada uno con funciones específicas 
pero complementarias (Tabla 1). Esta arquitectura busca articular, bajo un mismo marco 
institucional, la dimensión jurídica‑administrativa de la gestión del agua con sus dimensiones 
técnico‑hidrológicas y físicas, permitiendo una visión integrada del recurso a escala de 
cuenca y a nivel nacional. 

Tabla 1.  Estructura del CPA: registros, inventarios y archivos 

Componente Tipo de información principal Ejemplos de instrumentos 

Registros 
Actos y situaciones jurídico-
administrativas sobre derechos y 
usuarios 

Registro de Derechos de Aprovechamiento, Registro de 
Organizaciones de Usuarios, Registro de Solicitudes 

Inventarios 
Información técnico-hidrológica y 
física del recurso y de las obras 

Inventario de Extracciones Autorizadas, Información 
Hidrológica, Calidad de Aguas, Glaciares 

Archivos 
Documentos normativos y técnicos de 
contexto 

Archivo de Jurisprudencia y Normas, Archivo de 
Estudios e Informes Técnicos 

Fuente: Elaboración propia en base al Reglamento del CPA 

La diferencia fundamental entre registros e inventarios radica en el tipo de información que 
gestionan y en la función que cumplen dentro del CPA. Los registros se orientan a actos 
jurídicos e institucionales, tales como la constitución y modificación de derechos de 
aprovechamiento, los derechos reales asociados, las organizaciones de usuarios, las 
solicitudes administrativas, los roles provisionales y los vertidos. Su lógica es eminentemente 
registral, dado que individualiza sujetos, derechos, actos y resoluciones, produciendo efectos 
directos en la gestión jurídica y administrativa del recurso. 

Los inventarios, en cambio, reúnen información técnica y cuantitativa sobre el recurso 
hídrico y su uso efectivo. Incluyen antecedentes sobre extracciones autorizadas y efectivas, 
obras hidráulicas, información hidrológica y meteorológica, obras estatales de desarrollo del 



recurso, calidad de las aguas, cuencas, lagos y glaciares. Su función es descriptiva y analítica, 
orientada a caracterizar el estado, el comportamiento y la presión sobre el recurso y la 
infraestructura, y a apoyar los procesos de planificación, fiscalización y evaluación de 
impactos. 

En la práctica, los registros indican quién tiene derechos de agua y en qué condiciones, 
mientras que los inventarios muestran qué recurso existe, cómo se utiliza y en qué estado se 
encuentra. Idealmente, ambos tipos de información deberían estar vinculados, de modo que 
los derechos y las organizaciones se relacionen con datos sobre caudales, extracciones, obras 
y calidad del agua, lo que permitiría al CPA integrar de forma coherente la dimensión jurídica 
y la técnica de la gestión hídrica. 

Desde la perspectiva normativa, la regulación del CPA se encuentra distribuida en diversos 
artículos del Código de Aguas, que establecen su obligatoriedad y lo vinculan a 
procedimientos e instituciones clave del derecho de aguas. Entre ellos, destacan las normas 
relativas a la constitución, modificación y transferencia de derechos de aprovechamiento, a 
la inscripción de obras hidráulicas y al registro de organizaciones de usuarios, que remiten al 
CPA como soporte registral y de información. En el plano reglamentario, el propio Código 
ordena dictar un reglamento específico, actualmente contenido en el Decreto Supremo MOP 
N.º 1.220, que define la estructura del CPA, los procedimientos para su actualización y los 
mecanismos de acceso público a la información, en coherencia con el principio de 
transparencia que rige la gestión pública. 

En el ámbito administrativo, los registros, archivos e inventarios que conforman el CPA están 
bajo la tutela del Departamento de Administración de Recursos Hídricos (DARH), cuya 
función principal es organizar y desarrollar el sistema, así como gestionar la documentación 
técnica y legal asociada a los recursos hídricos. Esta labor se realiza en coordinación con 
otras divisiones técnicas de la DGA, como Hidrología, Estudios y Planificación y 
Conservación y Protección de Recursos Hídricos, y con el Departamento de Organizaciones 
de Usuarios, así como con las Direcciones Regionales, que participan en la incorporación y 
actualización de la información. 

De este modo, el CPA es una herramienta clave para la gestión pública del agua, al reunir 
información hidrológica, técnica, jurídica y administrativa que apoya la toma de decisiones. 
Los niveles de integridad, consistencia y actualización de la información contenida en el CPA 
están directamente vinculados a su utilidad como instrumento de gestión, lo que plantea 
exigencias institucionales tanto para el sistema de almacenamiento y administración de datos 
como para la propia DGA en su rol de entidad responsable. Por ello, el CPA no debe limitarse 
a registrar información jurídica, sino que también debe incorporar datos técnicos sobre el 
estado y el uso efectivo del recurso, ya que ambos tipos de información son necesarios para 
que el catastro apoye adecuadamente la gestión hídrica a nivel nacional. 



De acuerdo con el Reglamento, el CPA se sustenta en una base de datos computacional, 
complementada con libros especiales y archivos de documentos escritos y de estudios 
técnicos. Esta combinación busca asegurar la integración de la información jurídica, 
administrativa, hidrológica y geoespacial, así como su conservación y trazabilidad en el 
sistema institucional de la DGA. En el plano administrativo, la organización y el desarrollo 
del CPA, así como la custodia de la documentación técnica y legal asociada, se realizan 
principalmente en la DARH, sin perjuicio de la participación de otras unidades técnicas. 

El marco normativo del CPA incorpora, además, el principio de publicidad y transparencia, 
estableciendo que la información contenida en sus registros sea, por regla general, pública. 
La DGA se encuentra obligada a otorgar copias y certificados de las inscripciones a cualquier 
persona que lo solicite, previo pago de los costos efectivos. Este principio busca fortalecer la 
transparencia de las decisiones administrativas, facilitar el acceso a la información por parte 
de usuarios, tribunales y otros organismos, y apoyar la resolución de conflictos y el diseño 
de políticas públicas en materia de aguas. 

En términos estratégicos, el CPA está diseñado para constituirse en la base informacional 
indispensable de la gestión hídrica, articulando datos sobre el estado del recurso, los derechos 
existentes, la infraestructura asociada y los usos efectivos. Su utilidad real como herramienta 
de gestión depende, sin embargo, de los niveles de integridad, coherencia, consistencia y 
actualización de la información que contiene. Esta dependencia plantea desafíos permanentes 
de carácter institucional, organizacional y tecnológico, tanto en los mecanismos de 
recopilación y validación de datos como en la capacidad de la DGA para administrar un 
sistema que no debe limitarse al registro formal de antecedentes jurídicos, sino que debe 
incorporar de manera sistemática información técnica y factual sobre el uso y estado del 
recurso hídrico. 

4.2 Funciones CPA 

La creación del CPA tuvo como propósito fortalecer la función pública de la DGA en la 
administración, la planificación y la fiscalización de los recursos hídricos del país, mediante 
una base de información consistente y verificable que complemente al sistema registral 
conservatorio. En este sentido, el CPA no solo registra derechos, sino que reúne información 
jurídica, técnica y administrativa que permite comprender cómo evolucionan los derechos de 
agua, las obras asociadas y las organizaciones de usuarios que los administran. 

4.2.1 Función de inventario e integración de información 

El CPA debe conformar un inventario nacional, completo y ordenado del recurso hídrico y 
de sus usos, articulando información sobre la cantidad, la calidad, la distribución territorial y 
las condiciones de aprovechamiento. Para ello integra datos hidrológicos y meteorológicos, 
extracciones autorizadas y efectivas, obras hidráulicas estatales y privadas, calidad de aguas, 
cuencas, lagos y glaciares, de modo que el sistema responda a la pregunta sobre qué recurso 



existe, cómo se utiliza y en qué estado se encuentra. Esta función se apoya en una base de 
datos computacional complementada con libros y archivos físicos, que garantizan la 
conservación y la trazabilidad de la información a lo largo del tiempo. 

4.2.2 Función registral jurídico‑administrativa 

El CPA desempeña una función registral que va más allá de la inscripción de derechos, al 
consolidar en un registro administrativo de carácter técnico y jurídico la información sobre 
los derechos de aprovechamiento y su evolución en el tiempo. En este ámbito, el sistema 
debe registrar los derechos constituidos o reconocidos, los derechos reales que recaen sobre 
ellos, las organizaciones de usuarios, las solicitudes administrativas, los roles provisionales 
y los vertidos, individualizando sujetos, actos y resoluciones con efectos directos en la 
gestión jurídica del recurso. Esta función resulta complementaria a la de los Conservadores 
de Bienes Raíces (CBR), que se concentran en la formalidad jurídica de los derechos, 
mientras que el CPA incorpora, además, la dimensión técnica y de gestión pública asociada 
a captaciones, conducciones, distribuciones, almacenamientos y obras hidráulicas. 

4.2.3 Función habilitante para la gestión y fortalecimiento institucional 

El CPA actúa como base informacional habilitante para el ejercicio de las funciones de la 
DGA en materia de asignación, modificación y regularización de derechos, así como para la 
autorización y control de obras y la gestión por cuencas. La normativa condiciona la 
tramitación de numerosos procedimientos administrativos a la inscripción previa en el 
catastro, lo que otorga al sistema un rol de filtro y de soporte de la legalidad en la gestión de 
derechos y obras. La consolidación de información en el CPA busca fortalecer las 
capacidades institucionales de la DGA, permitiendo tomar decisiones de planificación y 
administración basadas en evidencia y haciendo visible el impacto que las brechas de 
integridad y de actualización de datos tienen en la eficacia de sus funciones públicas. 

4.2.4 Función de soporte técnico y científico 

El CPA debe proporcionar información suficiente, coherente y verificable para apoyar 
decisiones sobre la disponibilidad de agua, el balance hídrico, la gestión de acuíferos, la 
operación de obras y la gestión de situaciones de escasez o emergencia. Para ello, articula 
registros de derechos con inventarios de extracciones, redes hidrométricas y de calidad de las 
aguas, y antecedentes de infraestructura, lo que permite vincular jurídicamente cada derecho 
con las presiones efectivas que ejerce sobre el recurso y con las condiciones físicas de la 
cuenca. Para cumplir esta función, el sistema no debe limitarse a la información formal, sino 
que debe incorporar de manera sistemática datos sobre el uso y el estado del recurso, lo cual 
es esencial para una gestión basada en evidencia y en la evaluación de riesgos. 

 

 



4.2.5 Función de transparencia, publicidad y acceso a la información 

El CPA tiene un rol explícito en materia de transparencia, al aumentar la visibilidad de la 
gestión de la DGA y facilitar el acceso público a información técnica y jurídica sobre aguas, 
derechos y obras. En coherencia con la Ley N.º 20.285 sobre Acceso a la Información 
Pública, el Reglamento del CPA establece que, como regla general, la información contenida 
en el sistema es pública. De esta forma, el CPA se configura no solo como una herramienta 
interna de administración y gestión, sino también como un mecanismo de información 
pública que sustenta la rendición de cuentas, facilita la fiscalización por parte de usuarios y 
tribunales y apoya la formulación de políticas públicas. 

4.2.6 Función de articulación de fuentes y coherencia de datos 

Una función central del CPA es garantizar la coherencia y la trazabilidad de la información 
proveniente de diversas fuentes externas e internas, incluyendo CBR, notarios, 
organizaciones de usuarios, tribunales, servicios sectoriales y sistemas de monitoreo. El 
sistema debe homogeneizar, consolidar y sistematizar estos flujos de información en 
registros, inventarios y archivos interoperables, de modo que los derechos y las 
organizaciones se encuentren vinculados de manera consistente con los datos sobre caudales, 
extracciones, obras e indicadores de calidad. El cumplimiento efectivo de esta función 
constituye una condición para que el CPA pueda sostener una gestión integrada del recurso, 
reducir las asimetrías de información y mejorar la trazabilidad de las decisiones y los actos 
administrativos. 

4.2.7 Función documental y de memoria institucional de los archivos 

Los archivos públicos del CPA aportan una dimensión documental que complementa la 
información contenida en los registros y los inventarios. A través del archivo de 
jurisprudencia administrativa y normas, el sistema conserva resoluciones, dictámenes y 
disposiciones que orientan la actuación de la DGA, mientras que los archivos de estudios e 
informes técnicos reúnen diagnósticos, proyectos e informes que respaldan las decisiones de 
asignación, protección, fiscalización y planificación. Esta función permite comprender los 
criterios, marcos normativos y antecedentes técnicos utilizados en la gestión del agua, y 
contribuye a que el CPA sirva como apoyo para decisiones jurídicas, técnicas y de política 
pública. En conjunto, la estructura del CPA integra información jurídica, técnica y 
administrativa en una base de datos común, lo que permite que el catastro funcione como un 
inventario nacional del recurso hídrico y de los derechos de aprovechamiento, y como soporte 
para la transparencia, la fiscalización y la planificación del agua a escala de cuenca y de país, 
siempre que la información se mantenga actualizada y consistente. 

 

 



4.2.8 Síntesis 

El CPA fue creado como el principal sistema de información para la gestión del agua en 
Chile, con el objetivo de apoyar las funciones de la DGA mediante la integración de 
información jurídica, técnica y administrativa. Su diseño va más allá del simple registro de 
derechos, ya que busca funcionar como un inventario nacional del recurso y de sus usos, una 
base para la toma de decisiones administrativas, un apoyo técnico para la planificación y la 
gestión de riesgos, y un instrumento de transparencia y acceso a la información. Para cumplir 
adecuadamente estas funciones, el CPA debe articular de forma coherente registros, 
inventarios y archivos, asegurando la relación entre los derechos, el estado del recurso y su 
uso efectivo. Por ello, la utilidad real del CPA depende de que su información sea completa, 
consistente y esté actualizada, condición esencial para una gestión hídrica basada en 
evidencia a nivel de cuenca y de país. 

4.3 Estructura y registros constitutivos del CPA 

La estructura del CPA se organiza en registros, inventarios y archivos que, en conjunto, 
buscan capturar de manera sistemática todos los antecedentes jurídicos, técnicos y 
administrativos relevantes para la gestión de los recursos hídricos. De acuerdo con su 
reglamentación, el CPA incorpora todos los antecedentes, datos e individualizaciones de 
actos administrativos o jurídicos relacionados con los recursos hídricos, las obras destinadas 
a su desarrollo, los DAA, los derechos reales constituidos sobre estos y las obras necesarias 
para su ejercicio. El tipo de instrumento mediante el cual se organiza esta información 
(registro, inventario o archivo) está definido por el Reglamento del CPA, que distribuye 
materias y responsabilidades entre los distintos componentes del sistema.  

4.3.1 Registros establecidos en el Código de Aguas 

A nivel legal, el Código de Aguas contempla expresamente una serie de registros que forman 
parte del CPA y los vincula a actos o instituciones específicas del régimen de aguas. Estos 
registros determinan, en términos generales, qué materias deben estar presentes en el catastro. 
Los registros establecidos en el Código de Aguas se presentan en la Tabla 2. 

 

 

 

 

 

 

 



Tabla 2. Registros establecidos en el Código de Aguas 

Registro legal Contenido principal 

Registro Público de Derechos de Aprovechamiento 
Derechos constituidos o reconocidos conforme a 

la ley. 

Registro Público de Derechos de Aprovechamiento No 
Inscritos en los Registros de Agua de los 
Conservadores de Bienes Raíces, susceptibles de 
regularización conforme al artículo 2º transitorio 
(artículo 122, incorporado por la Ley N.º 20.017 de 
2005) 

Derechos susceptibles de regularización que no 
constan en los Registros de Agua de los CBR. 

Registro de Organizaciones de Usuarios (artículos 196 
y 263 del Código de Aguas). 

Juntas de vigilancia, asociaciones de canalistas, 
comunidades de aguas. 

Registro de Derechos Reales sobre Derechos de 
Aprovechamiento (artículo 122) 

Hipotecas, usufructos y otros gravámenes sobre 
los derechos de agua. 

Registro de Obras (artículos 157 y 171) y de Obras 
Hidráulicas Mayores (artículo 294) 

Obras vinculadas al uso y desarrollo del recurso 
(arts. 157, 171 y 294). 

Registro de Obras de Desarrollo del Recurso (artículo 
122) 

Obras de captación, conducción, distribución y 
almacenamiento. 

Elaboración propia en base al Reglamento CPA 

Estos registros definen los principales tipos de información que debe contener el CPA. En el 
Registro Público de DAA deben inscribirse todos los derechos constituidos o reconocidos, 
cualquiera sea su origen, así como sus transferencias, los derechos reales que se constituyan 
sobre ellos y las demás modificaciones que afecten su contenido o ejercicio. El Reglamento 
dispone, además, que se consideren automáticamente inscritos los derechos determinados por 
sentencia judicial que declare la existencia de una comunidad de aguas, siempre que la 
organización haya sido promovida por la DGA, lo cual refuerza el vínculo entre la 
organización formal y el catastro. 

El Registro Público de Organizaciones de Usuarios debe estructurarse en seis libros foliados 
y numerados, con un formato predeterminado que resguarda la integridad, la continuidad y 
la trazabilidad de la información (por ejemplo, libro de constitución, estatutos, 
modificaciones, directivas, padrones de usuarios). Esta configuración material (libros físicos) 
se articula con la base de datos computacional del CPA, que concentra la información para 
su consulta y explotación a nivel nacional. 



Los contenidos principales de los registros establecidos en el CPA, las fuentes teóricas que 
los alimentan y las unidades responsables de su administración se presentan en la Tabla 3.  

Tabla 3. Contenido, fuentes y responsables de los registros establecidos 

Registro Contenido principal Fuentes teóricas de datos Responsable principal 

Registro Público de 
Derechos de 
Aprovechamiento 

Derechos de 
aprovechamiento 
constituidos o 
reconocidos, sus 
modificaciones, 
extinciones y 
transmisiones. 

Resoluciones de la DGA que 
constituyen, modifican o 
extinguen derechos. 
Sentencias judiciales 
(constitución, regularización, 
perfeccionamiento, 
comunidad de aguas). 
Escrituras e inscripciones en 
los Registros de Agua de los 
CBR (transferencias, 
gravámenes, divisiones, 
fusiones). 

Departamento de 
Administración de 
Recursos Hídricos 
(DARH), como unidad 
encargada del CPA y de 
la base “DAA registrados 
en la DGA”, con apoyo 
operativo de las 
Direcciones Regionales y 
del Departamento de 
Información de Recursos 
Hídricos. 

Registro de 
Derechos de 
Aprovechamiento 
No Inscritos (art. 2º 
transitorio) 

Derechos no 
inscritos en los 
Registros de Agua 
de los CBR, 
susceptibles de 
regularización. 

Solicitudes de regularización 
de derechos no inscritos, 
presentadas por los titulares 
ante los tribunales y/o la 
DGA. Sentencias dictadas en 
procedimientos de 
regularización conforme a las 
disposiciones transitorias del 
Código de Aguas. 

DARH para la 
incorporación al CPA, en 
coordinación con 
Divisiones Legales y 
Direcciones Regionales 
para la tramitación y 
seguimiento de los casos. 

Registro de 
Organizaciones de 
Usuarios 

Juntas de vigilancia, 
asociaciones de 
canalistas, 
comunidades de 
aguas y demás 
organizaciones de 
usuarios de aguas. 

Escrituras de constitución, 
estatutos y sus 
modificaciones. Resoluciones 
de la DGA que aprueban o 
toman razón de estatutos y 
reformas. Información anual 
remitida por las 
organizaciones (listados de 
usuarios, mutaciones de 
dominio, nuevos derechos). 

Departamento de 
Organizaciones de 
Usuarios, con soporte del 
DARH y de las 
Direcciones Regionales; 
el registro se mantiene 
además en seis libros 
foliados bajo 
responsabilidad de la 
unidad registral central. 

Registro de 
Derechos Reales 
sobre Derechos de 
Aprovechamiento 

Hipotecas, 
usufructos, 
servidumbres, 
promesas y otros 

Escrituras públicas e 
inscripciones conservatorias 
de derechos reales sobre 
DAA. Información remitida 

DARH (sección registral 
de DAA) y, en el ámbito 
jurídico, la División 
Legal de la DGA. 



Elaboración propia en base al Reglamento CPA y entrevistas 

La Tabla 3 muestra que estos registros establecidos constituyen el núcleo 
jurídico-administrativo del CPA, al organizar de manera diferenciada la información sobre 
derechos de aprovechamiento, sus gravámenes, las organizaciones de usuarios y las obras 
que permiten ejercerlos. Su correcta alimentación y mantenimiento por parte de las unidades 
responsables es condición necesaria para asegurar la trazabilidad de los derechos, la 
coordinación con los registros conservatorios y la eficacia de la gestión hídrica que realiza la 
DGA. 

4.3.2 Registros regulados en el Reglamento del CPA 

Por otro lado, a partir de la habilitación prevista en el artículo 122 del Código de Aguas, el 
Decreto Supremo MOP N.º 1.220 detalla, en su artículo 5º, los registros específicos que 
conforman el CPA y su estructura operativa. Estos registros regulados (Tabla 4) traducen los 
mandatos legales en instrumentos concretos de gestión, definiendo la estructura, los campos 
mínimos, los soportes (libros y bases de datos) y los procedimientos.  

  

Registro Contenido principal Fuentes teóricas de datos Responsable principal 

gravámenes 
constituidos sobre 
DAA. 

por CBR y notarios dentro de 
los plazos legales. 

Registro de Obras, 
de Obras 
Hidráulicas 
Mayores y de Obras 
de Desarrollo del 
Recurso 

Obras de captación, 
conducción, 
distribución, 
almacenamiento y 
demás obras 
hidráulicas, incluidas 
las mayores. 

Resoluciones de la DGA que 
autorizan la construcción, 
modificación u operación de 
obras hidráulicas. Estudios, 
memorias de cálculo, planos 
y antecedentes técnicos 
presentados por titulares o 
servicios públicos. 

DARH y Departamento 
de Conservación y 
Protección de Recursos 
Hídricos para obras 
vinculadas a derechos y 
protección, y las 
Divisiones de Hidrología 
y de Estudios y 
Planificación para obras 
con incidencia en el 
régimen hidrológico o en 
la planificación. 



 

Tabla 4. Registros regulados en el Reglamento del CPA 

Registro reglamentario Finalidad principal 

Registro Público de Organizaciones de 
Usuarios 

Individualizar y caracterizar las organizaciones de usuarios de 
aguas. 

Registro Público de Derechos de 
Aprovechamiento de Aguas 

Constituir el núcleo jurídico-administrativo de los DAA 
inscritos en la DGA. 

Registro Público de Roles Provisionales de 
Usuarios 

Registrar los roles provisorios establecidos por la DGA para 
la distribución temporal de aguas. 

Registro Público de Solicitudes Registrar todas las solicitudes ingresadas ante la DGA. 

Registro Público de Vertidos de Residuos 
Líquidos 

Registrar las descargas autorizadas en fuentes naturales de 
agua. 

Elaboración propia en base al Reglamento CPA 

En el Registro Público de Derechos de Aprovechamiento de Aguas deben inscribirse todos 
los derechos constituidos o reconocidos conforme a la ley, incorporando además las 
transferencias, los derechos reales que se constituyan sobre ellos y toda la información 
relativa a titularidad, ejercicio y modificaciones. Se consideran, además, automáticamente 
inscritos los derechos determinados por sentencia judicial que declare la existencia de una 
comunidad de aguas, siempre que su organización haya sido promovida por la DGA. 

Por su parte, el Reglamento exige que el Registro Público de Organizaciones de Usuarios se 
mantenga en seis libros foliados y numerados, con un formato específico destinado a 
resguardar la integridad y la trazabilidad de la información. 

El artículo 42 del Reglamento del CPA establece que el sistema debe operar sobre una base 
de datos computacional, en la que se registre, al menos, la siguiente información mínima para 
cada inscripción: 

1. Número de inscripción. 
2. Identificación del titular del derecho. 
3. Antecedentes documentales que acreditan el derecho (resolución, sentencia, escritura, 

inscripción conservatoria). 
4. Localización geográfica del derecho. 
5. Coordenadas de los puntos de captación y restitución. 



6. Organización de usuarios a la que pertenece el titular, cuando corresponda. 

Este soporte computacional se complementa con libros y archivos físicos, para asegurar la 
conservación, el control y la trazabilidad de la información dentro del sistema institucional. 

La Tabla 5 presenta una sistematización de los principales registros regulados, detallando 
para cada uno su contenido principal, las fuentes teóricas que lo alimentan y las unidades 
responsables de su administración y mantención. Esta permite identificar los flujos 
institucionales y las fuentes externas de datos que deberían sustentar su funcionamiento, 
evidenciando el carácter complejo y multisectorial del sistema de información hídrica. 

Tabla 5. Contenido, fuentes y responsables de los registros regulados 

Registro Público de 
Organizaciones de 
Usuarios 
(Reglamento, art. 
5º) 

Individualización 
y características 
de las OUAs 
reconocidas por 
el Código. 

Escrituras, estatutos, 
modificaciones, elecciones de 
directorios y reportes anuales. 
Resoluciones de la DGA que 
intervienen en su constitución u 
organización. 

Departamento de 
Organizaciones de Usuarios, 
en coordinación con las 
Direcciones Regionales. 

Registro Público de 
Derechos de 
Aprovechamiento 
de Aguas 
(Reglamento) 

Núcleo jurídico-
administrativo de 
los DAA 
registrados en la 
DGA. 

Resoluciones de la DGA, 
sentencias, escrituras e 
inscripciones en el CBR, 
autodeclaraciones y antecedentes 
de trámites administrativos. 
Información de organizaciones de 
usuarios sobre padrones de 
acciones y mutaciones. 

DARH como gestor central. 
Departamento de 
Información de Recursos 
Hídricos para la 
administración de la base de 
datos computacional. 

Registro Público de 
Roles Provisionales 
de Usuarios 

Roles 
provisorios 
formados por la 
DGA para 
distribución 
temporal de 
caudales. 

Resoluciones de la DGA dictadas 
conforme al artículo 164 del 
Código de Aguas. Información 
aportada por usuarios y 
organizaciones durante los 
procesos de organización y 
distribución. 

DARH y Departamento de 
Organizaciones de Usuarios, 
según el tipo de cuenca u 
organización. 

Registro Público de 
Solicitudes 

Solicitudes 
presentadas ante 
la DGA 
(constitución, 
modificación, 

Todas las solicitudes ingresadas a 
la DGA: información capturada a 
través de sistemas de tramitación 
(SNIA y plataformas digitales). 

DARH y Departamento de 
Información de Recursos 
Hídricos (gestión de 
expedientes). Ejecución 

Registro 
Contenido 
principal 

Fuentes teóricas de datos Responsable principal 



exploración, 
regularización, 
obras, etc.). 

diaria en Direcciones 
Regionales. 

Registro Público de 
Vertidos de 
Residuos Líquidos 
en Fuentes 
Naturales de Aguas 

Descargas 
autorizadas y su 
vinculación con 
los titulares y los 
cuerpos 
receptores. 

Antecedentes remitidos por la 
SISS u otros organismos sobre 
descargas autorizadas. 
Resoluciones y declaraciones de 
titulares vinculadas a los vertidos 
y al cumplimiento de las normas 
de calidad. 

Departamento de 
Conservación y Protección 
de Recursos Hídricos, en 
coordinación con la 
División Legal y la División 
de Hidrología para 
evaluación de calidad e 
impactos. 

Elaboración propia en base al Reglamento CPA y entrevistas 

La tabla pone de relieve la complejidad institucional asociada a la mantención del CPA, en 
la medida en que la responsabilidad por los distintos registros regulados se distribuye entre 
varias unidades de la DGA y se apoya en información generada por tribunales, CBR, 
servicios sectoriales y organizaciones de usuarios. Esta arquitectura implica que la calidad, 
la coherencia y la actualización del catastro dependen críticamente de la existencia de 
mecanismos efectivos de articulación, trazabilidad y retroalimentación de datos. En ausencia 
de estos mecanismos, las brechas en las fuentes de información y en los flujos institucionales 
tienden a traducirse en vacíos, inconsistencias y rezagos en el CPA, con efectos directos sobre 
la capacidad de la autoridad para gestionar, fiscalizar y planificar el uso del recurso hídrico. 

La diferencia fundamental entre los registros definidos en el Código de Aguas y los regulados 
en el Reglamento radica en el rango normativo y el nivel de detalle. El Código fija cuáles 
registros deben existir y qué materias abarcan en términos generales, mientras que el 
Reglamento organiza y desarrolla operativamente esos registros, definiendo su estructura, 
contenido mínimo, soportes y procedimientos, e incorporando, además, registros que la ley 
no enumera expresamente (como roles provisionales, solicitudes y vertidos), pero que son 
necesarios para cumplir la finalidad informacional del CPA. 

En la práctica, los registros reglamentarios materializan y amplían los registros legales, 
asegurando su operatividad tanto en la base de datos computacional como en los libros físicos 
del CPA, y se articulan con los inventarios y archivos para ofrecer un sistema integrado de 
información sobre el recurso hídrico y su régimen jurídico. 

4.3.3 Inventarios públicos del CPA 

En su versión original, el Reglamento del CPA contemplaba siete inventarios, varios de ellos 
compuestos por inventarios adicionales. Mediante la Resolución DGA N.º 1851 de 2009 se 
incorporó el Inventario Público de Glaciares, quedando el sistema conformado actualmente 
por ocho inventarios (Tabla 6).  



Tabla 6. Inventarios públicos del CPA y tipo de información asociada 

Inventario público Tipo de información central 

Extracciones Autorizadas Obras de captación y caudales autorizados. 

Obras Hidráulicas 
Obras mayores y menores, características de diseño y 
operación. 

Información Hidrológica y Meteorológica 
Caudales, precipitaciones, nieve, sedimentos y niveles 
de agua subterránea. 

Obras Estatales de Desarrollo del Recurso y 
Reservas de Aguas 

Obras de riego y regulación ejecutadas por el Estado, y 
reservas de agua. 

Extracciones Efectivas de Aguas Volúmenes y caudales efectivamente extraídos. 

Información de Calidad de Aguas 
Parámetros físico-químicos y biológicos de cuerpos de 
agua. 

Cuencas Hidrográficas y Lagos Caracterización territorial de cuencas y cuerpos de agua. 

Glaciares Localización y características básicas de glaciares. 

Elaboración propia en base al Reglamento CPA  

Estos inventarios reúnen información técnica y cuantitativa sobre el recurso hídrico y su uso, 
proporcionando un soporte descriptivo y analítico para la planificación, la fiscalización y la 
evaluación de impactos. 

La Tabla 7 describe los principales inventarios públicos que integran el CPA, detalla su 
contenido central, las fuentes teóricas que los alimentan y las unidades responsables de su 
gestión. Esta sistematización permite comprender el alcance técnico del CPA en la 
caracterización del recurso hídrico, sus usos y su estado, así como los flujos institucionales 
necesarios para mantener información actualizada y coherente en la gestión pública del agua. 

  



 

Tabla 7. Inventarios públicos del CPA: contenido, fuentes de datos y responsables 

Inventario 
Contenido 
principal 

Fuentes teóricas de datos 
Responsable 
principal 

Inventario 
Público de 
Extracciones 
Autorizadas 

Obras y caudales 
autorizados para la 
extracción de aguas 
superficiales y 
subterráneas. 

Resoluciones de la DGA que 
autorizan obras de captación y 
fijan los caudales máximos 
extraíbles. Datos de los derechos 
asociados a cada obra 
(vinculación derecho–obra). 

DARH (relación de 
derechos y 
autorizaciones). 
Departamento de 
Fiscalización para el 
control del 
cumplimiento. 

Inventario 
Público de 
Obras 
Hidráulicas 

Obras mayores y 
menores, con 
antecedentes de 
diseño y de 
operación.  

Expedientes de autorización de 
obras. Proyectos de ingeniería y 
memorias. - Información 
reportada por titulares y otros 
servicios sobre la construcción, 
modificación y operación de 
obras. 

Departamento de 
Conservación y 
Protección de 
Recursos Hídricos y 
DARH. Apoyo de la 
División de Estudios y 
Planificación. 

Inventario 
Público de 
Información 
Hidrológica y 
Meteorológica 

Series de caudales, 
precipitaciones, 
nieve, sedimentos y 
niveles de las aguas 
subterráneas.  

Red hidrométrica y 
meteorológica administrada por 
la DGA (estaciones de caudal, 
nivel, precipitación, nieve, 
sedimentos, niveles 
piezométricos). Información de 
otras redes integradas al BNA. 

División de 
Hidrología. 
Departamento de 
Información de 
Recursos Hídricos, 
como gestor del 
Banco Nacional de 
Aguas. 

Inventario 
Público de 
Obras Estatales 
de Desarrollo 
del Recurso y 
Reservas de 
Aguas 

Obras de riego, 
regulación y 
abastecimiento 
ejecutadas por el 
Estado y reservas de 
agua declaradas.  

Proyectos, actos administrativos 
y antecedentes de obras estatales 
(MOP, CNR u otros 
organismos). Decretos y 
resoluciones que declaran 
reservas de aguas.  

División de Estudios y 
Planificación y 
DARH. Coordinación 
con otros servicios del 
MOP y con 
organismos 
sectoriales.  

Inventario 
Público de 
Extracciones 

Volúmenes y 
caudales 
efectivamente 
extraídos por cada 
obra de captación 

Registros de monitoreo de 
extracciones (dataloggers, 
reportes de usuarios, 
fiscalizaciones). Informes de 
cumplimiento de las resoluciones 

Departamento de 
Fiscalización y DARH 
(vinculación con 
derechos y obras). 
Soporte del 

https://ppl-ai-file-upload.s3.amazonaws.com/web/direct-files/attachments/141083228/e57a4ef1-6f97-4538-b132-9c22d1fbb821/Catastro-Publico-de-Aguas-CPA-2512.docx
https://ppl-ai-file-upload.s3.amazonaws.com/web/direct-files/attachments/141083228/83df5728-4b87-49ff-9edd-6df3e70e223c/Inventarios_Publicos_DGA.docx
https://ppl-ai-file-upload.s3.amazonaws.com/web/direct-files/attachments/141083228/e57a4ef1-6f97-4538-b132-9c22d1fbb821/Catastro-Publico-de-Aguas-CPA-2512.docx
https://ppl-ai-file-upload.s3.amazonaws.com/web/direct-files/attachments/141083228/e57a4ef1-6f97-4538-b132-9c22d1fbb821/Catastro-Publico-de-Aguas-CPA-2512.docx
https://ppl-ai-file-upload.s3.amazonaws.com/web/direct-files/attachments/141083228/24cafb75-0f5b-4707-a7cd-d85f1aff80a1/analisis-McPhee.docx


Inventario 
Contenido 
principal 

Fuentes teóricas de datos 
Responsable 
principal 

Efectivas de 
Aguas 

asociada a derechos 
vigentes. 

de la DGA sobre la medición y la 
transmisión de datos. 

Departamento de 
Información de 
Recursos Hídricos 
para las series. 

Inventario 
Público de 
Información de 
Calidad de 
Aguas 

Datos 
físicos-químicos y 
biológicos de 
cuerpos de agua, 
vinculados a puntos 
de monitoreo y 
descargas. 

Programas de monitoreo de 
calidad coordinados por la DGA. 
Información de otros servicios 
(SISS, SMA, MINSAL) 
integrada al sistema. 

Departamento de 
Conservación y 
Protección de 
Recursos Hídricos. 
División de 
Hidrología para el 
diseño y análisis de 
redes. 

Inventario 
Público de 
Cuencas 
Hidrográficas y 
Lagos 

Caracterización 
territorial de 
cuencas, 
subcuencas, 
microcuencas y 
cuerpos de agua. 

Delimitación oficial de unidades 
hidrográficas y caracterización 
física e hidrológica. Información 
cartográfica y geoespacial 
integrada en sistemas SIG. 

División de Estudios y 
Planificación. 
Departamento de 
Información de 
Recursos Hídricos 
(componentes de 
SIG).  

Inventario 
Público de 
Glaciares 

Existencia, 
localización y 
características 
básicas de glaciares 
a nivel nacional. 

Estudios de glaciología, 
campañas de terreno y 
fotointerpretación y sensores 
remotos, incorporados mediante 
la Resolución DGA N.º 1851. 
Actualizaciones de proyectos de 
cartografía de glaciares.  

Departamento de 
Conservación y 
Protección de 
Recursos Hídricos. - 
División de Estudios y 
Planificación, con 
apoyo de unidades 
especializadas. 

Elaboración propia en base al Reglamento CPA y entrevistas  

De esta se desprende que los inventarios del CPA constituyen la base técnica sobre la cual 
descansa la capacidad del Estado para comprender el estado y el uso efectivo del recurso 
hídrico. Su correcta operación requiere información de múltiples fuentes y una coordinación 
permanente entre distintas unidades de la DGA y otros organismos públicos. En 
consecuencia, la utilidad de estos inventarios para la planificación, la fiscalización y la 
gestión de riesgos depende críticamente de la calidad, la cobertura y la actualización de los 
datos, así como de su adecuada vinculación con los registros jurídicos de derechos y de obras. 
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4.3.4 Archivos públicos del CPA 

Finalmente, el Reglamento considera la existencia de dos archivos públicos, cada uno 
compuesto por archivos adicionales de carácter documental y normativo (Tabla 8). 

Tabla 8. Archivos públicos del CPA y tipo de información asociada 

Archivo público Contenido principal 

Archivo de Jurisprudencia Administrativa y 
Normas sobre Calidad de Aguas 

Resoluciones de la DGA, dictámenes de Contraloría y 
normas de calidad aplicables. 

Archivos de Estudios e Informes Técnicos 
Estudios, diagnósticos, informes y antecedentes técnicos 
utilizados en la toma de decisiones. 

Elaboración propia en base al Reglamento CPA  

Estos archivos complementan la dimensión registral e inventarial del CPA, aportando 
contexto normativo y técnico, y permitiendo reconstruir la memoria institucional de los 
criterios y fundamentos empleados en la gestión del agua. Estos no almacenan series de datos, 
como registros o inventarios, sino que resguardan la documentación que explica, fundamenta 
y contextualiza la información catastral y las decisiones de gestión hídrica. 

La Tabla 9 presenta los archivos públicos que integran el CPA, detallando su contenido 
principal, las fuentes teóricas que los alimentan y las unidades responsables de su 
administración. Estos archivos cumplen una función complementaria a los registros e 
inventarios, al concentrar antecedentes normativos, jurisprudenciales y técnicos que 
contextualizan y respaldan la actuación de la DGA. 

Tabla 9. Archivos públicos del CPA: contenido, fuentes y responsables 

Archivo 
Contenido 
principal 

Fuentes teóricas de datos Responsable principal 

Archivo Público de 
Jurisprudencia 
Administrativa y 
Normas sobre 
Calidad de Aguas 

Resoluciones de la 
DGA, dictámenes de 
la Contraloría y 
normativa relevante 
sobre aguas y 
calidad ambiental. 

Resoluciones administrativas 
relevantes de la DGA. 
Dictámenes de Contraloría. 
Normas de calidad de las aguas 
y otros cuerpos normativos 
aplicables. 

División Legal. 
Departamento de 
Conservación y 
Protección de Recursos 
Hídricos, por su vínculo 
con las normas de 
calidad. 



Archivo 
Contenido 
principal 

Fuentes teóricas de datos Responsable principal 

Archivos Públicos 
de Estudios e 
Informes Técnicos 

Estudios, informes y 
antecedentes 
técnicos utilizados 
para sustentar 
decisiones y 
políticas de la DGA. 

Estudios, diagnósticos, 
informes y proyectos 
elaborados o encargados por la 
DGA en materia de recursos 
hídricos, obras, calidad y 
gestión. Informes técnicos que 
respaldan decisiones 
específicas (derechos, reservas, 
planes). 

División de Estudios y 
Planificación. 
Departamento de 
Información de 
Recursos Hídricos, 
como custodios de los 
repositorios 
documentales. 

Elaboración propia en base al Reglamento CPA y entrevistas  

La Tabla 9 muestra que los archivos públicos del CPA cumplen una función de respaldo y 
referencia institucional, al concentrar resoluciones, normas, dictámenes y estudios técnicos 
que enmarcan y fundamentan la actuación de la autoridad en materia de aguas. Su correcta 
sistematización permite dar continuidad a los criterios jurídicos y técnicos aplicados a lo 
largo del tiempo, facilitar la revisión de decisiones pasadas y aportar insumos clave para la 
formulación y evaluación de políticas públicas, consolidando al CPA como un sistema que 
no solo almacena datos, sino que también preserva el conocimiento acumulado sobre la 
gestión hídrica. 

 

4.4 Registros, inventarios y archivos como soporte funcional de las competencias 
DGA 

4.4.1 Funciones DGA 

La DGA ejerce un amplio y diverso conjunto de funciones en la administración y gestión de 
los recursos hídricos del país (Tabla 10). Desarrolla un rol central de carácter regulatorio y 
administrativo, en particular en la asignación, regularización y control de los DAA, la gestión 
de las aguas subterráneas, la autorización de obras hidráulicas y la administración del 
Catastro Público de Aguas como sistema oficial de información. 

Estas atribuciones se complementan con labores de fiscalización y vigilancia del uso del 
recurso, la aplicación de instrumentos económicos como la patente por no uso, el apoyo 
técnico al Poder Judicial y la promoción y supervisión de las organizaciones de usuarios de 
aguas. En su conjunto, configuran un mandato institucional amplio y transversal, que articula 
funciones técnicas, regulatorias, informativas y de coordinación en la gestión del agua a nivel 
nacional. 



Las funciones abarcan desde la generación de información básica sobre la disponibilidad y 
el comportamiento del recurso, a través de redes de medición hidrológica, monitoreo de 
calidad y estudios glaciológicos, hasta la evaluación, planificación e investigación a escala 
nacional, regional y de cuenca. Asimismo, incluyen tareas de carácter preventivo y operativo 
orientadas a la gestión de riesgos hidrológicos, a la protección de los ecosistemas acuáticos 
y al soporte técnico a las políticas públicas, en un contexto de creciente presión sobre los 
recursos hídricos. 

Tabla 10. Funciones de la DGA 

F1 
Medición de los recursos hídricos / hidrología 
operativa (alerta de crecidas, contaminación, 
etc.). 

F 1.1 Hidrología e hidrometeorología. 

F1.2 Calidad de las aguas / medio 
ambiente. 

F1.3 Glaciología 
F2 Evaluación/investigación/planificación de los recursos hídricos. 

F3  DAA (asignación/ regularización/ ejercicio) 

F4 Apoyo a labores del poder judicial/ defensa de recursos en tribunales/ legislación. 
F5 Sobre la evaluación, regulación de aguas subterráneas. 
F6 Catastro público de aguas/sistema de información. 
F7 Autorización de obras hidráulicas 

F8  Sobre materias ambientales (EIA, normas, etc.). 

F9  Relativas a la aplicación de normas sobre patentes por no utilización de las aguas. 

F10 Fiscalización, policía y vigilancia del recurso hídrico, cauces y obras 

F11  Promoción y fiscalización de organizaciones de usuarios, y resolución de conflictos. 

Elaboración propia en base a Código de Aguas, normativa complementaria y Banco Mundial (2013) 

A continuación, se describen en detalle las once funciones que estructuran el mandato 
operativo de la DGA en materia de gestión y administración de los recursos hídricos.  

F1. Medición de los recursos hídricos / hidrología operativa. La DGA tiene la responsabilidad 
de generar y administrar la información básica sobre la disponibilidad y el comportamiento 
de los recursos hídricos del país, mediante una red de observación y monitoreo permanente 
que abarca las aguas superficiales y subterráneas, así como los glaciares. Esta labor 
constituye la base técnica para la gestión preventiva y operativa frente a eventos hidrológicos 
extremos y procesos de deterioro ambiental. En el ámbito de la hidrología e 
hidrometeorología (F1.1), la DGA opera la Red Hidrométrica Nacional, midiendo caudales, 
niveles de las aguas subterráneas y variables climáticas, y emitiendo alertas ante crecidas, 
sequías u otros eventos relevantes. Complementariamente, desarrolla el monitoreo y la 
evaluación de la calidad físico-química y biológica de las aguas (F1.2), proporcionando 



apoyo técnico para la protección de ecosistemas acuáticos y la detección de procesos de 
contaminación. Asimismo, realiza levantamientos, monitoreo e investigación glaciológica y 
periglacial (F.1.3), reconociendo el rol estratégico de los glaciares como reservas de agua y 
su estrecha relación con los efectos del cambio climático. 

 F2. Evaluación, investigación y planificación de los recursos hídricos. Esta función 
comprende la elaboración de estudios, balances hídricos, diagnósticos y proyecciones 
orientadas a evaluar la disponibilidad presente y futura del recurso, apoyar la toma de 
decisiones públicas y contribuir a la planificación hídrica a distintas escalas territoriales, 
incorporando escenarios de cambio climático y presión antrópica  

F3. DAA (asignación, regularización y ejercicio). La DGA administra el régimen de DAA, 
lo que incluye la tramitación de solicitudes de nuevos derechos, la regularización de usos 
históricos, el análisis de modificaciones al ejercicio de los DAA (cambios de punto de 
captación, traslados, etc.) y la verificación de su compatibilidad con la disponibilidad del 
recurso y el interés público. 

F4. Apoyo al Poder Judicial, defensa de recursos en tribunales y legislación. La DGA presta 
apoyo técnico especializado a los tribunales de justicia en causas relacionadas con aguas, 
actúa como contraparte técnica del Estado en litigios y contribuye al desarrollo e 
interpretación de la normativa hídrica mediante informes, antecedentes y propuestas 
regulatorias. 

F5. Evaluación y regulación de las aguas subterráneas. Esta función comprende la evaluación 
hidrogeológica de acuíferos, la definición de áreas de restricción o prohibición, la regulación 
de la exploración y explotación de aguas subterráneas y la adopción de medidas de protección 
frente a la sobreexplotación y deterioro de los acuíferos  

F6. Catastro Público de Aguas y sistemas de información. La DGA es responsable de 
mantener y actualizar el Catastro Público de Aguas (CPA) y otros sistemas de información 
hídrica, integrando antecedentes jurídicos, técnicos y administrativos sobre derechos de agua, 
obras hidráulicas, fuentes y usuarios, con el fin de asegurar transparencia, trazabilidad y 
soporte a la gestión pública del recurso. 

F7. Autorización de obras hidráulicas. Corresponde a la evaluación y autorización técnica de 
obras que se ejecutan en cauces naturales, riberas, acuíferos y bienes nacionales de uso 
público, tales como bocatomas, defensas fluviales, canales, pozos y otras infraestructuras, 
resguardando la seguridad hidráulica y la protección del dominio público. 

F8. Funciones en materias ambientales. La DGA interviene en materias ambientales 
relacionadas con el agua, particularmente en el Sistema de Evaluación de Impacto Ambiental 
(SEIA), la definición y aplicación de caudales ecológicos mínimos, y la elaboración de 
informes técnicos vinculados a normas de calidad y emisión en cuerpos de agua. 



F9. Aplicación de normas sobre patentes por no utilización de las aguas. Esta función consiste 
en la determinación, cálculo y aplicación de patentes por no uso de DAA, como instrumento 
para desincentivar la retención especulativa del recurso y promover su utilización efectiva 
conforme a la normativa vigente. 

F10. Fiscalización, policía y vigilancia del recurso hídrico, cauces y obras. La DGA ejerce 
labores de fiscalización y control del cumplimiento de la normativa de aguas, incluyendo la 
vigilancia de extracciones, el uso efectivo de los derechos, la intervención no autorizada en 
cauces y la ejecución de obras hidráulicas, pudiendo iniciar procedimientos sancionatorios 
cuando corresponda  

F11. Promoción y fiscalización de organizaciones de usuarios y resolución de conflictos. 
Finalmente, la DGA cumple un rol relevante en la promoción, supervisión y fiscalización de 
las organizaciones de usuarios de aguas (juntas de vigilancia, asociaciones de canalistas y 
comunidades de aguas), así como en el apoyo técnico para la prevención y resolución de 
conflictos entre usuarios, fortaleciendo la gestión colectiva del recurso a nivel local. Además, 
interviene como autoridad administrativa en la prevención y manejo de conflictos entre 
usuarios, emitiendo decisiones, instrucciones u oficios que inciden en la distribución y uso 
del recurso 

4.4.2 Registros, inventarios y archivos como soporte funcional de las competencias DGA 

Los distintos componentes del Catastro Público de Aguas (CPA), registros, inventarios y 
archivos, son fundamentales para que la DGA pueda ejercer de manera efectiva cada una de 
sus funciones F1–F11 (Tabla 11).  

Tabla 11. Componentes del CPA y funciones DGA 

Función DGA Registros CPA clave Inventarios CPA clave Archivos CPA clave 

F1 Medición / 
hidrología 
operativa 

Registro de Obras, 
Registro de Obras de 
Desarrollo del Recurso 

Información Hidrológica y 
Meteorológica; Información 
de Calidad de Aguas; 
Cuencas Hidrográficas y 
Lagos; Glaciares 

Estudios e Informes 
Técnicos (series 
validadas, 
metodologías) 

F2 Evaluación, 
investigación y 
planificación 

Registro de DAA; 
Registro de Obras; 
Registro de Obras de 
Desarrollo del Recurso 

Extracciones Autorizadas; 
Extracciones Efectivas; 
Obras Hidráulicas; Obras 
Estatales; Información 
Hidrológica y de Calidad; 
Cuencas; Glaciares 

Jurisprudencia y 
Normas; Estudios e 
Informes Técnicos 



Función DGA Registros CPA clave Inventarios CPA clave Archivos CPA clave 

F3 DAA 
(asignación, 
regularización, 
ejercicio) 

Registro Público de 
DAA; Registro de DAA 
No Inscritos; Registro de 
Derechos Reales; 
Registro de Solicitudes 

Extracciones Autorizadas; 
Obras de Captación; Obras 
de Desarrollo del Recurso 

Jurisprudencia 
Administrativa sobre 
derechos de aguas 

F4 Apoyo al 
Poder Judicial y 
legislación 

Registros de DAA, 
Organizaciones de 
Usuarios y Obras 

Información Hidrológica y 
de Calidad; Extracciones; 
Obras 

Jurisprudencia 
Administrativa y 
Normas sobre Calidad 
de Aguas; Estudios e 
Informes Técnicos 

F5 Evaluación y 
regulación de 
aguas 
subterráneas 

Registros de DAA; 
Registro de Obras 
(pozos); Registro de 
Obras de Desarrollo del 
Recurso 

Información Hidrológica y 
Meteorológica (niveles 
freáticos); Extracciones 
Autorizadas y Efectivas; 
Información de Calidad de 
Aguas 

Estudios e Informes 
Técnicos (modelos 
hidrogeológicos, 
criterios de restricción) 

F6 CPA y 
sistemas de 
información 

Todos los registros 
(DAA, organizaciones, 
obras, derechos reales, 
vertidos) 

Todos los inventarios 
(extracciones, obras, 
hidrología, calidad, obras 
estatales, cuencas, glaciares) 

Jurisprudencia y 
Normas; Estudios e 
Informes Técnicos 
(diseño del sistema) 

F7 Autorización 
de obras 
hidráulicas 

Registro de Obras; 
Registro de Obras 
Hidráulicas Mayores; 
Registro de Obras de 
Desarrollo del Recurso 

Obras Hidráulicas; 
Extracciones Autorizadas y 
Efectivas; Información 
Hidrológica y de Cuencas 

Estudios e Informes 
Técnicos sobre diseño, 
riesgos y seguridad 

F8 Funciones 
ambientales 

Registros de Vertidos; 
Registros de DAA y 
Obras vinculadas a 
proyectos SEIA 

Información de Calidad de 
Aguas; Información 
Hidrológica; Extracciones; 
Cuencas y Lagos 

Jurisprudencia y 
Normas sobre Calidad 
de Aguas; Estudios 
ambientales e informes 
técnicos 

F9 Patentes por 
no uso 

Registro Público de 
DAA; Registro de 
Derechos Reales; 
Registro de DAA No 
Inscritos regularizables 

Extracciones Autorizadas; 
Extracciones Efectivas; 
Obras de Captación 

Jurisprudencia 
Administrativa sobre 
patentes por no uso 



Función DGA Registros CPA clave Inventarios CPA clave Archivos CPA clave 

F10 Fiscalización, 
policía y 
vigilancia 

Registros de DAA; 
Organizaciones de 
Usuarios; Obras; 
Vertidos 

Extracciones Autorizadas y 
Efectivas; Información 
Hidrológica y de Calidad; 
Obras Hidráulicas 

Jurisprudencia 
Administrativa y 
Estudios Técnicos 
(criterios de 
fiscalización y sanción) 

F11 OUA y 
resolución de 
conflictos 

Registro de 
Organizaciones de 
Usuarios; Registro de 
Roles Provisionales de 
Usuarios; Registros de 
DAA y Obras 

Extracciones Efectivas; 
Extracciones Autorizadas; 
Cuencas y Obras 
Hidráulicas 

Jurisprudencia 
Administrativa e 
Informes Técnicos sobre 
distribución y conflictos 

Elaboración propia 

Los inventarios públicos concentran la información técnica y cuantitativa sobre el recurso 
hídrico y su uso (extracciones autorizadas y efectivas, obras, hidrología, calidad de las aguas, 
cuencas, obras estatales y glaciares), lo cual resulta fundamental para la medición, la 
planificación, la evaluación de acuíferos, la regulación ambiental y la gestión de riesgos. Los 
registros legales y reglamentarios (derechos de aprovechamiento, derechos no inscritos 
regularizables, organizaciones de usuarios, derechos reales, obras y vertidos) conforman el 
núcleo jurídico-administrativo del CPA; permiten saber quién tiene qué derecho, sobre qué 
obra, en qué lugar y en qué condiciones, y son la base para asignar, regularizar, modificar, 
fiscalizar y aplicar patentes por no uso. Por su parte, los archivos públicos (jurisprudencia 
administrativa, normas sobre calidad de aguas, estudios e informes técnicos) no almacenan 
series de datos, sino la documentación que explica y fundamenta la información registral e 
inventarial, aportando contexto normativo y técnico y asegurando la memoria institucional 
de los criterios utilizados en la gestión del agua. 

De este modo, la medición y la hidrología operativa (F1) se apoyan principalmente en los 
inventarios hidrológicos, de calidad de las aguas, de cuencas y de glaciares, respaldados por 
estudios técnicos que definen metodologías y criterios. La evaluación, investigación y 
planificación (F2) requiere el uso intensivo de inventarios de extracciones, obras, hidrología, 
calidad, glaciares y cuencas, complementados con estudios y normas para elaborar balances, 
diagnósticos y escenarios. La administración de los DAA (F3) descansa en los registros de 
derechos, derechos reales, derechos regularizables y solicitudes, así como en inventarios de 
extracciones y obras de captación, y se orienta por criterios contenidos en la jurisprudencia 
administrativa. El apoyo al Poder Judicial y a la legislación (F4) se basa en los archivos de 
resoluciones, dictámenes y normas, pero también en los registros e inventarios que entregan 
el sustento fáctico y jurídico de los informes. 



La evaluación y regulación de aguas subterráneas (F5) combina inventarios hidrogeológicos 
y de extracciones con registros de derechos y de obras de captación, sustentándose en 
estudios que modelan acuíferos y definen áreas de restricción o prohibición. La propia 
gestión del CPA y de los sistemas de información (F6) integra todos los registros, inventarios 
y archivos, asegurando la coherencia, la trazabilidad y el acceso a la información hídrica. La 
autorización de obras hidráulicas (F7) utiliza registros de obras y de obras de desarrollo del 
recurso, apoyados en inventarios de obras existentes, extracciones e hidrología, así como en 
estudios e informes sobre riesgos y seguridad hidráulica. Las funciones ambientales (F8) 
dependen de inventarios de calidad de agua, hidrología, extracciones y cuencas, así como de 
la jurisprudencia y de las normas de calidad y de emisiones para la evaluación de impactos y 
de caudales ecológicos. 

La aplicación de patentes por no uso (F9) requiere registros de DAA, derechos reales y 
derechos regularizables, así como inventarios de extracciones autorizadas y efectivas, para 
contrastar el uso efectivo con el derecho inscrito. La fiscalización, policía y vigilancia (F10) 
se basa en registros de DAA, organizaciones de usuarios, obras y vertidos, junto con 
inventarios de extracciones, hidrología, calidad de aguas y obras, y se orienta por criterios 
contenidos en archivos de jurisprudencia y estudios. Finalmente, la promoción y fiscalización 
de organizaciones de usuarios y la resolución de conflictos (F11) se apoyan en el registro de 
organizaciones y de roles provisionales, así como en registros de DAA y obras, inventarios 
de extracciones y cuencas, y archivos que recogen precedentes administrativos y análisis 
técnicos para la gestión colectiva y la solución de controversias. 

5 Diagnóstico: Estado actual del CPA  

Como se presentó anteriormente, el CPA constituye el eje institucional del sistema de 
información sobre los derechos de aprovechamiento de aguas en Chile. Este fue concebido 
como una herramienta comprehensiva y actualizada para respaldar la administración del 
recurso, integrar la información jurídica y técnica y servir de soporte a la planificación, la 
fiscalización y la gestión pública. Sin embargo, en su funcionamiento actual, el CPA se 
asemeja más a un repositorio fragmentado y parcial que a un catastro operativo y trazable. 
La brecha entre el modelo legal y la realidad práctica es profunda y persistente, condicionada 
por factores históricos, institucionales y tecnológicos. 

Las deficiencias actuales del CPA son el resultado de más de un siglo de superposición 
normativa. Cada Código de Aguas (1951, 1967, 1981) introdujo distintos requisitos para la 
constitución, inscripción y ejercicio de los derechos, lo que generó un universo heterogéneo 
de títulos y registros. 

A ello se suma la separación funcional entre: 

1. El registro administrativo (DGA, mediante el CPA), que certifica la existencia y 
condiciones de los derechos. 



2. El registro patrimonial (CBR), que acredita su titularidad y transferencias. 

Esta doble institucionalidad impide la trazabilidad completa del derecho, genera duplicidades 
y dificulta la consolidación de un inventario único. El diagnóstico del Banco Mundial (2011, 
2013) y estudios técnicos posteriores coinciden en que el CPA actualmente no cumple con el 
propósito para el cual fue diseñado que es ofrecer un registro confiable y completo para 
sustentar la gestión y la toma de decisiones hídricas. 

5.1 Registros del CPA: composición, acceso y brechas 

Los registros son el componente jurídico-administrativo del CPA. En teoría, constituyen la 
única y oficial fuente que permite individualizar los derechos, las obras asociadas y los 
actores del sistema.  

5.1.1 Registro Público de Derechos de Aprovechamiento de Aguas (RPDAA) 

El CPA constituye el principal registro público de referencia sobre los DAA en Chile. La 
base de datos denominada “Derechos de aprovechamiento de aguas registrados en DGA” 
está disponible para su descarga en formato Excel, tanto en archivos regionales como en un 
consolidado nacional. Esta base contiene aproximadamente 155.113 registros y se estructura 
en 68 columnas o campos (Tabla 12). Un aspecto crítico de esta base es que no distingue 
claramente entre derechos “originales” y modificaciones posteriores (como cambios de punto 
de captación), ni entre derechos plenamente perfeccionados y otros que aún no cuentan con 
certificado CPA.  

Tabla 12. Estructura y brechas de información del Registro Público de Derechos de 
Aprovechamiento de Aguas (RPDAA) 

Dimensión Contenido principal 
Observaciones y brechas 
identificadas 

a) Identificación 
del derecho 

Código de expediente (ND para nuevos derechos, 
NR para regularizaciones, VPC para cambio de 
punto de captación subterráneo, VT para traslado 
de ejercicio superficial), número de solicitud, 
número de resolución, fojas y número de 
inscripción en el CBR (cuando existe). 

Los códigos mezclan derechos 
originales con modificaciones y 
actuaciones posteriores, lo que 
dificulta su interpretación y 
genera duplicidades. 

b) Localización 

Datos de región, provincia, comuna, cuenca, 
subcuenca y subsubcuenca; coordenadas UTM y 
geográficas de los puntos de captación y de 
restitución, especificando el datum y el huso. 

Múltiples registros incompletos o 
sin coordenadas. Faltan la 
normalización espacial y la 
validación geográfica. 



Dimensión Contenido principal 
Observaciones y brechas 
identificadas 

c) Titularidad 

Nombre del titular (persona natural o jurídica), 
tipo de titular y, en algunos casos, identificadores 
adicionales como RUT u otras referencias 
administrativas. 

Falta de RUT estandarizados y de 
homogeneización de nombres. 
Dificultad para consolidar 
titulares únicos. 

d) 
Características 
jurídicas 

Tipo de DAA (consuntivo o no consuntivo), 
naturaleza del agua (superficial, corriente o 
subterránea), régimen de ejercicio (permanente o 
eventual; continuo, discontinuo o alternado), 
fuente de origen (resolución, sentencia, 
regularización, remate, artículo transitorio), 
antecedentes de renuncias. 

Inconsistencias en tipologías y 
campos incompletos; muchos 
derechos carecen de información 
sobre forma de ejercicio o fuente 
de origen. 

e) 
Características 
hidráulicas 

Caudales otorgados (unidades: l/s, m³/s, acciones, 
turnos, porcentajes, etc.), volumen anual (cuando 
aplica), tipo de fuente, uso declarado del agua 
(riego, consumo humano, industrial, energético), 
caudal ecológico (en algunos casos). 

Errores de formato y unidades 
heterogéneas; ausencia de 
volumen anual en la mayoría de 
los DAA; información de uso 
incompleta. 

f) Información 
administrativa 

Fechas de otorgamiento, inscripción y toma de 
razón; unidad DGA responsable; observaciones 
administrativas; número de certificado CPA; 
referencias a resoluciones u oficios. 

Campos incompletos y falta de 
trazabilidad entre resoluciones y 
certificados de CPA; rezago entre 
los registros administrativos y los 
datos publicados. 

Elaboración propia 

Una proporción significativa de los DAA actualmente existentes está inscrita en los CBR.  
Estos tienen su origen en mercedes antiguas, sentencias judiciales, inscripciones históricas y 
comunidades de aguas, muchas de las cuales fueron constituidas en marcos normativos hoy 
derogados o con exigencias formales muy distintas de las actuales. Esta diversidad de 
orígenes dificulta la reconstrucción precisa del universo real de derechos vigentes, la 
identificación inequívoca de sus titulares y la determinación de sus características esenciales, 
tales como caudales, puntos de captación, régimen de ejercicio o naturaleza consuntiva o no 
consuntiva. Si bien la necesidad de contar con un catastro confiable y actualizado es 
ampliamente reconocida, su materialización se enfrenta a limitaciones estructurales en la 
calidad de la información disponible, en las capacidades institucionales para procesarla y en 
las herramientas tecnológicas necesarias para su integración y depuración. 

Estas dificultades se ven agravadas por una limitación estructural derivada de la inexistencia 
de un registro integrado, completo y confiable de los DAA. Si bien la DGA administra 



múltiples bases de datos, incluyendo el CPA, los expedientes administrativos, los certificados 
de derechos, los registros de organizaciones de usuarios, y la información asociada a 
fiscalización y patentes por no uso, una fracción sustantiva de la información registral clave 
se encuentra fuera de su control directo, radicada en los CBR, particularmente en el Registro 
de Propiedad de Aguas. Esta separación funcional entre el registro administrativo y el registro 
patrimonial constituye uno de los principales nudos críticos del sistema, al impedir una visión 
integrada del ciclo completo del derecho, desde su constitución hasta su ejercicio efectivo. 

En cumplimiento del Código de Aguas y del Reglamento del CPA, los CBR han remitido 
históricamente a la DGA un volumen significativo de inscripciones de derechos de aguas. A 
partir de la información enviada por los CBR, se ha construido la Base de derechos 
informados por Conservadores de Bienes Raíces, una base que, según los registros 
disponibles, alcanza aproximadamente 516.530 inscripciones, distribuidas en archivos por 
región. Esta base se estructura en torno a 22 columnas, que incluyen: 

• Identificación conservatoria: región, nombre del conservador, fojas, número y año de 
la inscripción actual y, cuando existan, número y datos de las inscripciones anteriores. 

• Partes y operación: nombre del comprador y del vendedor, tipo de transacción 
(constitución, compraventa, usufructo, etc.), valor de la transacción y unidad 
monetaria. 

• Características del derecho: naturaleza del agua, tipo de derecho, ejercicio, caudal 
promedio y unidad de caudal, fuente y fecha de inscripción. 

Esta base es fundamental para reconstruir la historia jurídica y patrimonial de los derechos 
de aguas. Sin embargo, presenta una alta heterogeneidad en formatos, contenidos y calidad 
de la información, ya que cada CBR opera con criterios propios y no cuenta con un estándar 
nacional uniforme. Además, la digitalización de la información es incompleta e irregular, lo 
que impide considerar esta base como un reflejo exhaustivo del universo de derechos 
inscritos. 

La diferencia entre los 155.000 derechos registrados en el RPDAA y los 516.530 derechos 
informados por los CBR se debe a una serie de factores estructurales, jurídicos y 
operativos que explican la disparidad entre ambos universos de datos. Ambos sistemas 
tienen lógicas diferentes, objetivos distintos y niveles desiguales de depuración y control 
(Tabla 13). 

  



 

Tabla 13. Diferencias entre CBR y RPDAA 

Sistema Naturaleza Alcance real 
Nivel de 
depuración 

Propósito principal 

CBR 
Registro patrimonial 
(propiedad y 
transferencia) 

Histórico y 
acumulativo, incluye 
toda inscripción 

Bajo (múltiples 
duplicados y actos 
sin vigencia) 

Acreditar propiedad y 
gravámenes 

RPDAA 
(CPA) 

Registro 
administrativo 
(gestión hídrica 
pública) 

Derechos vigentes, 
validados y vinculados 
a expedientes DGA 

Alto (depuración 
técnica y jurídica) 

Sustentar 
planificación, 
fiscalización y gestión 
de cuencas 

Elaboración propia 

El RPDAA (administrado por la DGA) es un registro administrativo y público, orientado a 
incorporar únicamente los derechos legalmente constituidos o reconocidos por el Estado, con 
información validada y actualizada en el marco del CPA. Incluye principalmente derechos 
otorgados por resolución administrativa, reconocidos judicialmente o regularizados 
conforme a la ley. Cada ingreso requiere una revisión técnica y la validación de la 
información por parte de la DGA. 

La base informada por los CBR es un registro patrimonial que refleja los actos y contratos 
inscritos ante notario o por mandato legal en los Conservadores. Contiene todas las 
inscripciones históricas realizadas en el Registro de Propiedad de Aguas, muchas de ellas 
anteriores a la existencia del CPA. No distingue entre derechos vigentes, extintos, duplicados, 
modificados o incluso aquellos que no corresponden a un acto constitutivo, como simples 
transferencias patrimoniales o gravámenes. En síntesis: el RPDAA representa el subconjunto 
validado y operativo del universo mucho más amplio y heterogéneo de inscripciones 
conservatorias. 

Adicionalmente, existen problemas de depuración y duplicidad en los registros 
conservatorios, por lo que los 516.530 registros del CBR no equivalen a 516.000 derechos 
distintos. Esa cifra incluye: 

1. Múltiples inscripciones sobre un mismo derecho (por transferencias, divisiones, 
fusiones, hipotecas, usufructos, etc.). 

2. Derechos antiguos repetidos en distintos libros o por reorganizaciones registrales. 
3. Inscripciones ya modificadas, reemplazadas o extinguidas. 
4. Actos relativos a derechos inexistentes o mal descritos (por falta de caudal, de 

coordenadas o de una individualización precisa). 



En cambio, el RPDAA consolida cada derecho como una unidad individual, depurada y 
vinculada a su expediente administrativo.  

Además, la falta de conexión entre la base de datos del CBR y el RPDAA implica que un 
derecho inscrito en el CBR (y que la DGA recibió el documento) no necesariamente consta 
en el RPDAA si el titular nunca solicitó el certificado. A la inversa, un derecho constituido 
por la DGA (expediente aprobado) puede no estar inscrito en la base de datos del CBR si el 
titular no completó ese paso, lo que deja vacía la información del conservador en dicho 
registro. Obtener una visión completa requiere un trabajo complejo de cruce y depuración de 
estas fuentes de datos dispares que la DGA ha mantenido separadas. La Tabla 13 presenta 
los factores que explican las diferencias entre los registros del CBR y del RPDAA. 

Tabla 14. Factores que explican las diferencias entre los registros del CBR y el RPDAA 

Dimensión / 
Factor 

Descripción detallada 
Efectos observados / Brechas 
resultantes 

Asimetría en los 
flujos de 
información 

El flujo de información entre los 
Conservadores de Bienes Raíces (CBR) y 
la Dirección General de Aguas (DGA) es 
incompleto e irregular. Aunque el Código 
de Aguas exige que los CBR remitan las 
inscripciones a la DGA dentro de los 30 
días posteriores, muchas se envían en 
formatos no procesables (papel o PDF). 
La digitalización acumulada cubre solo 
una fracción del total histórico, lo que 
impide la integración automática. 

Derechos informados por CBR que no 
figuran en el CPA porque no se 
solicitaron certificados o porque la 
información no se integró 
correctamente. 
Derechos otorgados y certificados por 
la DGA que no aparecen en los CBR 
por falta de inscripción posterior del 
titular.  
Esta situación genera una doble brecha: 
• Derechos inscritos en el CBR no 

reflejados en el RPDAA. 
• Derechos del RPDAA no inscritos 

en los CBR. 

Inclusión de datos 
históricos, 
informales o sin 
valor actual 

Los registros del CBR incluyen 
inscripciones antiguas sin depuración ni 
diferenciación temporal. En su mayoría, 
contienen derechos extinguidos, 
duplicados o técnicamente incompletos, 
emitidos en el marco de marcos 
normativos anteriores. 

Presencia de derechos extinguidos o de 
derechos sin caudal vigente. 
Inscripciones que no cumplen con 
estándares técnicos modernos (sin 
coordenadas, fuentes o caracterización 
hidráulica). 
El RPDAA excluye estos antecedentes 
y busca reflejar únicamente los 
derechos vigentes y operativos, 
generando una base más depurada, pero 
mucho más reducida. 



Dimensión / 
Factor 

Descripción detallada 
Efectos observados / Brechas 
resultantes 

Diferentes 
criterios de 
contabilización 

El CBR contabiliza cada acto registral 
(constitución, transferencia, división, 
fusión, hipoteca, usufructo) como una 
inscripción independiente. En cambio, el 
RPDAA registra cada derecho como una 
unidad única e incorpora las 
modificaciones en el mismo expediente 
mediante anotaciones. 

Un mismo derecho puede aparecer 
decenas de veces en los registros 
conservatorios, pero solo una vez en el 
CPA. 
La estadística del CBR refleja la 
historia jurídica acumulada, mientras 
que la del RPDAA representa el estado 
actual y operativo del derecho. 

Elaboración propia 

El intercambio de información entre los Conservadores de Bienes Raíces (CBR) y la 
Dirección General de Aguas (DGA) es incompleto e irregular. Aunque el Código de Aguas 
establece que los CBR deben remitir a la DGA las inscripciones de derechos de 
aprovechamiento dentro de los 30 días siguientes a su otorgamiento, en la práctica gran parte 
de esa información aún se envía en formatos no procesables, como papel o archivos PDF. 
Esta limitación impide su incorporación automática al sistema y ha generado un rezago 
acumulado de varias décadas en la depuración y la digitalización de los registros. 

La digitalización acumulada cubre solo una fracción del total histórico de inscripciones en 
los conservadores. Por ello, muchos derechos de agua informados por los CBR no aparecen 
en el Catastro Público de Aguas (CPA), ya sea porque sus titulares nunca solicitaron el 
certificado correspondiente o porque la DGA no ha logrado integrarlos ni validarlos 
correctamente. Del mismo modo, hay derechos nuevos otorgados por la DGA que, pese a 
contar con su certificado CPA, aún no se encuentran inscritos en los CBR, ya que los titulares 
no han completado el trámite patrimonial. 

Esta situación genera una doble brecha dentro del sistema registral: por un lado, existen 
derechos inscritos en los CBR que no se reflejan en el Registro Público de Derechos de 
Aprovechamiento de Aguas (RPDAA); por otro, derechos registrados en el RPDAA que no 
constan en los conservadores. 

Los registros de los CBR abarcan inscripciones desde el siglo XIX, lo que implica que 
contienen un volumen considerable de información heterogénea y sin depuración temporal. 
Dentro de esta masa de antecedentes se encuentran derechos extinguidos por no uso, 
renuncia, caducidad o inexistencia del caudal asociado, así como títulos antiguos que no 
cumplen los estándares técnicos actuales, al carecer de coordenadas geográficas o de caudales 
definidos. 

En contraste, el RPDAA busca representar exclusivamente el estado vigente y operativo de 
los derechos reconocidos, excluyendo aquellos que carecen de valor jurídico o técnico. Esta 



diferencia de enfoque explica por qué el número de inscripciones conservatorias supera 
ampliamente al de inscripciones de derechos activos en el registro administrativo. 

Los criterios de conteo de los derechos también difieren entre ambas instituciones. En los 
CBR, cada acto registral, ya sea una constitución, transferencia, división, fusión o gravamen, 
se cuenta como una nueva inscripción, lo que incrementa artificialmente el número total de 
inscripciones. En cambio, el RPDAA consolida toda la información relacionada con un 
derecho en un solo expediente o certificado, incorporando las transferencias o modificaciones 
como anotaciones marginales en el mismo registro. 

Este enfoque más depurado permite identificar el derecho como una unidad indivisible, por 
lo que un mismo derecho puede aparecer decenas de veces en los registros conservatorios, 
pero solo una vez en el CPA. Esta diferencia metodológica explica una parte significativa de 
la disparidad numérica entre las bases de datos de la DGA y de los CBR. 

Es importante considerar que una parte relevante de la información enviada por los CBR aún 
no se encuentra digitalizada ni estructurada de manera útil, ya que fue enviada en soportes 
físicos o en formatos no procesables, tales como papel, archivos PDF escaneados o medios 
ópticos. Pero ese universo no está cuantificado públicamente. Ello ha generado un rezago 
acumulado de varias décadas, que no responde a un incumplimiento generalizado por parte 
de los CBR, sino a limitaciones institucionales, presupuestarias y tecnológicas para procesar, 
validar e integrar oportunamente dicha información. 

Como consecuencia, se ha configurado una brecha crítica entre el universo real de derechos 
inscritos y la información efectivamente disponible para la gestión pública, una brecha que 
tiene efectos directos y acumulativos. Esta situación dificulta la implementación efectiva de 
la reforma al Código de Aguas introducida por la Ley N° 21.435, debilita las capacidades de 
fiscalización y control del uso del recurso, incrementa la incertidumbre jurídica para los 
titulares y terceros, y reduce significativamente la eficacia de la planificación hídrica y de la 
toma de decisiones públicas a escala de cuenca y de país. En ausencia de un esfuerzo 
sistemático de integración, depuración y modernización de los registros, estas limitaciones 
continuarán reproduciéndose y profundizándose con el tiempo. 

5.1.2 Registro Público de Derechos de Aprovechamiento No Inscritos en los Registros de 
Agua de los Conservadores de Bienes Raíces, susceptibles de regularización 
conforme al artículo 2º transitorio; 

El artículo 2º transitorio de la Ley N.º 21.435 establece la obligación de inscribir todos los 
derechos de aprovechamiento de aguas (DAA) constituidos por acto de autoridad que, al 
momento de la entrada en vigencia de la ley, no se encontraban inscritos en el Registro de 
Propiedad de Aguas de los Conservadores de Bienes Raíces (CBR). Esta disposición se 
orienta a culminar un proceso de regularización histórica, garantizando que los derechos 
previamente reconocidos por la autoridad tengan plena validez jurídica y administrativa. 



Según la norma, dichos derechos deben ser inscritos por sus titulares dentro del plazo legal 
fijado, a fin de asegurar su incorporación formal al sistema nacional de registros hídricos. 

La gestión de este proceso recae en la DGA, en coordinación con los CBR, ya que una vez 
inscrito el derecho en el registro conservatorio, este debe incorporarse al Catastro Público de 
Aguas (CPA). De este modo, el artículo transitorio busca cerrar los vacíos informativos y 
jurídicos existentes, garantizando que todos los derechos formalmente constituidos sean 
registrados y queden disponibles para la fiscalización, la planificación y la gestión del recurso 
hídrico. El cumplimiento efectivo de esta obligación constituye uno de los pilares para lograr 
una trazabilidad completa de los derechos en Chile, desde su origen legal hasta su ejercicio 
operativo. 

No obstante, pese a la vigencia de la norma, no existe información pública consolidada que 
permita conocer con precisión cuántos derechos se encuentran incluidos en este proceso de 
regularización. Tampoco hay un registro nacional actualizado que indique cuántos derechos 
no inscritos en los CBR han sido efectivamente presentados para su incorporación según lo 
establecido en el artículo transitorio. Esta falta de transparencia estadística impide 
dimensionar el alcance real del proceso y evaluar su nivel de avance en términos de eficiencia 
institucional. Indap (2023) estima que 28.922 personas beneficiarias de INDAP (28.668 
personas naturales y 254 jurídicas) tienen al menos un derecho de aprovechamiento de aguas 
identificado en las bases cruzadas DGA–CBR. Concluye, además, que estos usuarios INDAP 
están asociados a decenas de miles de DAA, considerando que: 

1. Una misma persona puede tener más de un derecho (varias solicitudes aprobadas o 
múltiples inscripciones en CBR). 

2. Existen al menos 2.381 usuarios de INDAP que ya han regularizado derechos 
mediante sentencias judiciales, y se estima que unas 9.000 sentencias 
adicionales podrían involucrar a clientes de INDAP, lo que incrementaría 
significativamente el número de DAA a regularizar. 

Por ende, diversos informes técnicos y auditorías recientes coinciden en destacar que persiste 
un volumen significativo de derechos aún no formalizados ni en el CBR ni en el CPA. La 
DGA ha reconocido un número elevado de trámites de inscripción pendientes, lo que refleja 
tanto la magnitud del rezago acumulado como las limitaciones operativas del sistema actual.  

En respuesta a esta situación, el Congreso Nacional y el Poder Ejecutivo aprobaron una 
prórroga del plazo de regularización hasta el 6 de abril de 2027, otorgando un margen 
adicional para completar los procedimientos, especialmente en beneficio de pequeños 
usuarios y agricultores que enfrentan dificultades técnicas o administrativas para gestionar 
su inscripción. 

En términos operativos, el incremento de las solicitudes derivado de la reforma legal ha 
puesto a prueba la capacidad institucional de la DGA. De un flujo histórico de entre 6.000 y 



7.000 certificados anuales, se ha pasado a un ingreso de entre 30.000 y 35.000 solicitudes 
anuales, acumulando un stock superior a 60.000 expedientes en trámite. A pesar del refuerzo 
de personal y de la colaboración con equipos externos, la capacidad efectiva actual se estima 
en alrededor de 15.000 certificaciones anuales, lo que evidencia una brecha significativa 
entre la demanda y la capacidad de respuesta del sistema. 

En este contexto, la DGA ha comenzado a explorar soluciones tecnológicas y automatizadas 
para afrontar el creciente volumen de trabajo. Se han iniciado experiencias piloto con el uso 
de herramientas de inteligencia artificial (IA) orientadas a agilizar etapas del proceso, como 
la admisibilidad y la revisión formal de expedientes. Ejemplos de estas iniciativas incluyen 
la herramienta “Revi”1, desarrollada en colaboración con el Centro Nacional de Inteligencia 
Artificial (CENIA), que apoya la tramitación automatizada de permisos en otras instituciones 
públicas, así como los avances del Servicio de Evaluación Ambiental (SEA) en la lectura 
automática de documentos, el chequeo de la completitud y la detección de inconsistencias. 

Si bien estas experiencias muestran un potencial considerable para optimizar la gestión 
documental y validar datos, aún no existe un proyecto específico dentro de la DGA orientado 
a la minería masiva de datos provenientes de las inscripciones remitidas por los CBR. Una 
herramienta de este tipo resultaría crucial para acelerar la integración de datos patrimoniales 
y administrativos, reducir errores humanos y automatizar el seguimiento del proceso de 
regularización. 

En síntesis, el Registro Público de Derechos de Aprovechamiento no inscritos constituye una 
pieza estratégica para avanzar hacia un sistema registral hídrico completo, transparente y 
funcional. Sin embargo, su implementación continúa siendo incompleta y de escasa 
visibilidad pública, lo que dificulta medir su grado de progreso. Consolidar este registro exige 
fortalecer la coordinación interinstitucional entre la DGA y los CBR, dotar de recursos 
suficientes a las unidades encargadas de la tramitación y establecer mecanismos de monitoreo 
y de reporte público que permitan un seguimiento efectivo del cumplimiento de la obligación 
legal. 

Solo mediante una coordinación técnica sostenida, la modernización digital de los registros 
y la validación automatizada de los datos permitirán cumplir plenamente con el propósito del 
artículo transitorio: asegurar que todos los derechos de aguas reconocidos por la autoridad 
formen parte del sistema nacional de información, gestión y transparencia del recurso hídrico 
en Chile. 

  

 
1 Un asistente que utiliza inteligencia artificial para agilizar la tramitación de permisos de construcción en los 
municipios. 



 

5.1.3 Registro de Organizaciones de Usuarios; 

En este registro hay un archivo por tipo de OUA: Juntas de Vigilancia (JdV), Asociación de 
Canalistas (AC), Comunidades de Aguas (CA), Comunidades de Aguas Subterráneas (CAS) 
y Comunidades de Pozo (CP). En cada una se identifican la ubicación, el cauce asociado, el 
nombre de la organización, entre otras variables. Los antecedentes indican la existencia de 
57 Juntas de Vigilancia, concentradas en la zona centro-norte del país. Asimismo, se registran 
232 Asociaciones de Canalistas en todo el territorio y 3.330 Comunidades de Aguas 
Superficiales. En cuanto a las aguas subterráneas, solo se registran 30 comunidades asociadas 
a este recurso en ambas clasificaciones. 

Sin embargo, este registro presenta una cobertura incompleta, ya que solo considera las 
organizaciones de usuarios formalmente inscritas ante la DGA. De acuerdo con el estudio 
del Laboratorio de Análisis Territorial (LAT, 2021), se estima que existen 
aproximadamente 650 organizaciones de usuarios de aguas que operan “de hecho”, es decir, 
que funcionan activamente pero aún no están registradas oficialmente en la DGA a nivel 
nacional. 

5.1.4 Registro de Derechos Reales sobre Derechos de Aprovechamiento; 

El registro está previsto en el diseño normativo del Catastro Público de Aguas (CPA), 
conforme a lo dispuesto en su artículo 122, y forma parte de la arquitectura formal de los 
registros que integran el sistema catastral. Sin embargo, su funcionamiento es, en la práctica, 
predominantemente teórico. No existen datos públicos actualizados que permitan conocer su 
contenido efectivo, su nivel de cobertura ni su grado real de completitud. 

Asimismo, no se dispone de información sistematizada que permita identificar cuántos 
derechos de aprovechamiento de aguas cuentan con derechos reales o gravámenes inscritos, 
ni establecer de qué manera dichos antecedentes se vinculan con los derechos registrados en 
el RPDAA. En consecuencia, el registro opera como un instrumento débilmente 
implementado, sin mecanismos efectivos de interoperabilidad con los registros patrimoniales 
de los Conservadores de Bienes Raíces, lo que impide su utilización como herramienta 
funcional para el análisis de la concentración de derechos, la constitución de garantías o la 
evaluación de riesgos financieros asociados a los DAA. 

5.1.5 Registros de Obras, de Hidráulicas Mayores; y Obras de Desarrollo del Recurso  

Contar con un registro actualizado, accesible y confiable de las obras hidráulicas existentes 
en el país resulta fundamental para una gestión eficaz del recurso hídrico. Este tipo de registro 
permite identificar, caracterizar y monitorear la infraestructura destinada a la captación, 
conducción, almacenamiento y distribución del agua a lo largo del territorio, constituyendo 
una base técnica esencial para evaluar el estado y la funcionalidad de las obras, identificar 



riesgos estructurales y operativos, planificar inversiones y fortalecer la coordinación 
interinstitucional en el marco de una gestión integrada de los recursos hídricos. Asimismo, 
la disponibilidad de información consolidada facilita un control más eficiente de las obras, 
promueve la toma de decisiones informadas respecto del uso y la disponibilidad del recurso, 
y contribuye de manera directa a la seguridad y sostenibilidad hídrica, tanto a escala nacional 
como de cuenca. 

Pese a su relevancia estratégica, los registros de obras incorporados en el Catastro Público de 
Aguas (CPA) presentan limitaciones significativas. El Registro de Obras, regulado en los 
artículos 157 y 171 del Código de Aguas, que debiera consignar todas las captaciones, 
conducciones y obras de almacenamiento asociadas al ejercicio de los derechos de 
aprovechamiento, opera solo de manera parcial. Si bien existen antecedentes sobre 
determinadas obras, principalmente de menor envergadura, la información disponible no se 
encuentra plenamente sistematizada ni publicada de forma completa y estandarizada, lo que 
dificulta su consulta, análisis y fiscalización efectiva. 

De forma similar, el Registro de Obras Hidráulicas Mayores, establecido en el artículo 294 
del Código de Aguas, presenta una cobertura incompleta, con información heterogénea entre 
regiones y, en numerosos casos, desactualizada respecto de presas, embalses y grandes 
canales. A ello se suma el Registro de Obras de Desarrollo del Recurso, previsto en el artículo 
122, cuya obligación legal se mantiene vigente, pero cuya implementación es limitada, sin 
una plataforma pública que permita acceder de manera sistemática al universo total de obras 
inscritas ni conocer su estado de operación, mantención o funcionalidad. 

En conjunto, estas carencias implican que el CPA no proporciona actualmente una visión 
integral, consistente y plenamente confiable de la infraestructura hidráulica del país. Esta 
situación debilita la capacidad de la Dirección General de Aguas (DGA) para vincular cada 
derecho de aprovechamiento con su respectiva obra, así como para contrastar dicha 
información con el nivel de uso efectivo del recurso. Como consecuencia, se restringen las 
posibilidades de evaluar los impactos hidráulicos y territoriales, de identificar y gestionar los 
riesgos asociados a la infraestructura, y de orientar políticas públicas y programas de 
inversión en función de criterios de seguridad hídrica y de eficiencia en el uso del agua. 

La disponibilidad de información actualizada y completa sobre las Obras Hidráulicas 
Mayores —tales como embalses, tranques de regulación, grandes canales y presas— reviste 
una importancia particular, en tanto estas infraestructuras cumplen un rol clave en la garantía 
de disponibilidad y regulación del recurso a gran escala, y constituyen un indicador directo 
del estado de la seguridad hídrica, de la eficiencia en el uso del agua y del grado de avance 
de la planificación sectorial y territorial del país. 

  



 

5.1.6 Síntesis 

En la práctica, solo una parte de los registros se encuentra implementada y existen brechas 
significativas en cobertura, actualización y accesibilidad (Tabla 15). 

Tabla 15. Registros del CPA: estructura normativa y situación actual 

Registro legal / 
reglamentario 

Función y contenido 
teórico 

Estado actual Brechas principales 

Registro Público de 
Derechos de 
Aprovechamiento de 
Aguas 

Núcleo jurídico del CPA. 
Debe reunir todos los 
derechos constituidos o 
reconocidos conforme a 
ley, con anotaciones 
marginales de 
transferencias, gravámenes 
y modificaciones. 

Operativo en la web 
(aprox. 155.000 
registros), pero con 
inconsistencias internas, 
duplicaciones y falta de 
trazabilidad. 

Mezcla derechos 
originales con 
modificaciones. 
No distingue la 
vigencia real. 
Faltan coordenadas, 
caudales y atributos 
básicos. 
Sin vínculo directo 
con CBR. 

Registro Público de 
Derechos No 
Inscritos (art. 2° 
trans.) 

Acoger derechos 
constituidos, pero no 
inscritos en el CBR, para 
efectos de regularización. 

Implementación incierta. 
No se publica la 
información de cobertura 
ni el número de 
derechos. 

Sin control de 
avances ni reportes 
públicos. 
No es interoperable 
con el Registro de 
DAA. 

Registro de 
Organizaciones de 
Usuarios (arts. 196, 
263) 

Identifica Juntas de 
Vigilancia, Asociaciones 
de Canalistas y 
Comunidades de Aguas. 

Sistema parcial y poco 
actualizado; información 
no estandarizada sobre la 
estructura u operación. 

Desactualización 
regional.  
Ausencia de 
padrones digitales. 

Registro de Derechos 
Reales sobre 
Derechos de 
Aprovechamiento 
(art. 122) 

Incorporar hipotecas, 
usufructos y gravámenes. 

Existencia teórica. Sin 
datos públicos 
actualizados. 

No sistematizado ni 
digitalizado. 
Sin mecanismo de 
interoperabilidad con 
CBR. 

Registro de Obras 
(arts. 157, 171) 

Inscribir captaciones, 
conducciones y obras 
vinculadas al ejercicio del 
derecho. 

Población parcial, sin 
publicación ni 
integración completa. 

Obras menores no 
registradas. 
Falta vínculo entre 
obras y derechos. 

Registro de Obras 
Hidráulicas Mayores 
(art. 294) 

Presas, embalses y obras 
de gran escala bajo 
fiscalización de la DGA. 

Cobertura parcial, 
información variable y 
con retrasos. 

Sin consistencia 
temporal. 
Falta la validación de 
datos técnicos. 



Registro legal / 
reglamentario 

Función y contenido 
teórico 

Estado actual Brechas principales 

Registro de Obras de 
Desarrollo del 
Recurso (art. 122) 

Obras de captación, 
conducción, distribución y 
almacenamiento 
ejecutadas con fines de 
gestión pública. 

No actualizado; registros 
dispersos en sistemas 
antiguos. 

No existe plataforma 
unificada.  
Información histórica 
fuera de línea. 

Elaboración propia 

5.2  Inventarios públicos: base técnica del CPA y grado de implementación 

Los inventarios constituyen la dimensión técnica del CPA. En principio, deberían contener 
la información física, cuantitativa y ambiental del recurso (extracciones, calidad, redes, 
glaciares).  

5.2.1 Inventario Público de Extracciones Autorizadas de Aguas  

La DGA cuenta con el inventario público de extracciones autorizadas de aguas, en el que se 
registra la información relativa a las extracciones de aguas superficiales y subterráneas 
realizadas a través de los DAA constituidos o reconocidos por la ley.  

5.2.2 Inventario Público de Obras Hidráulicas 

El Inventario Público de Obras Hidráulicas presenta una cantidad significativa de 
información, referida mayoritariamente a proyectos tramitados al amparo de los artículos 294 
y 151 del Código de Aguas. A junio de 2025, el inventario de obras hidráulicas mayores 
registra un total de 368 proyectos, para los cuales se consignan antecedentes como la 
ubicación geográfica, el solicitante, el tipo de obra, la fuente de abastecimiento y otros 
aspectos relevantes para su caracterización. No obstante, una parte considerable de estos 
campos se encuentra incompleta o presenta información parcial, lo que limita 
significativamente el uso de esta base de datos para análisis técnicos, territoriales o 
comparativos posteriores. 

Por otra parte, se observa que esta base de datos identifica explícitamente los embalses de 
iniciativa privada registrados, que ascienden a un total de 71 proyectos. Estos se concentran 
principalmente en la zona norte del país, destacando las regiones de Antofagasta y 
Valparaíso. Sin embargo, no se dispone de información sobre la superficie de los proyectos, 
sus costos de inversión ni, en la mayoría de los casos, de descripciones que permitan 
identificar con claridad el propósito o la función de los embalses solicitados. Esta carencia 
de antecedentes relevantes sugiere una limitada transparencia hacia los usuarios del sistema 
respecto del alcance, el impacto y la finalidad de las obras proyectadas. 



Asimismo, el inventario evidencia que entre los principales interesados predominan 
empresas del sector minero, lo que refleja la relevancia estratégica del recurso hídrico para 
esta actividad productiva y refuerza la necesidad de contar con registros completos y 
consistentes que permitan evaluar adecuadamente las implicancias hidráulicas, territoriales 
y ambientales de este tipo de infraestructuras. 

Asimismo, se presenta el Inventario de Obras Hidráulicas Menores, que registra un total de 
10.692 obras e incorpora antecedentes como la ubicación geográfica, el solicitante o usuario, 
la descripción de la obra, la fecha de ingreso, su estado administrativo, el tipo de obra y el 
uso del agua, entre otras variables relevantes. No obstante, una proporción significativa de 
estos campos se encuentra sin información, lo que afecta la consistencia y completitud de la 
base de datos. Las regiones que concentran el mayor número de registros de obras hidráulicas 
menores son el Maule y O’Higgins. Desde un punto de vista cuantitativo, el inventario da 
cuenta de una amplia cobertura de este tipo de obras a lo largo del territorio nacional; sin 
embargo, la falta de completitud en variables clave limita su utilización para análisis técnicos, 
territoriales o de gestión. 

Finalmente, el inventario incorpora un registro de las normas transitorias de operación de 
obras hidráulicas, dictadas mediante resoluciones de la Dirección General de Aguas 
conforme al artículo 307 del Código de Aguas. Este registro incluye un total de 48 embalses, 
cada uno asociado a un documento enlazado. No obstante, dichos enlaces no se encuentran 
actualizados y, al intentar acceder a ellos, conducen a páginas de error, lo que limita el acceso 
efectivo a la información y debilita la utilidad práctica de este componente del inventario. 

5.2.3 Inventario público de información hidrológica y meteorológica 

El inventario público de información hidrológica y meteorológica en Chile muestra avances 
importantes en la generación y disponibilidad de datos, aunque sigue siendo incompleto y 
presenta brechas significativas que limitan su valor para una gestión integrada y basada en 
evidencia. 

En el ámbito hidrológico, la red fluviométrica nacional constituye una fuente fundamental 
para el seguimiento de los caudales superficiales, pero su cobertura y consistencia siguen 
siendo insuficientes. De las 303 estaciones actualmente registradas, una parte relevante 
carece de series temporales continuas o de registros de calidad adecuados para sustentar 
análisis hidrológicos robustos. En muchos casos, la longitud mínima recomendada de veinte 
años de observación no se cumple, lo que impide una caracterización estadística confiable y 
limita la identificación de tendencias hidrológicas a largo plazo. En consecuencia, la red 
fluviométrica, aunque funcional, presenta vacíos en la cobertura espacial, la continuidad 
temporal y el control de calidad, lo que limita la capacidad institucional y científica para 
estimar con precisión la disponibilidad y la variabilidad de los recursos hídricos superficiales. 



Desde el punto de vista meteorológico, Chile cuenta con una red de estaciones distribuidas a 
lo largo del territorio nacional, administradas por diversas instituciones, pero con 
heterogeneidades marcadas en la calidad, la frecuencia y la completitud de los registros.  En 
varias regiones, especialmente desde el Maule hacia el sur, la red de monitoreo resulta 
insuficiente para representar adecuadamente las condiciones climáticas locales. Además, 
muchas estaciones presentan discontinuidades en las series, periodos sin observaciones y 
frecuencias de medición inferiores a las requeridas para el análisis estadístico de largo plazo. 
Estas carencias afectan la precisión de los modelos hidrometeorológicos y reducen la 
capacidad de generar pronósticos o índices climáticos de alta resolución, como el SPEI, cuya 
aplicación en la zona austral se ve limitada por la elevada nubosidad y la consiguiente 
degradación de los datos satelitales. 

La red sedimentométrica cuenta con 70 estaciones distribuidas a lo largo del país, destinadas 
al muestreo de sedimentos en suspensión. Sin embargo, en varias de ellas el procesamiento 
de la información es deficiente y no existe información sistemática sobre el arrastre de fondo 
en cauces superficiales, lo que impide estimar balances sedimentarios confiables y evaluar 
los impactos morfológicos en los cursos de agua. 

Respecto de los niveles freáticos, la red de pozos de observación mantiene una cobertura 
limitada y enfrenta un problema estructural, ya que la mayoría de los pozos utilizados son de 
extracción, lo que introduce sesgos en la medición. La red actual aún no permite responder 
preguntas esenciales sobre la recarga natural de los acuíferos ni caracterizar con la precisión 
requerida sus variaciones temporales. 

En cuanto a la información limnológica, esta se limita a un conjunto reducido de lagos 
monitoreados conforme a los criterios de las normas secundarias de calidad ambiental y otras 
recomendaciones técnicas. Su cobertura geográfica es limitada y carece de representatividad 
nacional, lo que reduce su valor para la evaluación integrada de ecosistemas acuáticos. 

Respecto del acceso público a la información hidrológica, la DGA dispone de varias 
plataformas digitales que reúnen distintos tipos de datos sobre recursos hídricos, cada una 
con enfoques, alcances y limitaciones específicos. 

La página Estadísticas Estaciones DGA constituye una de las fuentes más completas de 
información técnica, ya que integra reportes de calidad de aguas, parámetros fisicoquímicos, 
registros fluviométricos y meteorológicos, así como de pozos y de sedimentos. Los usuarios 
pueden seleccionar estaciones por cuenca o comuna y descargar los datos en formato Excel, 
lo que facilita su consulta. Sin embargo, esta herramienta presenta limitaciones que afectan 
su utilidad analítica: los datos se entregan únicamente mensualmente, no están procesados y 
la descarga simultánea se limita a un máximo de diez estaciones. En algunos casos, los 
archivos presentan meses incompletos o fallos de interfaz, lo que retrasa la obtención de 
información continua. Pese a ello, la plataforma se mantiene operativa, es funcional y 
concentra un volumen considerable de información relevante. 



El Observatorio Georreferenciado ofrece información espacial sobre cuencas, fuentes de 
agua, estaciones hidrométricas y glaciares. Aunque el sistema permite visualizar datos de 
interés territorial y descargar algunos archivos en formato shapefile o Excel, no permite 
descargar información meteorológica ni ofrece cobertura completa en todas las regiones. 
Además, parte de la información disponible carece de actualización reciente. En conjunto, el 
CPA constituye una herramienta valiosa para la consulta institucional y los estudios 
territoriales, pero su potencial analítico sigue limitado por la falta de interoperabilidad y de 
actualización. 

Por su parte, el portal Servicios de Información de la DGA agrupa once secciones que reúnen 
distintas bases de datos y visores interactivos. Entre ellos destacan el Visualizador 
Hidrométrico Nacional, que permite acceder a información meteorológica en tiempo real, y 
el Visor de Estadística Hidrométrica, que ofrece series temporales más extensas con filtros 
para facilitar su consulta. No obstante, en ambos casos los datos se presentan sin 
procesamiento previo y con restricciones de descarga. Otros componentes del portal, como 
el Visor de Estaciones en Línea y la sección Datos Satelitales en Línea, enfrentan problemas 
similares de discontinuidad y falta de sistematización. Los Boletines Hidrológicos, 
disponibles desde 2005, constituyen una fuente útil para el seguimiento de precipitaciones y 
caudales, aunque su formato PDF dificulta su análisis automatizado. Finalmente, la Mapoteca 
Digital ofrece una amplia gama de archivos en formato shapefile sobre cuencas, ríos, lagos 
y decretos, lo que constituye una herramienta destacada para la gestión territorial y la 
planificación. 

Estas plataformas reflejan el esfuerzo sostenido de la DGA para fortalecer el acceso público 
a la información hídrica. Sin embargo, persisten desafíos importantes vinculados a la falta de 
procesamiento, la dispersión entre sistemas, las brechas de actualización y la escasa 
interoperabilidad entre las bases de datos. Abordar estas limitaciones resulta esencial para 
consolidar una infraestructura de información integrada, moderna y al servicio de una gestión 
del agua más transparente, eficiente y basada en evidencia. 

En conjunto, el diagnóstico del inventario evidencia que las redes hidrológicas, 
meteorológicas y complementarias operan de manera fragmentada, con distintos niveles de 
calidad, continuidad y cobertura territorial. Esta situación reduce la capacidad del Estado 
para disponer de información oportuna, validada y comparable, lo que afecta tanto la 
evaluación de la disponibilidad hídrica como la gestión adaptativa ante la variabilidad y el 
cambio climático. Fortalecer la integración, la estandarización y la actualización de estas 
redes constituye un requisito esencial para avanzar hacia una gobernanza del agua más 
eficiente, transparente y resiliente. 

  



 

5.2.4 Inventario Público de Obras Estatales de Desarrollo del Recurso y Reservas de 
Aguas 

El inventario público de obras estatales de desarrollo del recurso y de reservas de agua 
registra las obras de riego construidas por el Estado. Por un lado, la página cuenta con un 
archivo de Excel descargable con los embalses construidos entre 1962 y 2025. En este se 
presentan 31 embalses, ubicados principalmente en las regiones de Coquimbo y del Maule, 
y uno en construcción. Esta información se presenta bastante completa, con variables como 
el cauce, el volumen que contiene, la administración, la superficie de riego, etc. Por otro lado, 
cuenta con un listado de decretos de distintos proyectos de riego desde la región de Atacama 
a Magallanes en el período 2009-2018, cada uno con las variables región, nombre reserva, 
número y fecha, además de un enlace al PDF del decreto en cuestión. En este caso, se 
registran 46 proyectos en total, concentrados en la zona sur del país, especialmente en Los 
Lagos y Aysén. En términos del usuario, esta información resulta más compleja de visualizar 
y utilizar, ya que se trata de documentos jurídicos que emplean un lenguaje limitante para 
quienes no tienen conocimientos en la materia. Ello, restringe la transparencia de esta 
información a todo público, evidenciando un obstáculo en la obtención de estos datos.  

5.2.5 Inventario Público de Extracciones Efectivas de aguas 

El inventario público de extracciones efectivas de aguas se materializa actualmente mediante 
una herramienta desarrollada por la Dirección General de Aguas, denominada Software de 
Monitoreo de Extracciones Efectivas, que reemplaza el esquema tradicional de inventario en 
formato de listado. Esta plataforma se estructura en dos componentes principales: el Módulo 
de Consulta Pública de Extracciones y el Observatorio de Monitoreo de Extracciones 
Efectivas. 

El Módulo de Consulta Pública pone a disposición información relativa a las obras de 
captación registradas en el sistema, la cual es reportada directamente por los titulares de los 
respectivos derechos de aprovechamiento de aguas (DAA). La herramienta permite realizar 
búsquedas mediante distintos criterios, como el código de obra, el RUT o el nombre del 
titular, las características de la obra, sus coordenadas y su ubicación geográfica. Los datos 
están disponibles para su descarga en formato CSV e incluyen los volúmenes mensuales de 
extracción informados para cada región del país. 

Por su parte, el Observatorio de Monitoreo de Extracciones Efectivas permite visualizar, 
mediante herramientas geográficas, las extracciones efectivas de aguas, tanto superficiales 
como subterráneas, a escala nacional. Cada punto georreferenciado incorpora información 
básica sobre su localización, la naturaleza de la extracción y el usuario asociado, lo que 
facilita una aproximación espacial al comportamiento del uso del recurso. 



En términos generales, la información de monitoreo efectivo de las extracciones existe y 
presenta un nivel técnico relativamente robusto. No obstante, su estado actual evidencia 
problemas relevantes de acceso, integración, consistencia y utilización, tanto para usuarios 
externos como para internos de la propia DGA. En particular, se identifican las siguientes 
limitaciones: 

1. Fragmentación y falta de interoperabilidad: los datos de monitoreo efectivo se 
distribuyen en distintos sistemas, observatorios, visualizadores públicos y 
plataformas internas que no están adecuadamente integrados. Esta fragmentación 
genera inconsistencias entre la información pública y los registros internos más 
actualizados. 

2. Problemas de actualización y trazabilidad: los datos accesibles al público suelen 
presentar desfases temporales respecto de la información interna. Actualmente, solo 
existen inventarios disponibles para cuatro regiones, Tarapacá, Antofagasta, Atacama 
y Coquimbo, los cuales, además, no se encuentran actualizados. Esta información se 
ofrece exclusivamente en formato PDF descargable, lo que dificulta su reutilización 
y análisis. Adicionalmente, los documentos disponibles corresponden al período 
2002–2005, lo que evidencia una falta de continuidad y sistematicidad en la 
actualización de los registros. A ello se suma que los procesos de recalibración de 
estaciones de monitoreo pueden introducir modificaciones en las series históricas, sin 
mecanismos claros de trazabilidad, lo que afecta la confiabilidad de la información 
para su uso en procedimientos administrativos, judiciales y de fiscalización. 

3. Baja usabilidad y barreras de acceso: si bien los datos son formalmente públicos, su 
consulta efectiva requiere conocer códigos de obra, estaciones o rutas específicas, lo 
que restringe su utilización por parte de ciudadanos, actores territoriales e incluso de 
funcionarios no especializados. 

4. Uso limitado para la gestión y la toma de decisiones: pese a que el monitoreo efectivo 
de extracciones podría sustentar decisiones clave en materia de distribución del 
recurso, fiscalización, aplicación de sanciones y gestión en escenarios de escasez, la 
información no se encuentra sistematizada en reportes operativos ni integrada con 
datos de derechos, de usuarios o del contexto hidrológico en el que se insertan las 
extracciones. 

5. Dependencia del conocimiento experto: la interpretación y el uso operativo de los 
datos descansan en gran medida en funcionarios con experiencia acumulada, sin que 
existan protocolos suficientemente estandarizados ni herramientas institucionalizadas 
que aseguren su aplicación homogénea. Esta situación genera riesgos de pérdida de 
capacidades institucionales y de discontinuidad en los criterios técnicos. 

En consecuencia, el monitoreo efectivo de extracciones no presenta su principal cuello de 
botella en la ausencia de datos, sino en debilidades estructurales asociadas a la gobernanza 
de la información, la integración de sistemas y la transformación de los datos disponibles en 



información operativa y útil para la gestión del agua. Con todo, la existencia y mantención 
del Software de Monitoreo de Extracciones Efectivas constituye un avance relevante en la 
modernización de los mecanismos de obtención y disponibilidad de información por parte de 
la DGA, particularmente considerando que la plataforma se mantiene activa y en proceso de 
actualización continua. 

5.2.6 Inventario Público sobre Información de Calidad de Aguas 

El Inventario Público sobre Información de Calidad de Aguas presenta una implementación 
débil, fragmentada y poco operativa. No se dispone de un sistema consolidado, actualizado 
ni fácilmente accesible que permita cumplir plenamente con las funciones que la normativa 
le asigna. 

Uno de los principales problemas identificados es la superposición de competencias y la 
duplicación de esfuerzos entre distintas instituciones públicas. Mientras el Ministerio del 
Medio Ambiente (MMA) levanta y gestiona información sobre la calidad de las aguas a 
través de estudios y programas de monitoreo en diversas cuencas del país, la DGA mantiene 
su propio inventario en el marco del CPA. Esta coexistencia de sistemas, sin una 
coordinación clara ni protocolos efectivos de interoperabilidad, genera duplicidades, vacíos 
de información y una articulación institucional débil, lo que reduce significativamente la 
eficiencia del sistema nacional de monitoreo de la calidad del agua. 

Además, la información disponible sobre calidad de aguas es limitada, obsoleta e incompleta, 
y que en muchos casos no se encuentra disponible al público de manera sistemática ni a bajo 
costo. Una proporción relevante de los antecedentes existentes proviene de estudios antiguos, 
sin actualización periódica, lo que disminuye sustancialmente su utilidad como insumo para 
la gestión, la planificación y la toma de decisiones públicas. 

A estas debilidades se suma la ausencia de una política nacional clara y de una dirección 
institucional definida orientada a la generación, actualización y difusión regular de 
información sobre la calidad de las aguas. En la práctica, ello se traduce en esfuerzos aislados, 
falta de continuidad en los programas de monitoreo y una escasa capacidad para transformar 
los datos disponibles en herramientas operativas de gestión ambiental e hídrica. 

Desde el punto de vista operativo, el inventario declara incorporar información sobre las 
condiciones físico-químicas y biológicas del agua; sin embargo, en la práctica, solo se cuenta 
con información correspondiente a la primera categoría. Los datos provienen de mediciones 
realizadas por la DGA a través de la Red Hidrométrica Nacional y se encuentran disponibles 
en una plataforma en línea que integra variables hidrológicas, como caudales y antecedentes 
meteorológicos. Esta aplicación permite realizar consultas por región, cuenca o división 
administrativa, definir rangos de fechas y acceder a los registros de estaciones específicas. 

Si bien existen numerosas estaciones de monitoreo distribuidas a lo largo del territorio 
nacional, muchas de ellas presentan vacíos significativos en sus series temporales de datos. 



Cuando una estación dispone de la información requerida, el sistema entrega los resultados 
en un archivo de Excel que incluye 22 parámetros químicos, 4 aniones y compuestos, 1 gas 
y 3 variables físicas, medidos con una frecuencia que varía entre 1 y 4 veces al año, según la 
estación. 

Pese a esta amplitud de cobertura territorial, la plataforma presenta importantes limitaciones 
de usabilidad. No permite identificar previamente qué estaciones cuentan con los datos 
buscados, obliga a realizar consultas individuales estación por estación y restringe la descarga 
a un máximo de diez estaciones por búsqueda, lo que dificulta significativamente la 
obtención y el análisis masivo de información. 

Conocer y acceder de manera oportuna y eficiente al estado de la calidad de las aguas resulta 
esencial para garantizar la seguridad del recurso, proteger los ecosistemas y la salud pública, 
apoyar las labores de fiscalización ambiental y orientar adecuadamente las actividades 
productivas. No obstante, las herramientas actuales del CPA aún no cumplen con los 
estándares de completitud, actualización y usabilidad necesarios para que esta información 
constituya una base sólida para una gestión moderna, integrada y transparente de los recursos 
hídricos en Chile. 

5.2.7 Inventario Público de Cuencas Hidrográficas y Lagos 

El Inventario de Cuencas y Lagos de Chile es el inventario oficial más completo y vigente 
de la delimitación hidrográfica del país. Este instrumento describe de manera sistemática la 
delimitación, enumeración y codificación de todas las unidades hidrográficas del territorio 
nacional, abarcando desde la Región de Arica y Parinacota hasta la Región de Magallanes y 
de la Antártica Chilena. Para cada unidad, el inventario consigna su nombre, código, 
superficie, tipo de sistema (exorreico o endorreico) y el porcentaje de extensión regional, lo 
que ofrece una caracterización integral y estandarizada del sistema hídrico chileno. Sumado 
a ello, cuenta con una serie de cartografías que cubren todo el territorio, donde se señalan los 
límites de las cuencas, subcuencas y subsubcuencas, sumado a los lagos, lagunas o embalses, 
salares, ríos, esteros y quebradas. 

La información contenida en el inventario está disponible en formato georreferenciado 
mediante herramientas de sistemas de información geográfica (SIG), así como en los 
documentos cartográficos y técnicos publicados por la DGA, que incluyen los mapas y el 
informe final de clasificación hidrográfica. 

Este inventario desempeña un papel fundamental en la gestión pública del agua, al 
proporcionar a la DGA la base técnica e institucional necesaria para la planificación, la 
administración y el manejo integrado de los recursos hídricos. Asimismo, constituye una 
referencia clave para la evaluación de disponibilidades, la gestión por cuencas y la 
formulación de políticas y estrategias de gestión del agua, contribuyendo a fortalecer la 
gobernanza hídrica y la toma de decisiones basada en evidencia. 



5.2.8 Inventario Público de Glaciares 

El Inventario Público de Glaciares de Chile fue actualizado en mayo de 2022 y ya no está 
completamente actualizado, pero su última versión (IPG 2022) se basa en imágenes 
satelitales y es la referencia más reciente y completa disponible hasta la fecha. La versión de 
2022 reemplazó el catastro anterior de 2014, mejoró su metodología y aumentó el número de 
glaciares catalogados, aunque también evidenció una pérdida de superficie de hielo debido 
al derretimiento.  

5.2.9 Síntesis Inventarios 

La Tabla 16 sintetiza los principales elementos del diagnóstico sobre el inventario analizado, 
organizando la información en dimensiones clave que permiten visualizar sus avances y 
debilidades. A través de ella se presentan el nivel de desarrollo operativo, las brechas de 
coordinación institucional, las limitaciones de cobertura y actualización de los datos, así 
como los desafíos pendientes para que este instrumento pueda apoyar efectivamente la 
gestión y planificación de los recursos hídricos. 

Tabla 16. Inventarios públicos de la DGA y su estado actual 

Inventario 
Contenido teórico según 
Reglamento CPA 

Estado de 
implementación 

Brechas observadas 

Extracciones 
Autorizadas 

Registra obras y caudales 
autorizados, diferenciando 
entre aguas superficiales y 
subterráneas. 

Subterráneas: 
implementadas 
únicamente en el norte. 
Superficiales: no 
implementados. 

Falta un sistema de 
ingreso desde regiones. 
Sin interoperabilidad 
con la fiscalización ni 
con patentes. 

Obras Hidráulicas 

Incluye obras mayores y 
menores; normas de 
operación (Art. 294 y 
307). 

Requiere sistematización. 
Datos dispersos entre CPA 
y el Centro Documental. 

Obra menor no 
inventariada. 
Sin consulta pública. 
Desactualización 
general. 

Información 
Hidrológica y 
Meteorológica 

Fluviometría, 
meteorología, nieve, 
sedimentos, niveles 
freáticos. 

Disponible vía BNA y 
SAD; rezago de ~6 meses. 

Múltiples fuentes 
externas no integradas. 
Modelo BNA 
desactualizado. 
Falta el enlace con 
DMCh. 

Obras Estatales y 
Reservas 

Obras de riego estatales y 
reservas de agua 
administradas. 

No constituye un 
inventario sistemático. 

Sin coordinación 
DOH-DGA. 



Inventario 
Contenido teórico según 
Reglamento CPA 

Estado de 
implementación 

Brechas observadas 

Datos parciales y 
escasamente 
actualizados. 

Extracciones 
Efectivas 

Volúmenes efectivamente 
utilizados. 

No implementado. Existen 
solo datos específicos. 

Falta medición 
continua. 
Sin base nacional 
interoperable. 

Calidad de Aguas 
Registros físico-químicos 
y biológicos. 

Disponible en BNA y 
SAD. 145 estaciones. 

Cobertura desigual. 
Retraso en el ingreso 
de datos. 
Sin integración 
ecológica. 

Cuencas y Lagos 
Información territorial 
sobre cuencas, lagunas y 
cuerpos de agua. 

Disponible vía SIG y 
SAD. 

No contiene balances 
hídricos. 
Incongruencias 
cartográficas. 

Glaciares 
Información geoespacial 
sobre los glaciares del 
país. 

Operativo (SIG y SAD). 
Faltan datos técnicos 
asociados y una 
actualización global. 

Elaboración propia 

Se evidencia una implementación parcial de los inventarios, descoordinación institucional y 
falta de actualización sistemática: 

1. Implementación desigual y rezagada: de los ocho inventarios normativamente 
establecidos, solo algunos, como los de Información Hidrológica y 
Meteorológica o Glaciares, presentan cierto grado de funcionamiento. Otros, como 
los de Extracciones Efectivas u Obras Estatales y Reservas, permanecen sin 
implementarse o con avances mínimos. 

2. Desactualización y falta de interoperabilidad: la mayoría de los inventarios muestran 
información rezagada y no interoperable con otros sistemas de la DGA, como la 
fiscalización, las patentes o la gestión territorial. La ausencia de integración reduce 
su valor operativo y dificulta la trazabilidad de los datos. 

3. Cobertura incompleta y brechas territoriales: los registros de Extracciones 
Autorizadas y Calidad de Aguas evidencian un fuerte sesgo hacia las regiones del 
norte, dejando grandes vacíos de información en el centro y sur del país, donde ocurre 
la mayor parte del uso agrícola y urbano del recurso. 



4. Déficit en mediciones continuas y monitoreo en tiempo real: no existen sistemas 
consolidados para medir Extracciones Efectivas ni para mantener balances 
actualizados de Cuencas y Lagos, lo que impide calcular con precisión la 
disponibilidad del recurso y evaluar condiciones de sobreexplotación. 

5. Falta de estandarización y acceso público limitado: muchos inventarios carecen de 
plataformas de consulta pública o muestran datos dispersos en el CPA, el Centro 
Documental y el BNA, sin criterios comunes de formatos, validación o actualización. 

6. Desarticulación interinstitucional: la falta de coordinación entre organismos clave 
(DGA, DOH, DMC, MMA) impide consolidar una visión nacional coherente de los 
recursos hídricos, lo que afecta tanto la planificación de obras como el control del uso 
del agua. 

En síntesis, los inventarios del CPA no logran cumplir aún su función como base integrada 
de información hidrológica y ambiental, lo que limita la capacidad del Estado para planificar, 
fiscalizar y gestionar el recurso hídrico de manera eficiente y transparente. 

5.3 Archivos y documentación técnica: soporte normativo e histórico 

Los archivos del CPA cumplen un rol esencial: preservan la historia de las decisiones, las 
normas y los estudios que sustentan la gestión. Sin embargo, presentan importantes brechas 
(Tabla 17). 

Tabla 17. Archivos públicos del CPA y situación actual 

Archivo Contenido teórico Estado actual 
Brechas 
principales 

Archivo de 
Jurisprudencia 
Administrativa y 
Normas sobre Calidad 
de Aguas 

Resoluciones de la DGA, 
dictámenes de la Contraloría, 
normas de calidad ambiental 
e interpretaciones jurídicas 
relevantes. 

Operativo en el Centro 
Documental, 
parcialmente 
digitalizado. 

No integrado al 
CPA ni a los 
registros. 
Publicación 
irregular. 
Dificultad de 
búsqueda y 
trazabilidad. 

Archivo de Estudios e 
Informes Técnicos 

Estudios, diagnósticos, bases 
y antecedentes técnicos 
utilizados en decisiones de la 
DGA. 

Existencia parcial; 
repositorio físico y 
digital sin metadatos 
estandarizados. 

No es 
interoperable con 
SIG ni con 
inventarios. 
No se utiliza 
activamente en 
procesos de toma 
de decisiones. 

Elaboración propia 



Los archivos, en su estado actual, no son útiles como fuente activa de gestión, sino como 
bodegas de información histórica dispersa. 

5.4 Síntesis general del estado del CPA 

El Catastro Público de Aguas se encuentra en un estado intermedio entre la aspiración 
normativa y la realidad operativa. Si bien existe un armazón legal y reglamentario completo, 
la ejecución práctica es fragmentada, parcial y tecnológicamente rezagada (Tabla 18). 

Tabla 18. Síntesis general del estado del CPA 

Dimensión Situación actual 
Brecha respecto del diseño 
normativo 

Registros 
Implementación parcial; duplicidades y 
vacíos; falta de vínculo con CBR. 

El diseño exige registro exhaustivo, 
trazable y único por derecho. 

Inventarios 
Gran parte no implementada o 
desactualizada. 

El diseño exige inventarios continuos 
y validados por la DGA. 

Archivos 
Dispersos, sin integración con los sistemas 
operativos. 

Deberían funcionar como memoria 
viva del CPA. 

Integración 
institucional 

Ausencia de interoperabilidad entre DGA–
CBR–OUA. 

El modelo teórico prevé trazabilidad 
entre fuentes. 

Calidad de datos Inconsistente, incompleta y poco validada. 
El diseño normativo requiere datos 
depurados y auditables. 

Accesibilidad 
Portales públicos sin actualizaciones 
regulares. 

El reglamento impone publicidad y 
transparencia total. 

Gestión del 
conocimiento 

Uso del CPA como depósito, no como 
herramienta de gestión. 

Concepción teórica: CPA activo, 
base de la planificación. 

Elaboración propia 

La falta de interoperabilidad con los registros de propiedad del CBR, la ausencia de 
inventarios actualizados, la baja calidad de los datos y la debilidad institucional de la DGA 
en materia de gestión de la información impiden que el CPA cumpla su función central: 
proveer un panorama integrado, confiable y trazable de los derechos y usos del agua en Chile. 

Superar estas brechas exige una estrategia simultánea de digitalización, depuración masiva, 
normalización de campos, enlace jurídico con los CBR y fortalecimiento de la gobernanza 
del dato, asegurando que los registros, inventarios y archivos pasen de ser repositorios 
estáticos a instrumentos activos de gestión, planificación y fiscalización del recurso hídrico. 



Finalmente, si bien la información del CPA está disponible en línea, persisten desafíos 
relevantes en materia de transparencia y de acceso público. La frecuencia de actualización, 
la cobertura efectiva y la claridad de los criterios de consulta distan aún de los estándares 
esperables para un sistema moderno de gobernanza hídrica. En particular, la información 
publicada no siempre permite distinguir con claridad entre derechos vigentes, modificados o 
en tramitación, lo que limita su utilidad para instituciones públicas, usuarios y otros actores 
del sector. 

5.5 Matriz de brechas del CPA y funciones de la DGA afectadas 

5.5.1 Evaluación de la vinculación entre las brechas y funciones de la DGA 

Se evalúan las funciones de la DGA presentadas en la sección 4.4.1 (Tabla 10).  En particular, 
se evalúan  

• F1 Medición e investigación  
• F2 Planificación hídrica  
• F3 Asignación de derechos (DAA)  
• F4 Reconocimiento y regularización de derechos  
• F5 Modificación del ejercicio de derechos  
• F6 Regulación de aguas subterráneas  
• F7 Fiscalización y vigilancia  
• F8 Patentes por no uso  
• F9 Autorización y fiscalización de obras  
• F10 Gestión de sequías y emergencias  
• F11 Promoción y fiscalización de OUA / resolución de  

La Tabla 19 presenta la evaluación de cómo las brechas identificadas en el CPA afectan las 
macrofunciones de la DGA. En primer lugar, un conjunto relevante de brechas se relaciona 
con la incompletitud, la inconsistencia y la falta de depuración del registro de derechos de 
aprovechamiento de aguas. La existencia de un catastro incompleto (brecha 1), la 
desalineación entre el CPA y los registros de los Conservadores de Bienes Raíces (brecha 2), 
la presencia de títulos de derechos incompletos (brecha 3) y los altos costos e incertidumbres 
asociados al perfeccionamiento de títulos (brecha 4) impiden que la DGA disponga de una 
visión clara y actualizada del universo real de derechos existentes. Estas limitaciones afectan 
directamente funciones centrales como la planificación hídrica (F2), la asignación, 
regularización y modificación de derechos (F3, F4 y F5), la fiscalización (F7) y la resolución 
de conflictos (F11), lo que genera retrasos administrativos, decisiones basadas en 
información incompleta y una mayor propensión a la judicialización. 

  



 

Tabla 19. Evaluación de la brecha en el cumplimiento en la función DGA 

Nº Brecha crítica del CPA 
Funciones DGA 
directamente 
afectadas 

Forma en que la brecha impacta la función 

1 
Catastro incompleto de 
derechos existentes 

F2, F3, F4, F7, F11 
La DGA no conoce el universo real de derechos, 
afectando planificación, asignación, regularización, 
fiscalización y resolución de conflictos 

2 Desalineación CPA–CBR F3, F4, F5, F7 
Impide verificar derechos preexistentes, 
transferencias y vigencia jurídica al evaluar 
solicitudes 

3 
Títulos de derechos 
incompletos 

F4, F5, F3 
Obstaculiza regularizaciones y modificaciones; 
retrasa decisiones administrativas 

4 
Perfeccionamiento de títulos 
costoso e incierto 

F4, F3 
Desincentiva regularización y mantiene derechos 
fuera del CPA 

5 
Registro acumulativo sin 
depuración 

F2, F3, F5, F7 
La DGA no puede identificar derechos únicos ni su 
estado actual 

6 
Falta de trazabilidad 
histórica del DAA 

F3, F5, F7, F11 
No es posible evaluar impactos acumulativos ni 
antecedentes completos 

7 
Información incompleta 
sobre vigencia del derecho 

F3, F7, F8 
Dificulta fiscalización, aplicación de patentes y 
control de legalidad 

8 
Débil información sobre 
extracciones efectivas 

F2, F6, F7, F8, F10 
La DGA no puede controlar uso real, 
sobreexplotación ni escasez 

9 
Desconexión derecho–obra–
uso efectivo 

F6, F7, F9, F10 
Falta de control integrado de impactos hidráulicos y 
extracción 

10 
Cobertura territorial 
heterogénea 

F1, F2, F7, F10 
Decisiones inconsistentes entre regiones; inequidad 
territorial 

11 
Información no 
retroalimentada al CPA 

F1, F2, F7 
Estudios y fiscalizaciones no mejoran la base 
institucional 

12 
Fragmentación institucional 
del CPA 

F1–F11 (transversal) 
Debilita todas las funciones al no existir gobernanza 
del dato 

13 Opacidad de registros clave F3, F7, F11 
Reduce transparencia y confianza en decisiones de 
la DGA 



Nº Brecha crítica del CPA 
Funciones DGA 
directamente 
afectadas 

Forma en que la brecha impacta la función 

14 Brechas de calidad de datos F1, F2, F3, F7 
Decisiones basadas en datos incompletos o 
inconsistentes 

15 
Desfase entre exigencia legal 
y capacidad real del CPA 

F3, F4, F5, F11 
Se exige inscripción para ejercer derechos sin que el 
sistema sea plenamente funcional 

Elaboración propia 

En segundo término, se identifican brechas vinculadas a la ausencia de trazabilidad jurídica 
y administrativa de los derechos de aprovechamiento de aguas. El carácter acumulativo del 
registro, sin procesos sistemáticos de depuración (brecha 5), la falta de trazabilidad histórica 
de los DAA (brecha 6) y la información incompleta sobre su vigencia efectiva (brecha 7) 
dificultan la identificación de derechos únicos, la determinación de su estado actual y la 
evaluación de los impactos acumulativos en el tiempo. Estas deficiencias restringen 
significativamente la capacidad de la DGA para ejercer adecuadamente funciones de control 
y fiscalización, así como para aplicar instrumentos económicos, como la patente por no uso 
(F7 y F8). Del mismo modo, limitan la evaluación de la legalidad, la coherencia y la 
consistencia de las solicitudes sometidas a decisión administrativa. 

Un tercer conjunto de brechas se relaciona con la desconexión entre el derecho, la obra 
hidráulica y el uso efectivo del recurso. La debilidad de la información sobre extracciones 
efectivas (brecha 8) y la falta de integración entre derechos, obras y uso real del agua (brecha 
9) limitan gravemente la capacidad de la DGA para controlar situaciones de 
sobreexplotación, gestionar escenarios de escasez y evaluar impactos hidráulicos y 
territoriales. Estas carencias afectan de forma transversal funciones estratégicas como la 
planificación hídrica (F2), la regulación de aguas subterráneas (F6), la fiscalización y 
vigilancia (F7), la gestión de sequías y emergencias (F10) y la autorización y control de obras 
hidráulicas (F9), lo que impide avanzar hacia una gestión del recurso basada en riesgos y 
sustentada en evidencia empírica robusta. 

Asimismo, la heterogeneidad territorial de la información y la fragmentación institucional 
del CPA generan brechas estructurales de alto impacto sistémico. La cobertura territorial 
desigual de los datos disponibles (brecha 10) conduce a decisiones inconsistentes entre 
regiones y refuerza las inequidades en la aplicación de la normativa. A ello se suma la 
ausencia de mecanismos de retroalimentación sistemática de estudios, fiscalizaciones y 
antecedentes técnicos al CPA (brecha 11), lo que impide que el sistema incorpore 
aprendizajes y se fortalezca a partir de la información que genera la propia DGA. Estas 
limitaciones se ven amplificadas por la fragmentación institucional del CPA (brecha 12), que 
afecta de manera transversal todas las funciones del servicio (F1 a F11), al no existir una 



gobernanza clara del dato, estándares comunes ni responsabilidades definidas para su 
actualización, validación y uso. 

Finalmente, las brechas asociadas a la transparencia, la calidad de los datos y la coherencia 
normativa refuerzan el carácter sistémico del problema. La opacidad de los registros clave 
(brecha 13) reduce la transparencia y debilita la confianza pública en las decisiones de la 
DGA, afectando especialmente las funciones de asignación de derechos, fiscalización y 
resolución de conflictos (F3, F7 y F11). Las brechas de calidad de datos (brecha 14) obligan 
a adoptar decisiones basadas en información incompleta o inconsistente, mientras que el 
desfase entre las exigencias legales y la capacidad real del CPA (brecha 15) genera una 
tensión estructural: se exige la inscripción y regularización de derechos como condición para 
su ejercicio, sin que el sistema registral cuente aún con la funcionalidad, cobertura y 
confiabilidad necesarias para cumplir plenamente dicho rol. 

En conjunto, el análisis de la tabla evidencia que las brechas del CPA no constituyen 
problemas aislados ni meramente técnicos, sino que conforman un entramado de deficiencias 
que debilitan de manera directa y simultánea múltiples funciones sustantivas de la DGA. 
Estas brechas erosionan la efectividad de la política hídrica, incrementan los costos 
administrativos y judiciales y limitan la capacidad del Estado para avanzar hacia una gestión 
integrada, territorialmente equitativa y orientada al riesgo del recurso hídrico. 

Desde una perspectiva funcional, los impactos del CPA se concentran con mayor intensidad 
en las siguientes atribuciones de la DGA: la asignación, regularización y modificación de 
derechos de aprovechamiento de aguas (F3–F5), la fiscalización y vigilancia (F7), la 
planificación hídrica (F2) y la regulación de aguas subterráneas (F6). Todas estas funciones 
dependen críticamente de información integrada, trazable y actualizada, precisamente en 
aquellos ámbitos donde el CPA presenta sus déficits más severos. 

La fragmentación del CPA (brecha 12) afecta simultáneamente a la totalidad de las funciones 
de la DGA, transformando un problema originalmente informacional en un problema de 
capacidad institucional. Este déficit estructural no es neutro desde el punto de vista de la 
política pública: tiene efectos directos y acumulativos sobre el funcionamiento del sistema 
de gestión hídrica. En particular, la ausencia de información completa, integrada y confiable 
contribuye al aumento de la litigiosidad en materia de aguas, eleva los costos administrativos 
asociados a la tramitación, la fiscalización y la resolución de controversias, y debilita la 
legitimidad técnica y jurídica de las decisiones adoptadas por la autoridad. Asimismo, estas 
limitaciones restringen significativamente la capacidad del Estado para avanzar hacia una 
gestión del agua basada en cuencas y orientada a la evaluación y gestión de riesgos, 
dificultando la adopción de enfoques más integrados, preventivos y adaptativos frente a la 
escasez hídrica y los efectos del cambio climático. 

  



 

5.5.2 Brechas estructurales del Catastro Público de Aguas: impacto funcional y 
prioridades de intervención 

La prioridad asignada a cada brecha se determina a partir de la combinación de tres factores 
analíticos complementarios. En primer lugar, se considera el número de funciones de la DGA 
directamente afectadas, como indicador de la extensión del impacto funcional de cada brecha. 
En segundo término, se evalúa la centralidad de la brecha para la adopción de decisiones 
jurídicas y administrativas críticas, en particular aquellas vinculadas a la asignación, 
regularización, fiscalización y control del uso del recurso hídrico. Finalmente, se incorpora 
el nivel de riesgo institucional asociado, entendido como la probabilidad de generar efectos 
adversos relevantes, tales como el aumento de la litigiosidad, la adopción de decisiones 
ilegales o inconsistentes, la sobreexplotación del recurso y la pérdida de legitimidad de la 
acción pública. 

Con base en estos criterios, las brechas se clasifican en tres niveles de prioridad. Las brechas 
de alta prioridad corresponden a déficits estructurales y sistémicos que bloquean o 
comprometen el ejercicio de funciones clave de la DGA. Las brechas de prioridad media son 
aquellas que, si bien resultan relevantes y generan ineficiencias operativas y riesgos de 
gestión, admiten mitigaciones parciales en el corto o mediano plazo. Finalmente, las brechas 
de prioridad baja corresponden a problemas acotados o secundarios, cuyo impacto no paraliza 
las funciones centrales del sistema ni compromete de manera inmediata la capacidad 
institucional de la DGA. La evaluación se presenta en la Tabla 20. 

Las brechas clasificadas como de alta prioridad configuran el núcleo estructural del problema 
del Catastro Público de Aguas (CPA). La persistencia de estas brechas impide que el catastro 
cumpla su función básica como infraestructura de información para la gestión hídrica; en 
consecuencia, sin su resolución, cualquier esfuerzo de modernización del CPA tendrá un 
carácter meramente cosmético y no logrará fortalecer de manera sustantiva la capacidad del 
Estado para planificar, fiscalizar y gestionar el recurso. Por su parte, las brechas de prioridad 
media inciden principalmente en la eficiencia, la equidad y la calidad de la gestión pública 
del agua. Estas se manifiestan en la heterogeneidad territorial de la información, la falta de 
mecanismos sistemáticos de retroalimentación al CPA y las debilidades en materia de calidad 
y transparencia de los datos disponibles. Si bien estas brechas no paralizan por completo el 
sistema, sí amplifican las limitaciones estructurales y generan desigualdades en la aplicación 
de la normativa. Por ello, deben abordarse de manera paralela y coherente, aunque no pueden 
sustituir ni postergar las reformas de carácter estructural que requiere el CPA. 

  



 

Tabla 20. Brechas críticas del Catastro Público de Aguas: impacto funcional en la DGA y 
priorización de intervención 

Nº Brecha crítica del CPA 
Funciones 
DGA afectadas 

Prioridad Justificación de la prioridad 

1 
Catastro incompleto de 
derechos existentes 

F2, F3, F4, F7, 
F11 

ALTA 
Sin conocer el universo real de derechos, la 
DGA no puede planificar, asignar ni fiscalizar 
con certeza jurídica 

2 Desalineación CPA–CBR F3, F4, F5, F7 ALTA 
Impide validar existencia y vigencia de 
derechos; fuente directa de litigios y errores 
administrativos 

3 
Títulos de derechos 
incompletos 

F3, F4, F5 ALTA 
Bloquea regularización y modernización del 
catastro; afecta masivamente derechos 
históricos 

4 
Perfeccionamiento de títulos 
costoso e incierto 

F4, F3 ALTA 
Constituye una barrera estructural de entrada 
al CPA; perpetúa la incompletitud 

5 
Registro acumulativo sin 
depuración 

F2, F3, F5, F7 ALTA 
Un registro ≠ un derecho; sin consolidación no 
hay gestión basada en derechos reales 

6 
Falta de trazabilidad histórica 
del DAA 

F3, F5, F7, F11 ALTA 
Impide evaluar impactos acumulativos y 
antecedentes completos 

7 
Información incompleta sobre 
vigencia del derecho 

F3, F7, F8 ALTA 
Riesgo directo de fiscalizar derechos 
extinguidos o no cobrar patentes 
correctamente 

8 
Débil información sobre 
extracciones efectivas 

F2, F6, F7, F8, 
F10 

ALTA 
Sin uso efectivo no hay control de 
sobreexplotación ni gestión de escasez 

9 
Desconexión derecho–obra–
uso efectivo 

F6, F7, F9, F10 ALTA 
Brecha clave para fiscalización, aguas 
subterráneas y gestión de riesgo 

10 
Cobertura territorial 
heterogénea 

F1, F2, F7, F10 MEDIA 
Genera inequidad y decisiones dispares, pero 
no bloquea completamente el sistema 

11 
Información no 
retroalimentada al CPA 

F1, F2, F7 MEDIA 
Reduce aprendizaje institucional y eficiencia, 
pero es corregible sin reforma legal 

12 
Fragmentación institucional 
del CPA 

F1–F11 (todas) ALTA 
Brecha sistémica: sin gobernanza del dato, 
ninguna función opera óptimamente 



Nº Brecha crítica del CPA 
Funciones 
DGA afectadas 

Prioridad Justificación de la prioridad 

13 Opacidad de registros clave F3, F7, F11 MEDIA 
Afecta transparencia y confianza, pero con 
impacto indirecto 

14 Brechas de calidad de datos F1, F2, F3, F7 MEDIA 
Deteriora decisiones, pero puede abordarse 
con mejoras técnicas progresivas 

15 
Desfase entre exigencia legal 
y capacidad real del CPA 

F3, F4, F5, F11 ALTA 
Riesgo jurídico e institucional: se exige 
cumplimiento sin sistema funcional 

Elaboración propia 

En primer lugar, la tabla evidencia que las brechas de mayor prioridad son 
predominantemente estructurales y sistémicas, no solo operativas o técnicas. De las quince 
brechas identificadas, una proporción mayoritaria ha sido clasificada con prioridad alta, lo 
que refleja que los déficits del CPA afectan directamente funciones sustantivas y críticas de 
la DGA, en particular la planificación hídrica, la asignación y el perfeccionamiento y la 
regularización de derechos, la fiscalización, la regulación de las aguas subterráneas y la 
gestión de la escasez. La reiterada afectación de estas funciones indica que el CPA, en su 
estado actual, no cumple adecuadamente su rol de proveer información para la gestión del 
agua. 

En segundo término, los resultados muestran que las brechas más críticas se concentran en 
el núcleo jurídico–administrativo del sistema de derechos de agua. Problemas como el 
catastro incompleto de derechos, la desalineación entre el CPA y los registros de los 
Conservadores de Bienes Raíces, la existencia de títulos incompletos, la falta de trazabilidad 
histórica y la información deficiente sobre la vigencia de los derechos configuran un 
escenario en el que la DGA no puede conocer con certeza el universo real de derechos 
existentes ni su estado jurídico efectivo. Esta situación explica tanto el aumento de la 
litigiosidad como los errores administrativos y la elevada carga de tramitación, y revela que 
el sistema registral no está actualmente en condiciones de sostener una gestión basada en 
certeza jurídica y control efectivo. 

En tercer lugar, la tabla pone de relieve que la desconexión entre los derechos, las obras y el 
uso efectivo del recurso constituye una brecha crítica para la gestión hídrica moderna. La 
escasez de información sobre extracciones efectivas y la falta de integración entre el derecho 
otorgado, la infraestructura asociada y el uso real del agua limitan gravemente la capacidad 
de la DGA para controlar la sobreexplotación, aplicar instrumentos económicos, gestionar 
escenarios de escasez y adoptar decisiones basadas en riesgos. En este sentido, los resultados 
sugieren que, aun cuando existan derechos formalmente reconocidos, la ausencia de 
información integrada sobre su ejercicio efectivo impide avanzar hacia una gestión adaptativa 
y territorialmente informada. 



Adicionalmente, la tabla muestra que las brechas clasificadas con prioridad media no son 
irrelevantes, sino que corresponden a déficits que generan ineficiencias, inequidades 
territoriales y pérdida de aprendizaje institucional, pero que no paralizan completamente el 
sistema. Estas brechas, como la cobertura territorial heterogénea, la falta de retroalimentación 
de información al CPA, la opacidad de ciertos registros y los problemas de calidad de datos, 
refuerzan y amplifican los efectos de las brechas estructurales, contribuyendo a un 
desempeño desigual y poco transparente de la función pública. 

Finalmente, el resultado más significativo del conjunto es que la fragmentación institucional 
del CPA emerge como la brecha más transversal y determinante, al afectar simultáneamente 
todas las funciones de la DGA. Esto confirma que el problema del CPA no es solo de volumen 
o calidad de información, sino de gobernanza del dato: sin estándares comunes, 
interoperabilidad y responsabilidades claras, incluso mejoras parciales en registros 
específicos tienden a diluirse y perder efectividad. 

En síntesis, se evidencia que el CPA enfrenta un déficit estructural que compromete la 
capacidad del Estado para ejercer una gestión del agua jurídicamente sólida, operativamente 
eficiente y orientada al riesgo, y que la superación de estas brechas requiere intervenciones 
integrales y priorizadas, más que ajustes aislados o exclusivamente tecnológicos. 

5.5.3 Síntesis Brechas del CPA y funciones de la DGA afectadas 

El análisis de la matriz de brechas del CPA y su vinculación con las funciones de la DGA 
permiten concluir que el principal problema del CPA no radica en la ausencia de información, 
sino en la incapacidad del sistema para transformar datos dispersos y fragmentados en 
decisiones jurídicas, técnicas y operativas coherentes. En su estado actual, el CPA opera más 
como un repositorio heterogéneo de antecedentes que como una infraestructura estratégica 
de información al servicio de la gestión integrada del recurso hídrico. 

El mapa de brechas críticas por función muestra que los problemas del CPA no son puntuales 
ni sectoriales, sino estructurales y transversales a casi la totalidad de las atribuciones de la 
DGA. Si bien existen componentes informacionales relevantes, como el Banco Nacional de 
Aguas, los inventarios hidrológicos y meteorológicos, los registros de glaciares, los archivos 
técnicos y ciertos inventarios especializados, estos operan de manera aislada, con coberturas 
territoriales desiguales, rezagos temporales en la actualización y escasa integración con la 
información jurídica y operativa. Ello impide avanzar desde la medición básica hacia una 
investigación aplicada que permita anticipar dinámicas complejas, evaluar riesgos y apoyar 
decisiones estratégicas en un contexto de cambio climático y de creciente presión sobre el 
recurso. 

En materia de planificación hídrica, las brechas del CPA obligan a la DGA a construir 
catastros ad hoc para cada estudio o plan de cuenca, debido a la imposibilidad de identificar 
con certeza el universo real de derechos vigentes, la debilidad de la información sobre 



extracciones efectivas y la falta de trazabilidad entre derechos, obras y uso real del agua. Esta 
situación reduce la consistencia, la comparabilidad y la legitimidad técnica de los balances 
hídricos y limita el tránsito hacia una planificación basada en cuencas y en la evaluación de 
riesgos. 

En las funciones de asignación, reconocimiento, regularización y modificación de derechos 
de aprovechamiento de aguas, las brechas en la articulación entre el Registro de Derechos, 
los expedientes administrativos, las bases internas de la DGA y los registros de los 
Conservadores de Bienes Raíces generan un escenario de alta incertidumbre jurídica. La 
ausencia de certeza sobre derechos preexistentes, la reconstrucción costosa de títulos 
históricos, la georreferenciación incompleta y la falta de una “historia viva” del derecho 
incrementan los riesgos de afectación a terceros, de judicialización y de pérdida de confianza 
en las decisiones de la autoridad. 

La regulación de aguas subterráneas y la gestión de la escasez se ven especialmente 
comprometidas por la baja cobertura y calidad de la información sobre las extracciones 
efectivas, la insuficiencia de redes de monitoreo de niveles de acuíferos, la escasa integración 
entre derechos, extracciones y el estado del acuífero, y la falta de datos robustos sobre la 
recarga. Como resultado, la gestión tiende a ser reactiva y correctiva, con una alta 
probabilidad de consolidar escenarios de sobreexplotación estructural. 

En el ámbito de la fiscalización, vigilancia y aplicación de patentes por no uso, la 
fragmentación del CPA y la falta de integración de la información impiden contar con 
sistemas de control continuo, alertas tempranas o análisis de riesgo. La fiscalización se apoya 
en inspecciones puntuales y catastros específicos, lo que eleva costos, reduce la capacidad 
disuasiva y aumenta la litigiosidad asociada a sanciones y cobros de patentes. 

De manera similar, la autorización y fiscalización de obras hidráulicas se ve limitada por 
inventarios incompletos, la desconexión estructural entre obra, derecho y extracción, y la 
dispersión de antecedentes técnicos, lo que restringe la capacidad de evaluar impactos 
hidráulicos reales y riesgos asociados a infraestructura crítica. En la gestión de emergencias 
por sequías y crecidas, pese a la existencia de información hidrometeorológica relevante, la 
ausencia de sistemas integrados de alerta temprana y la baja interoperabilidad en tiempo real 
conducen a respuestas predominantemente reactivas, con altos costos sociales, económicos 
y políticos. 

Finalmente, en la promoción y fiscalización de las organizaciones de usuarios de aguas, las 
brechas de información sobre la cobertura real, los vínculos entre derechos, usuarios y 
organizaciones, y el bajo nivel de explotación analítica de los registros limitan la capacidad 
de la DGA para fortalecer la gobernanza colectiva y apoyar la resolución temprana de 
conflictos territoriales. 



Desde una perspectiva transversal, la fragmentación institucional del CPA emerge como la 
brecha más crítica y determinante. La ausencia de gobernanza de los datos, de 
interoperabilidad efectiva, de trazabilidad histórica consolidada y de responsabilidades claras 
de actualización transforma un problema informacional en un problema de capacidad 
institucional. La conclusión operativa es clara: hoy la DGA cumple gran parte de sus 
funciones pese al CPA y no gracias a él, apoyándose en catastros paralelos, reconstrucciones 
manuales y soluciones ad hoc que incrementan costos administrativos, riesgos de error y 
litigiosidad, y desaprovechan el potencial del CPA como herramienta estratégica para una 
gestión hídrica moderna, integrada y basada en evidencia. 

En consecuencia, la superación de las brechas identificadas no puede abordarse mediante 
ajustes aislados ni soluciones exclusivamente tecnológicas. Requiere una intervención 
estructural y priorizada que permita transformar el CPA de un registro fragmentado de actos 
administrativos en un sistema integrado de información jurídica, técnica y operativa, capaz 
de sustentar decisiones legítimas, coherentes y orientadas al riesgo en la gestión del agua en 
Chile. 

5.6 Conclusiones del diagnóstico del CPA 

Los recursos hídricos en Chile se encuentran bajo una presión creciente, impulsada por la 
confluencia del crecimiento poblacional, el desarrollo económico, la expansión de la 
demanda productiva y los impactos del cambio climático. Pese a ser un recurso finito, su uso 
se intensifica en múltiples sectores, lo que exige una gestión cada vez más informada y 
adaptativa. En este escenario, la calidad, la cobertura y la disponibilidad de la información 
emergen como un pilar fundamental para la gobernanza y la planificación efectivas de los 
recursos hídricos. La disponibilidad de datos hidrológicos, meteorológicos, institucionales y 
socioeconómicos de alta calidad, abiertos y oportunos, es un requisito indispensable para 
asignar recursos de manera eficiente, fundamentar decisiones en evidencia, reducir asimetrías 
entre los actores y fortalecer la rendición de cuentas. 

Chile ha desarrollado instrumentos y plataformas relevantes, como el CPA, el Sistema 
Nacional Integrado de Información Hídrica (SNIA), redes hidrométricas y de calidad, y, más 
recientemente, los Monitoreos de Extracciones Efectivas (MEE). Sin embargo, la base 
informacional sigue siendo fragmentada y heterogénea, con brechas de cobertura, validación 
e interoperabilidad que limitan su utilidad para la gestión, la fiscalización y la planificación 
por cuencas. Auditorías, diagnósticos sectoriales y evaluaciones internacionales coinciden en 
que la disponibilidad, calidad, integración y oportunidad de los datos resultan insuficientes 
ante los riesgos de sequías prolongadas, la competencia entre usos y el cambio climático 
(CGR, 2021; OECD, 2016; Banco Mundial, 2021; CEPAL & DGA, 2022; Ricci, Donoso & 
Pizarro, 2024). 

En contraste con estos estándares internacionales, Chile enfrenta serias deficiencias en su 
infraestructura de información hídrica. La Contraloría General de la República (CGR, 2021) 



ha identificado debilidades persistentes en el monitoreo, la recolección de datos y la 
administración de los derechos de aprovechamiento. Entre estas, destacan la cobertura 
insuficiente de las redes hidrométricas, la falta de información técnica oportuna para declarar 
zonas de restricción en acuíferos y la baja confiabilidad de los registros de caudales y de 
niveles subterráneos. Estas carencias limitan la capacidad del Estado para diagnosticar la 
disponibilidad real del recurso, anticipar déficits hídricos e implementar medidas preventivas 
o correctivas. 

Si bien la DGA ha progresado en la recopilación de datos mediante los Sistemas Automáticos 
de Monitoreo de Extracciones Efectivas (MEE), en cumplimiento de la Ley N.º 21.064, su 
capacidad institucional para procesar y analizar dicha información permanece limitada. Los 
registros recibidos presentan heterogeneidad en formatos, niveles de validación y 
periodicidad, lo que genera una sobrecarga de datos que no necesariamente se traduce en 
información útil para la gestión. A esto se suman brechas tecnológicas y de capital humano 
que obstaculizan la integración de datos en sistemas interoperables y la verificación en 
tiempo real (Banco Mundial, 2021; CEPAL y DGA, 2022; DGA, 2023). Como resultado, la 
información sobre extracciones no se articula eficazmente con el CPA, los balances hídricos 
ni los mecanismos de fiscalización, lo que reduce drásticamente su potencial para sustentar 
decisiones estratégicas. 

Diversas evaluaciones coinciden en que esta desconexión entre la producción y el uso de los 
datos configura una paradoja institucional: a pesar de la creciente disponibilidad de 
información, su aprovechamiento para la planificación y la gestión sigue siendo marginal. 
En consecuencia, los instrumentos regulatorios, como la asignación de derechos, la 
declaración de restricciones o los procesos de fiscalización, continúan basándose en 
antecedentes incompletos o desactualizados (Banco Mundial, 2021; DGA, 2023). Esta 
situación erosiona la confianza en las instituciones y limita la capacidad de respuesta ante un 
escenario de creciente variabilidad climática y de competencia por los usos. 

Adicionalmente, la fragmentación de la información es una de las principales barreras para 
una gestión eficiente. Ricci et al. (2024) destacan que durante la megasequía en la zona 
central del país, la DGA adoptó medidas excepcionales en un contexto de información parcial 
sobre la oferta y la demanda hídricas. Asimismo, las proyecciones oficiales de la DGA, que 
anticipan déficits superiores al 50% en regiones como Arica y Parinacota y en la Región 
Metropolitana hacia 2030, se basan en datos fragmentarios y en modelos incompletos. La 
falta de integración entre bases de datos y la ausencia de una plataforma nacional unificada 
merman la capacidad de generar conocimiento útil para la planificación a largo plazo. 

El diagnóstico de las brechas de información hídrica en Chile coincide con una amplia 
evidencia técnica que subraya la urgencia de fortalecer los sistemas de medición, modelación 
y gestión de datos, integrando información hidrológica y meteorológica, así como 
información sobre los usos del agua. Dichos sistemas deben garantizar la continuidad, la 



validación y el acceso abierto a los datos, a fin de constituir una base sólida para la 
formulación de políticas públicas, la planificación de inversiones y la coordinación 
interinstitucional. La Estrategia Nacional de Recursos Hídricos 2012–2025 ya había 
advertido que contar con información actualizada sobre la cantidad, calidad, uso, derechos y 
transacciones de agua es un requisito esencial para asegurar una asignación transparente y 
eficiente del recurso (Lorca, 2020; MOP, 2013). 

Este planteamiento está respaldado por múltiples diagnósticos institucionales y académicos 
que, desde hace más de una década, destacan la necesidad de contar con datos claros, precisos 
y accesibles como fundamento para una toma de decisiones responsable y eficaz. En esta 
línea, el Colegio de Ingenieros de Chile (2011) y la Política Nacional para los Recursos 
Hídricos (Ministerio del Interior, 2015) enfatizan la importancia de construir una 
infraestructura informacional sólida que permita no solo mejorar la gestión, sino también 
fomentar la investigación, la innovación y el desarrollo tecnológico en materia hídrica. El 
Consejo Nacional de Innovación para el Desarrollo (CNID, 2016) coincide en que una base 
de información confiable constituye una condición indispensable para orientar los esfuerzos 
de ciencia, tecnología e innovación en este ámbito. 

Estudios posteriores, como los desarrollados por Fundación Chile, han profundizado en esta 
línea al identificar brechas significativas en múltiples dimensiones, entre ellas la oferta, la 
demanda, el déficit, el exceso y la calidad del agua. Estas carencias se asocian principalmente 
a la falta de información sobre acuíferos, la desactualización de las series de datos, la ausencia 
de criterios uniformes para la elaboración de balances hídricos y los vacíos persistentes en el 
CPA (FCh, 2017). La Organización para la Cooperación y el Desarrollo Económicos (OECD, 
2016) ya había advertido sobre las limitaciones de alcance e integridad de los sistemas 
nacionales de información ambiental, señalando la necesidad de adoptar mecanismos de 
coordinación y estandarización. Posteriormente, Fundación Chile (2019) destacó que el 
fortalecimiento del Sistema Nacional Integrado de Información del Agua (SNIA) permitiría 
no solo mejorar la eficiencia en la gestión del recurso, sino también avanzar hacia una 
gobernanza hídrica más sostenible y basada en evidencia. 

En síntesis, los déficits de información hídrica en Chile se manifiestan en tres niveles 
interrelacionados. Primero, la insuficiencia de las redes de monitoreo limita el conocimiento 
sobre la disponibilidad, los caudales y la calidad del agua. Segundo, la debilidad institucional 
en la gestión y el análisis de datos impide transformar el volumen de información disponible 
en conocimiento útil para la planificación. Tercero, la fragmentación de los sistemas de 
información dificulta su integración entre organismos públicos, usuarios privados y la 
comunidad científica. Superar estas brechas requiere consolidar una infraestructura nacional 
de información hídrica robusta, interoperable y de acceso abierto, lo que permitirá transitar 
de una gestión reactiva a una gobernanza preventiva, eficiente y basada en evidencia. 



El CPA constituye uno de los instrumentos centrales del marco institucional destinado a 
fortalecer la base de información para la gestión de los recursos hídricos en Chile. Creado en 
virtud del artículo 122 del Código de Aguas y reglamentado mediante el Decreto Supremo 
N.º 1.220 del Ministerio de Obras Públicas (1998), el CPA tiene como objetivo centralizar y 
sistematizar los antecedentes hidrológicos, jurídicos, técnicos y administrativos vinculados a 
los recursos hídricos, a las obras destinadas a su aprovechamiento y a los derechos de 
aprovechamiento constituidos. Su propósito es ofrecer una base de datos pública y 
actualizada que sustente la toma de decisiones, la planificación hídrica y la transparencia en 
la gestión del recurso hídrico (MOP, 1998). 

En el contexto de las brechas informacionales previamente identificadas, el CPA desempeña 
un papel estratégico en el esfuerzo por construir una infraestructura nacional de información 
hídrica más robusta y coherente. Su pleno desarrollo permitiría avanzar hacia un sistema 
integrado de información que conecte las dimensiones jurídicas, técnicas y ambientales del 
recurso, reduciendo la dispersión de datos y las asimetrías de información que, 
históricamente, han limitado la gestión eficiente del agua en el país (CGR, 2021; OECD, 
2016; Banco Mundial, 2021). Un catastro interoperable y de acceso abierto facilitaría la 
disponibilidad de información precisa sobre la localización y las características de las fuentes 
hídricas, los usos efectivos, las obras de captación y conducción, así como las transacciones 
de derechos, contribuyendo a fortalecer la rendición de cuentas, la planificación por cuencas 
y la fiscalización. 

El fortalecimiento del CPA se vincula directamente con los desafíos identificados para 
consolidar una gestión basada en evidencia y en información confiable. Su integración con 
otros sistemas, como el Sistema Nacional Integrado de Información Hídrica (SNIA) y el 
MEE, constituye una condición necesaria para transitar de registros aislados a una plataforma 
interoperable que articule los distintos flujos de información hidrológica, meteorológica y de 
uso del agua (Banco Mundial, 2021; CEPAL & DGA, 2022). Esta articulación permitiría 
mejorar la trazabilidad de los datos, estandarizar los procedimientos y optimizar el uso de la 
información en los procesos de planificación, control y asignación. 

En este sentido, el CPA puede entenderse como un componente esencial del entramado 
institucional que busca responder a los déficits de información señalados en los diagnósticos 
nacionales. Su fortalecimiento no solo implica actualizar sus registros o ampliar su cobertura, 
sino también convertirlo en un sistema dinámico de información pública capaz de integrarse 
plenamente al SNIA e incorporar datos en tiempo real sobre la cantidad, la calidad y el uso 
del agua. De esta forma, el CPA puede contribuir a consolidar una infraestructura de 
información hídrica interoperable, abierta y confiable, una condición indispensable para una 
gobernanza del agua más eficiente, transparente y resiliente frente a los desafíos actuales y 
futuros de escasez y cambio climático.  



Sin embargo, el CPA no constituye la única fuente de información utilizada en la operación 
interna de la DGA. Diversos departamentos dentro de la institución generan y actualizan de 
forma continua datos e información técnica vinculados a la gestión de los recursos hídricos, 
recurriendo con frecuencia a consultorías especializadas orientadas a satisfacer necesidades 
operativas específicas de cada unidad. Estas consultorías se utilizan para complementar la 
información existente en el CPA y en otros sistemas institucionales, aportando insumos 
actualizados para la toma de decisiones en materia de planificación, gestión territorial y 
fiscalización. 

Los levantamientos de información más recurrentes realizados por la DGA incluyen 

1. Estudios hidrológicos y piezométricos, monitoreos de la calidad y la cantidad de 
aguas superficiales y subterráneas.  

2. Diagnósticos de infraestructura hidráulica.  
3. Evaluaciones de la oferta y la demanda por cuenca, así como análisis de sostenibilidad 

y de recarga de acuíferos. 
4. Catastro de usuarios: usualmente requerido por la unidad de Organizaciones de 

Usuarios de Aguas, con el fin de apoyar la formación o el fortalecimiento de alguna 
OUA. Con la excepción de la emisión de certificados de vigencia de OUA, ya que la 
emisión de los certificados y sus copias es responsabilidad de la Unidad del Archivero 
del DARH y de la División Legal. 

5. Verificación en terreno de las obras de captación, requerida por la Unidad de 
Fiscalización para, entre otras labores, dictaminar el pago de patentes por no uso. Este 
levantamiento se realiza una vez al año, y fundamentalmente se refiere a la existencia 
de una obra de captación asociada a los derechos registrados. 

6. Catastro de derechos de aprovechamiento: requerido por las direcciones regionales 
para evaluar nuevas solicitudes de derechos. También requerido por el DEP para 
desarrollar estudios de disponibilidad de los sistemas hídricos. 

Estas actividades, desarrolladas tanto por equipos internos de la DGA como por consultores 
externos, contribuyen a mantener una base de información técnica valiosa, aunque 
fragmentada y complementaria de los sistemas institucionales existentes. Esta dispersión de 
fuentes y metodologías pone de relieve la necesidad de consolidar y articular los distintos 
sistemas de información en una plataforma integrada, interoperable y de acceso público, que 
evite duplicidades y asegure la trazabilidad de los datos. La falta de integración actual genera 
costos adicionales y esfuerzos redundantes, que podrían reducirse significativamente si la 
información contenida en el CPA estuviera actualizada, validada y disponible oportunamente 
para todos los departamentos de la institución. 

  



6 Propuesta para avanzar hacia una Base de Datos de DAA de Alta Calidad 

La presente propuesta aborda este problema de falta de información completa de los DAA 
de manera estructural y escalonada, con criterios de realismo institucional. No se trata de una 
depuración perfecta e inmediata, sino de definir un proceso progresivo que permita alcanzar, 
en un horizonte razonable, una base integrada de DAA que cumpla criterios mínimos de 
completitud, consistencia, trazabilidad y actualización, habilitando su uso en planificación, 
fiscalización, decisiones administrativas y transparencia pública. 

La propuesta integra las brechas identificadas en secciones previas mediante una arquitectura 
unificada que centraliza los registros dispersos en una plataforma interoperable. Esta base de 
datos completa de DAA prioriza la digitalización masiva, validación automática y acceso en 
tiempo real, superando la fragmentación entre CPA, CBR y expedientes internos de la DGA 

6.1 Objetivo general, alcance y principios rectores de la propuesta 

6.1.1 Objetivo general 

Completar, estructurar e integrar progresivamente la información sobre derechos de 
aprovechamiento de aguas informada por los Conservadores de Bienes Raíces, mediante un 
proceso sostenido de digitalización, estandarización, depuración e interoperabilidad, de 
modo de fortalecer el sistema de información de la DGA y avanzar hacia un registro público 
y operativo confiable de DAA. 

6.1.2 Objetivos específicos 

1. Inventariar el rezago: identificar y dimensionar sistemáticamente la documentación e 
inscripciones ya remitidas por los CBR que se encuentran pendientes de 
digitalización o de estructuración, estableciendo un mapa nacional del rezago por 
conservador, periodo, soporte y volumen. 

2. Digitalizar y resguardar: asegurar la digitalización y la preservación de la totalidad 
de la documentación conservatoria rezagada, garantizando estándares mínimos de 
conservación, indexación y trazabilidad documental. 

3. Estructurar campos esenciales: extraer y estructurar progresivamente la información 
clave de las inscripciones, utilizando metodologías mixtas (automatización asistida + 
validación humana), con registro explícito de la incertidumbre y la calidad. 

4. Integrar y cruzar fuentes: integrar la información conservatoria estructurada con bases 
existentes de la DGA (CPA, certificados, expedientes, patentes, fiscalización, 
monitoreo y OUA), permitiendo cruces periódicos para identificar duplicidades, 
vacíos e inconsistencias. 

5. Evitar nuevos rezagos: establecer un flujo permanente y estandarizado de remisión 
electrónica desde CBR hacia DGA, con validaciones automáticas, campos mínimos 
obligatorios y protocolos de interoperabilidad. 



6.1.3 Principios rectores 

La propuesta se apoya en principios explícitos que orientan su implementación: 

1. Progresividad y mejora continua: la base puede ser útil aun con vacíos, siempre que 
estos se documenten y se reduzcan sistemáticamente. 

2. Trazabilidad como estándar: cada dato debe poder referenciar su fuente documental 
y su historia de modificaciones. 

3. Separación entre “dato bruto” y “dato integrado”: se preserva la evidencia original 
(documentos y registros) y se construye, sobre ella, una capa integrada con reglas 
explícitas. 

4. Reglas claras de unicidad: se debe distinguir entre derechos únicos y actos o eventos 
registrales asociados a un mismo derecho. 

5. Interoperabilidad como condición: el sistema debe diseñarse para integrarse con 
expedientes, CPA, fiscalización, monitoreo y OUA, evitando que la integración sea 
manual o excepcional. 

6.2 Diagnóstico integrado: dispersión de fuentes y consecuencias operativas 

El análisis muestra que el sistema actual de información sobre DAA opera con múltiples 
bases que se superponen parcialmente, sin converger automáticamente.  

 

 

La coexistencia de fuentes con lógicas distintas produce tres efectos simultáneos: (i) doble 
contabilidad (registros que se cuentan como derechos); (ii) vacíos (derechos o usos que 
quedan fuera); y (iii) incertidumbre sobre la vigencia y la titularidad consolidadas. 

Un elemento central es que las bases no fueron diseñadas como un sistema unificado, sino 
que responden a necesidades históricas específicas (certificación, tramitación, transparencia, 
fiscalización, cobro de patente, gestión regional, etc.). En consecuencia, no existe una clave 
única de identificación que permita vincular de manera automática y robusta los distintos 
eventos administrativos y registrales asociados a un mismo derecho. Esto obliga a elaborar 
catastros ad hoc para múltiples finalidades, con un alto costo institucional y un riesgo de 
inconsistencias entre instrumentos. 

A partir de los hallazgos de secciones previas, resulta útil ordenar el universo de bases y 
registros de DAA en cuatro grandes fuentes analíticas, que deben entenderse como 
complementarias y no sustitutas entre sí. Este ordenamiento busca permitir una integración 
metodológica clara, minimizando duplicidades y evitando repetir diagnósticos parciales sin 
convergencia operativa. 



El análisis es descriptivo-analítico, con una base empírica derivada de la revisión de bases de 
datos, de la experiencia operativa de la DGA y de discusiones técnicas sostenidas con actores 
institucionales. El énfasis está en comprender los límites del sistema actual de información y 
las condiciones necesarias para su modernización. La Tabla 21 resume los hallazgos respecto 
a las diferencias operativas entre bases DGA, CBR y los expedientes de la DGA. 

Tabla 21. Diferencias operativas entre bases DGA–CBR–Expedientes 

Fuente Propósito Conexión con CPA Brecha 

Catastro Público de 
Aguas (DGA) 

Registro oficial de 
referencia. 

Parcial. Mezcla de 
derechos perfeccionados 
y en trámite. 

Faltan trazabilidad y 
distinción temporal. 

Base de datos CBR  
Registro patrimonial de 
titularidad y 
transferencias. 

Independiente. Sin 
vínculo con el sistema 
DGA. 

No interoperable: envíos 
en papel/PDF. 

Expedientes 
administrativos 
DGA 

Traza la historia de las 
solicitudes y sus 
resoluciones. 

Vínculo manual o 
inexistente. 

Revisión no digital y lenta. 

Base OUA / Roles 
UA 

Registra usuarios y 
distribuciones. 

Fuera del CPA oficial. 
Datos más actualizados 
que los del CPA, pero sin 
validación jurídica. 

Elaboración propia en base a los hallazgos de las secciones anteriores 

Un elemento central es que las bases no fueron diseñadas como un sistema unificado, sino 
que responden a necesidades históricas específicas (certificación, tramitación, transparencia, 
fiscalización, cobro de la patente, gestión regional, etc.). En consecuencia, no existe una clave 
única de identificación que permita vincular de manera automática y robusta los distintos 
eventos administrativos y registrales asociados a un mismo derecho. Esto obliga a elaborar 
catastros ad hoc para múltiples finalidades, con un alto costo institucional y un riesgo de 
inconsistencias entre instrumentos. Estas deficiencias erosionan la capacidad para generar 
una base de DAA de calidad.  

La principal dificultad operativa y conceptual entre las bases de datos de DAA disponibles 
en la DGA radica en su falta de integración, lo que se traduce en información que se 
superpone, pero no se complementa automáticamente, como se desprende de la Tabla 22. 

  



 

Tabla 22. Diferencias entre las bases de datos de la DGA 

Base de datos / 
registro 

Contenido principal 
Conexión con CPA / carácter 
oficial 

Vía de ingreso típica 

CPA: derechos 
registrados en la 
DGA 

Información integrada sobre 
los DAA registrados en la 
DGA, que incluye la 
identificación del derecho, 
su localización, titularidad, 
características jurídicas e 
hidráulicas y antecedentes 
administrativos. 

Registro oficial de referencia 
administrado por la DGA. Es el 
núcleo del CPA, pero presenta 
inconsistencias internas y mezcla 
derechos perfeccionados con 
otros derechos en distintas etapas 
administrativas. 

Acto a demanda del 
titular (solicitud de 
certificado CPA), 
resoluciones 
administrativas de la 
DGA, procesos de 
regularización o 
actualización de 
antecedentes. 

Base de derechos 
informados por 
CBR 

Inscripciones conservatorias 
de derechos de aguas 
(constitución, 
transferencias, gravámenes), 
con datos de fojas, número, 
año, partes intervinientes, 
tipo de operación y 
características básicas del 
derecho. 

Base paralela al CPA, sin 
integración automática ni 
validación cruzada sistemática. 
No constituye un registro oficial 
único de la DGA. 

Proceso pasivo: los 
CBR remiten 
inscripciones a la DGA 
conforme al Código de 
Aguas y al reglamento 
del CPA, a menudo en 
formatos heterogéneos. 

Bases de derechos 
no consuntivos 

Registros específicos de 
derechos no consuntivos, 
principalmente asociados a 
generación hidroeléctrica, 
con información técnica 
detallada sobre captación, 
restitución, caudales, 
desnivel y características 
jurídicas. 

Administradas por la DGA, pero 
no plenamente integradas al CPA 
ni armonizadas con las bases de 
derechos consuntivos. 

Resoluciones 
administrativas de la 
DGA derivadas de 
solicitudes de 
constitución o de 
modificación de 
derechos no 
consuntivos. 

Solicitudes 
admisibles 

Solicitudes de constitución 
o regularización de derechos 
declaradas admisibles y en 
tramitación, con 
información básica del 
expediente, del solicitante, 
de la localización, del tipo 
de derecho y de las fechas. 

No constituyen parte del CPA en 
sentido estricto; corresponden a 
un registro administrativo 
preliminar. 

Acto de autoridad: 
resolución de 
admisibilidad dictada 
por la DGA tras el 
ingreso de la solicitud. 



Renuncias, remates, 
patente por no uso y 
protección de 
fuentes 

Registros complementarios 
sobre renuncias totales o 
parciales de derechos, 
procesos de remate por 
patentes impagas, listados 
anuales de patentes por no 
uso y antecedentes sobre 
áreas de restricción y zonas 
de prohibición. 

Conexión indirecta y 
fragmentaria con el CPA; 
utilizada para la depuración y el 
control, pero sin integración 
sistemática. 

Actos administrativos 
(renuncias aceptadas, 
remates, determinación 
de patente, 
declaraciones de 
protección de fuentes). 

Expedientes DGA 
Historial administrativo de 
solicitudes (aprobadas, en 
trámite, rechazadas). 

Subconjunto del CPA (si está 
aprobado), pero trazar la historia 
administrativa resulta difícil. 

Acto de autoridad 
(resolución) o solicitud 
del usuario. 

Base de datos de 
usuarios de OUAs  

Información sobre usos 
reconocidos por la DGA (p. 
ej., canales, usuarios de 
comunidades) que podrían 
no contar con derechos 
inscritos. 

Base operativa, a menudo más 
completa que el registro oficial 
en cuanto a usuarios. 

Generada por procesos 
de formación o de 
regularización de 
OUAs. 

Elaboración propia 

Uno de los problemas estructurales más relevantes es la ausencia de un formato único y 
obligatorio para el Registro de Propiedad de Aguas en los CBR. Cada conservador utiliza 
criterios propios para consignar información, lo que se traduce en inscripciones con 
estructuras, niveles de detalle y terminologías disímiles. En muchos casos, son los propios 
usuarios quienes redactan minutas, trasladando al particular el diseño del contenido de la 
inscripción. 

Aunque existe una obligación legal de envío de información por parte de los CBR a la DGA, 
esta recibe datos únicamente de una parte de los CBR y en formatos muy diversos. Una 
fracción importante de la documentación llega en papel o en PDFs no estructurados, lo que 
obliga a realizar procesos manuales de digitalización. Si bien se ha construido una “base 
conservadora” con las 516.530 inscripciones, persisten vacíos territoriales y temporales 
significativos. 

Además del CPA y de la base conservadora, la DGA opera con bases de expedientes, 
certificados de CPA, usuarios de aguas de comunidades, organizaciones de usuarios, 
fiscalización y monitoreo de extracciones. Cada una responde a lógicas distintas de inclusión 
y no existe una clave única que permita identificar inequívocamente un derecho en todos los 
sistemas. 

La coexistencia de bases paralelas genera duplicidades frecuentes, como la contabilización 
separada de un derecho original y sus cambios de punto de captación, o la suma de múltiples 
regularizaciones derivadas de un mismo derecho histórico. A ello se suman vacíos 



importantes: derechos constituidos, pero no inscritos, inscripciones no digitalizadas y 
usuarios de organizaciones que no figuran en los registros formales. 

Asimismo, se han detectado casos de inscripciones duplicadas, resoluciones de dudosa 
validez, que deterioran la calidad del catastro. 

6.3 Arquitectura de integración: cuatro fuentes analíticas para una base integrada de 
DAA 

A partir de estos hallazgos, resulta útil ordenar el universo de bases y registros de DAA en 
cuatro grandes fuentes analíticas, que deben entenderse como complementarias y no 
sustitutas entre sí. Este ordenamiento busca permitir una integración metodológica clara, 
minimizando duplicidades y evitando repetir diagnósticos parciales sin convergencia 
operativa. Se busca integrar y depurar la información de DAA, a escala nacional o de cuenca, 
para contar con una base de datos que permita conocer de manera razonablemente confiable: 

• cuántos derechos existen realmente; 
• quiénes son sus titulares; 
• dónde se localizan y cómo se ejercen; 
• qué derechos se encuentran plenamente regularizados, en transición o sin 

perfeccionamiento; 
• qué brechas e inconsistencias persisten en el sistema. 

Esto supone un cambio de enfoque respecto de las prácticas tradicionales, en las que se ha 
tendido a identificar el catastro de derechos exclusivamente con una base jurídica o registral 
específica. 

La base de datos resultante debe cumplir simultáneamente con un conjunto amplio y exigente 
de criterios de calidad. En primer lugar, debe asegurar la completitud, incorporando todas las 
fuentes de información relevantes, aun cuando estas sean incompletas o heterogéneas, y 
cerrando brechas críticas en campos esenciales. En segundo término, debe garantizar la 
consistencia y la unicidad, evitando duplicidades, contradicciones entre registros y conteos 
erróneos de derechos y caudales que distorsionen los análisis por cuenca. Asimismo, debe 
mejorar la exactitud y la precisión, corrigiendo errores en las coordenadas, tipologías, 
caudales y delimitaciones espaciales, de modo que la información publicada sea confiable 
para análisis territoriales e hidrológicos. La propuesta también enfatiza la trazabilidad, 
permitiendo reconstruir el origen y la historia administrativa, registral y de uso de cada 
derecho, así como la validez de los datos, mediante formatos estandarizados y validaciones 
automáticas previas al análisis. A ello se suma la necesidad de asegurar la actualidad de la 
información, reduciendo rezagos entre inscripción, registro y publicación, y de reforzar su 
relevancia y utilidad operativa, de manera que la base no solo cumpla con exigencias legales, 
sino que sirva efectivamente para planificación hídrica, fiscalización, balances de oferta y 
demanda, evaluación de políticas públicas y toma de decisiones a escala de cuenca.  



Un principio clave es que la existencia de vacíos, inconsistencias o incertidumbres no 
invalida la base, siempre que se identifiquen y documenten explícitamente. 

Fuente 1: Derechos otorgados y registrados (núcleo jurídico-formal) 

Esta fuente representa el universo de derechos formalmente constituidos o registrados en 
instrumentos jurídicos y administrativos. Incluye: 

1. Certificados del CPA (cuando existen). 
2. Resoluciones administrativas de constitución y modificación de DAA. 
3. Inscripciones conservatorias en los CBR (Registro de Propiedad de Aguas). 

Esta fuente es central para la certeza jurídica, pero por sí sola no permite reconstruir el 
universo real de derechos, porque existen derechos incompletamente perfeccionados, 
derechos con modificaciones registradas como actos aislados y, además, inscripciones 
conservatorias históricas no integradas o no procesadas. 

Fuente 2: Usos en vías de regularización (transición y captura de realidades no 
formalizadas) 

Esta fuente busca visibilizar situaciones transitorias que no se reflejan en los registros 
formales consolidados. Incluye: 

1. Solicitudes de constitución y regularización declaradas admisibles. 
2. Roles provisorios y registros administrativos preliminares. 
3. Catastros sectoriales o diagnósticos territoriales que identifican usos sin derecho 

plenamente perfeccionados. 

Su incorporación es relevante porque permite evitar que la base integrada invisibilice usos 
reales y procesos en curso, particularmente en contextos donde la brecha entre el uso histórico 
y la formalización jurídica es significativa. 

Fuente 3: Datos de gestión y fiscalización (evidencia empírica de uso, incumplimiento y 
vigencia práctica) 

Esta fuente aporta información sobre uso efectivo, no uso, y cumplimiento normativo, 
incorporando: 

1. Monitoreo de extracciones efectivas (cuando existan y sean accesibles). 
2. Patentes por no uso (listados, montos, estados y antecedentes asociados). 
3. Procesos de fiscalización, sanciones, inspecciones y resoluciones vinculadas. 
4. Renuncias, remates y otros eventos que afectan la vigencia o el ejercicio. 

Esta dimensión permite acercar el registro jurídico-formal a la realidad de ejercicio del 
derecho. Su ausencia o su débil integración es una de las razones por las cuales los registros 



actuales no permiten gestionar riesgos de sobreexplotación ni responder anticipadamente a 
escenarios de escasez. 

Fuente 4: Información de organizaciones de usuarios (OUA) y gestión territorial del 
recurso 

Esta fuente incorpora información operativa sobre asignación y distribución territorial, 
incluyendo: 

1. Registros de usuarios de juntas, asociaciones y comunidades. 
2. Convenios de distribución, reglas internas y acuerdos de operación. 
3. Roles o listados utilizados en la gestión colectiva. 

Esta fuente es particularmente valiosa para comprender quiénes ejercen efectivamente el 
agua en territorios específicos, aun cuando la trazabilidad jurídica sea incompleta. Su 
incorporación permite contrastar los derechos formalizados con los de usuarios reales y 
detectar brechas de regularización o inconsistencias relevantes. 

La integración efectiva de las distintas bases de datos sobre los DAA requiere pasar de un 
enfoque fragmentado a un esquema sistemático, dinámico y articulado de gestión de la 
información. El análisis integrado sugiere un conjunto de lineamientos que deben 
implementarse de manera coordinada. En primer lugar, se deben realizar cruces masivos y 
periódicos entre todas las bases existentes, con el objeto de identificar duplicidades, vacíos 
de información y derechos problemáticos, tales como registros inconsistentes, superpuestos 
o con antecedentes incompletos. En segundo término, es necesario digitalizar y estructurar 
exhaustivamente las inscripciones provenientes de los CBR y de archivos históricos 
rezagados, asegurando la definición de campos mínimos obligatorios que permitan su uso 
sistemático y su vinculación con los registros administrativos de la DGA. En paralelo, debe 
avanzarse hacia una interoperabilidad electrónica efectiva entre el CBR y la DGA, basada en 
formatos estandarizados y mecanismos de validación automática, a fin de asegurar la 
actualización oportuna y consistente de la información. Asimismo, es clave definir un modelo 
de datos integrado, que incorpore una identificación única del derecho y reglas claras para 
vincular derechos originales, modificaciones posteriores, regularizaciones y certificados, 
evitando la sobrecontabilización de registros. Finalmente, se recomienda incorporar 
progresivamente herramientas de inteligencia artificial que apoyen la lectura, la clasificación 
y la depuración de grandes volúmenes de información, especialmente en contextos de alta 
heterogeneidad documental, contribuyendo a mejorar la calidad, la trazabilidad y la 
confiabilidad del catastro de derechos de aguas. 

El punto de partida operativo es agrupar las distintas bases de datos con información 
relevante para los DAA en cuatro grandes fuentes, que deben considerarse complementarias 
y no sustitutas entre sí. Como punto de partida, se propone agrupar funcionalmente las 
distintas bases de datos de la DGA que registran o contienen información sobre DAA.  Con 



este fin, primero, se identificaron y organizaron las bases de datos existentes según su tipo 
jurídico, administrativo, operativo y de gestión. Luego, se agruparon en cuatro fuentes 
analíticas según su función en el ciclo de vida y en el uso efectivo del derecho.  

Esta metodología facilita la representación gráfica de la complementariedad entre bases de 
datos heterogéneas, resaltando la importancia de su integración para minimizar vacíos, 
duplicidades e inconsistencias en la información relacionada con DAA (Figura 1). 



Figura 1. Flujo para la creación de una base de datos de DAA de alta calidad 

Objetivo central 

Integrar y depurar la información sobre los DAA de un país o de una cuenca, para contar 
con una base de datos completa, consistente y útil para la gestión, la fiscalización y la 

toma de decisiones. 

Fuente 1: Derechos otorgados y 
registrados  

Información oficial de DAA ya 
constituidos legalmente proveniente de 
registros públicos 

Certificados del CPA correspondientes 
a derechos perfeccionados. 

Resoluciones de constitución de DAA 
otorgadas por la DGA. 

Inscripciones del Conservador de 
Bienes Raíces (CBR) como respaldo 
jurídico y patrimonial de los derechos. 

Fuente 2: Usos en vías de 
regularización  

Datos sobre usos de agua que aún no son 
derechos constituidos, pero se 
encuentran en alguna etapa del proceso 
para convertirse en derechos 
constituidos. 

Solicitudes de constitución y 
regularización de derechos en 
tramitación. 

Roles provisorios de usuarios 
reconocidos administrativamente. 

Catastros, estudios sectoriales y 
proyectos de regularización que 
identifican usos sin derecho 
perfeccionado. 

Fuente 3: Datos de gestión y 
fiscalización  

Información sobre el uso efectivo, 
cumplimiento de obligaciones y estado 
administrativo de los DAA 

Monitoreo de extracciones efectivas y 
control del uso del agua. 

Información sobre pago de patente por 
no uso. 

Procesos de fiscalización, sanciones e 
infracciones asociadas al ejercicio de los 
derechos. 

Fuente 4: Información de 
organizaciones de usuarios (OUA) 

Datos gestionados por las propias 
OUAs que complementan los registros 
oficiales 

Registro y rol de usuarios de 
organizaciones de usuarios de agua 
(juntas de vigilancia, asociaciones de 
canalistas y comunidades de aguas). 

Convenios de distribución, reglas 
internas y acuerdos operativos para la 
asignación y gestión del recurso. 

Resultado: Base de Datos DAA de alta 
calidad 

Base integrada que combina información 
jurídica, administrativa, de uso efectivo y de 
organizaciones de usuarios, reduciendo 
duplicidades y vacíos, y permitiendo una 
identificación más precisa del universo real de 
derechos y usos del agua. 
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6.4 Propuesta específica para completitud y fortalecimiento de la base CBR 

La actualización de la base de datos de DAA, informada por los Conservadores de Bienes Raíces, 
constituye una etapa crítica y habilitante para la construcción de una base de datos de DAA completa 
y de alta calidad. A diferencia de otros déficits de información, en este caso no se trata de la ausencia 
de datos, sino de un rezago acumulado de información ya remitida a la DGA que no ha podido ser 
plenamente digitalizada, estructurada e integrada. 

Este rezago tiene un origen histórico e institucional y no puede abordarse únicamente mediante 
exigencias normativas dirigidas a los CBR. Por el contrario, requiere un esfuerzo explícito de 
levantamiento, procesamiento y financiamiento, que permita transformar información hoy 
inutilizable en un activo estratégico para la gestión hídrica.  

6.4.1 Inventario del rezago de información CBR ya remitida 

Como primer paso, se propone realizar un inventario nacional exhaustivo del rezago conservatorio, 
con el fin de dimensionar el universo de información existente y pendiente de procesamiento. Este 
inventario debe identificar, al menos, los siguientes elementos: 

• CBR de origen. 
• Rangos de años cubiertos por la documentación remitida. 
• Tipo de soporte en el que se encuentra la información (papel, PDF escaneado, archivo digital 

estructurado u otros). 
• Volumen estimado de información (número de tomos, cajas, carpetas o archivos). 
• Estado de procesamiento actual: no digitalizado, digitalizado sin estructura, parcialmente 

estructurado, estructurado. 

El inventario no debe limitarse a un ejercicio descriptivo, sino convertirse en un instrumento de 
gestión y planificación que permita priorizar territorios, períodos y tipos de información. 

Un elemento central es que el resultado de este inventario constituya un insumo presupuestario 
explícito, que permita a la DGA y a la DIPRES estimar con mayor precisión los recursos necesarios 
para abordar el rezago de manera progresiva y realista. 

6.4.2 Digitalización del rezago en dos niveles complementarios 

Una vez dimensionado el rezago, se propone abordar su procesamiento mediante una estrategia de 
digitalización en dos niveles, que permita avanzar simultáneamente en cobertura y calidad de la 
información. 

Nivel 1: Digitalización mínima y resguardo (preservación y disponibilidad) 

Acciones principales: 

1. Escaneo sistemático de documentos físicos aún no digitalizados. 
2. Organización en repositorios estructurados por conservador, año y tipo documental. 
3. Asociación de metadatos mínimos para permitir la búsqueda y la referencia (conservador, año, 

folio, tipo de acto, cuando sea identificable). 
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El objetivo es asegurar que la información no se pierda y quede disponible de forma ordenada para 
procesos posteriores. 

Nivel 2: Digitalización estructurada (extracción de campos esenciales) 

Acciones principales: 

1. Extracción de campos esenciales para identificación y análisis: 

• titularidad (nombre o razón social) 
• caudal y unidad 
• naturaleza del derecho (superficial/subterráneo; consuntivo/no consuntivo) 
• referencias a inscripciones previas y títulos anteriores 
• ubicación básica (cuando exista) 

2. Registro explícito de campos faltantes, dudosos o ilegibles, evitando inferencias no 
verificables. 

3. Incorporación de indicadores de calidad de los datos (grado de completitud, legibilidad, 
consistencia interna, etc.). 

Este nivel permite que los registros conservatorios pasen de ser “documentos guardados” a “datos 
utilizables”, manteniendo siempre el vínculo con la evidencia original. 

Un principio central de esta etapa es el marcaje explícito de campos faltantes, dudosos o ilegibles, 
evitando inferencias automáticas no verificables. La incompletitud de un campo no invalida el 
registro, pero debe quedar transparentada. 

6.4.3 Automatización e IA como apoyo, no sustituto 

Dado el volumen, se contempla: 

1. OCR para documentos escaneados. 
2. Identificación de patrones en estructuras repetitivas de inscripciones. 
3. Extracción automática asistida de campos con “scores” de confianza. 
4. Priorización automática de casos “fáciles” vs “complejos” para asignar revisión humana 

eficiente. 

La validación humana sigue siendo indispensable en casos complejos (inscripciones antiguas, 
escrituras extensas, múltiples titulares, fraccionamientos, derechos con modificaciones sucesivas, 
etc.), pero la automatización reduce costos y acelera el procesamiento masivo. 

6.4.4 Establecimiento de un flujo permanente hacia adelante 

Finalmente, para evitar la reproducción del rezago histórico, se propone establecer un flujo 
permanente y estandarizado de información hacia adelante, mediante: 

1. formatos electrónicos estandarizados de remisión CBR–DGA; 
2. campos mínimos obligatorios y validaciones automáticas; 
3. interoperabilidad progresiva entre sistemas; 
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4. ajustes normativos al Reglamento del CPA cuando corresponda. 

6.4.5 Vinculación con la estrategia de implementación por etapas 

La propuesta específica para la completitud y el fortalecimiento de la base de derechos informados 
por los Conservadores de Bienes Raíces se implementa de manera secuencial y progresiva a lo largo 
de las tres etapas definidas en la sección 6.8. En particular, el levantamiento del inventario del rezago 
y la digitalización mínima corresponden a acciones de corto plazo orientadas a la habilitación del 
sistema; la estructuración de campos, los cruces de información y la construcción operativa de la base 
integrada se desarrollan principalmente en el mediano plazo; mientras que la interoperabilidad 
electrónica plena y el establecimiento de flujos permanentes de información se consolidan en el largo 
plazo como parte de la institucionalización del sistema. 

6.5 Construcción de una base integrada de DAA: capa superior de integración, reglas y 
productos 

El núcleo de la propuesta es construir una base integrada de DAA como “capa superior” que no 
reemplace las bases fuente, sino que las articule. En esta base integrada: 

1. cada derecho se identifica como una entidad única; 
2. cada registro o inscripción se interpreta como evidencia/evento asociado; 
3. se evita el doble conteo; 
4. se documentan inconsistencias y se clasifican tipos de incertidumbre; 
5.  se habilita la trazabilidad hacia documentos y expedientes. 

6.5.1 Reglas explícitas de depuración y control de calidad 

La calidad no emerge automáticamente: debe basarse en reglas explícitas y auditables, por ejemplo: 

1. un VPC no constituye un nuevo derecho; 
2. un derecho puede existir sin inscripción en el CBR, pero debe marcarse; 
3. un uso OUA no equivale automáticamente a un DAA, pero es evidencia relevante; 
4. múltiples apariciones en distintas bases no implican múltiples derechos; 
5. toda consolidación debe preservar vínculo a evidencias originales. 

6.5.2 Productos diferenciados desde una misma base integrada 

Una base integrada debe generar distintos productos: 

1. listados públicos de derechos registrados (CPA web), con criterios transparentes; 
2. listados internos para balances, planificación y fiscalización; 
3. estimaciones y listados de derechos y usos “en transición” o no regularizados; 
4. reportes de inconsistencias, duplicidades y vacíos por cuenca y región. 

No existe un único listado “correcto” para todos los fines: lo clave es la transparencia metodológica, 
la trazabilidad y la consistencia. 

6.6 Resultados esperados 
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La implementación del conjunto de medidas descritas se traduce en resultados concretos: 

1. Inventario nacional del rezago de inscripciones conservatorias. 
2. Digitalización y resguardo del 100% del material conservatorio remitido. 
3. Incremento sustantivo de la base estructurada de derechos informados por CBR. 
4. Reducción de vacíos territoriales y temporales; identificación sistemática de inconsistencias. 
5. Capacidad de cruce periódica entre CPA, CBR, expedientes, fiscalización, patentes, 

monitoreo y OUA. 
6. Mejora de la fiscalización, la planificación y la transparencia, con disminución de costos por 

reconstrucción ad hoc. 
7. Base técnica habilitante para la implementación efectiva de la reforma al Código de Aguas. 

6.7 Consideración final 

La completitud de la base de derechos informados por los CBR y la construcción de una base 
integrada de DAA de alta calidad no constituyen un problema meramente técnico, sino un desafío 
institucional de largo plazo. Abordarlo de manera progresiva, transparente y técnicamente sólida 
permitirá que el Estado cuente, por primera vez, con una visión integrada y razonablemente confiable 
del régimen de derechos de aguas, condición indispensable para fortalecer la gestión pública del agua 
en un contexto de escasez, cambio climático y creciente conflictividad. 

En términos operativos, la propuesta busca desplazar el sistema desde una lógica de repositorios 
dispersos hacia un modelo de gestión de datos orientado a decisiones: un CPA que no solo cumpla 
exigencias formales, sino que permita planificar, fiscalizar, regularizar, controlar y gobernar el 
recurso hídrico con información integrada, trazable y útil. 

6.8 Anexo: Implementación por etapas: secuencia operativa de corto, mediano y largo plazo 

La implementación de la propuesta para avanzar hacia una base de datos integrada y de alta calidad 
sobre los derechos de aprovechamiento de aguas requiere una secuencia ordenada de acciones, 
coherente con las capacidades institucionales actuales de la DGA y con la magnitud del rezago 
acumulado. En este sentido, se propone una estrategia de implementación por etapas, que permita 
generar resultados tempranos, consolidar capacidades técnicas e institucionales y, en el largo plazo, 
institucionalizar un sistema de información plenamente operativo, interoperable y sostenible en el 
tiempo. 

6.8.1 Etapa de corto plazo: habilitación y control del rezago  

La etapa de corto plazo tiene como objetivo principal detener el crecimiento del rezago, asegurar la 
preservación de la información existente y crear las condiciones habilitantes para la integración 
posterior. Las acciones prioritarias en esta fase son de carácter fundacional y no dependen de reformas 
legales mayores. 

En primer lugar, se debe ejecutar el inventario nacional del rezago conservatorio, levantando 
información sistemática sobre el volumen, el tipo y el estado de procesamiento de las inscripciones 
de aguas ya remitidas por los CBR. Este inventario debe completarse para la totalidad del territorio y 
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transformarse en un instrumento operativo de gestión, que permita priorizar conservadores, periodos 
históricos y tipos de documentos para las fases siguientes. 

En paralelo, se debe implementar de manera intensiva la digitalización de nivel 1 (digitalización 
mínima y resguardo), asegurando que toda la documentación física pendiente sea escaneada, 
organizada en repositorios estructurados y asociada a metadatos básicos. El objetivo de esta acción 
es eliminar el riesgo de pérdida de información y garantizar que el 100% del acervo documental 
conservatorio esté disponible en formato digital, aun cuando no esté estructurado. 

Adicionalmente, en esta etapa se deben estandarizar criterios mínimos de organización y 
nomenclatura de archivos digitales, definir protocolos básicos de trazabilidad documental y establecer 
un repositorio centralizado bajo la responsabilidad de la DGA, con reglas claras de acceso y 
resguardo. 

Finalmente, el corto plazo debe contemplar el diseño técnico del modelo de datos integrado, 
incluyendo la definición de campos esenciales, identificadores provisionales de derechos, reglas 
preliminares de unicidad y estructuras de vinculación entre fuentes (CPA, CBR, expedientes, 
fiscalización y OUA). Este diseño no implica aún la integración masiva, pero es indispensable para 
evitar reprocesamientos posteriores. 

6.8.2 Etapa de mediano plazo: estructuración, cruces y generación de la base integrada  

La etapa de mediano plazo se orienta a transformar el acervo digitalizado en datos estructurados, 
integrables y utilizables y a construir efectivamente la base integrada de DAA como capa superior de 
información. 

El eje central de esta fase es la implementación progresiva de la digitalización de nivel 2 
(estructuración de la información), priorizando territorios, periodos históricos y tipos de derechos 
según criterios de riesgo hídrico, conflictividad y relevancia productiva o ambiental. En esta etapa se 
deben extraer sistemáticamente los campos esenciales de las inscripciones conservatorias, registrando 
explícitamente vacíos, dudas e inconsistencias, y asignando indicadores de calidad del dato. 

De manera simultánea, se deben realizar cruces masivas y periódicas entre las distintas fuentes de 
información: base CBR estructurada, CPA, expedientes administrativos, certificados, bases de 
fiscalización, patentes por no uso, monitoreo de extracciones y registros de OUA. Estos cruces deben 
orientarse a identificar duplicidades, derechos potencialmente equivalentes, registros inconsistentes 
y derechos o usos no reflejados en el CPA. 

Con base en estos cruces, se debe avanzar en la construcción operativa de la base integrada de DAA, 
aplicando las reglas de depuración y unicidad definidas, y manteniendo siempre la distinción entre 
registros fuente y derechos consolidados. Esta base integrada debe comenzar a utilizarse como 
insumo interno para la planificación hídrica, los balances de cuenca, la fiscalización y el análisis 
estratégico, aun cuando no esté completamente depurada. 

En esta fase, resulta clave incorporar herramientas de automatización e inteligencia artificial para 
apoyar la clasificación de registros, la detección de patrones y la priorización de la revisión humana, 
especialmente en contextos de alto volumen documental. Asimismo, se deben desarrollar capacidades 
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internas permanentes en la DGA para la gestión y el mantenimiento del sistema integrado, reduciendo 
la dependencia de proyectos ad hoc o de apoyos externos discontinuos. 

6.8.3 Etapa de largo plazo: institucionalización, interoperabilidad plena y uso estratégico  

La etapa de largo plazo tiene como propósito consolidar la base integrada de DAA como un 
componente estructural del sistema de gestión hídrica del Estado, plenamente interoperable, 
actualizado en tiempo casi real y utilizado de manera sistemática en la toma de decisiones. 

 

En esta fase, se debe avanzar hacia la interoperabilidad electrónica plena entre los sistemas de los 
CBR y la DGA, mediante el uso de formatos estandarizados, flujos automáticos de información y 
validaciones previas al ingreso de datos en el sistema. El objetivo es que las nuevas inscripciones y 
modificaciones de derechos se incorporen de manera oportuna y estructurada, evitando la generación 
de nuevos rezagos. 

Asimismo, la base integrada debe evolucionar hacia un sistema vivo de información, con 
actualizaciones periódicas, mecanismos automáticos de detección de inconsistencias y 
retroalimentación continua proveniente de procesos de fiscalización, monitoreo, planificación y 
gestión de emergencias. Esto implica que los resultados de estudios, inspecciones y sanciones se 
reflejen de manera sistemática en el estado del derecho del sistema. 

A largo plazo, la base integrada debe servir también como plataforma de transparencia avanzada, 
permitiendo la publicación de productos diferenciados para distintos públicos (ciudadanía, usuarios, 
investigadores, autoridades), con criterios claros sobre alcance, limitaciones y metodologías. Ello 
contribuirá a fortalecer la legitimidad del sistema, a reducir la litigiosidad y a mejorar la confianza en 
las decisiones de la autoridad. 

Finalmente, esta etapa supone la institucionalización de la gobernanza del dato, con responsabilidades 
claramente asignadas para la actualización, validación y uso de la información, estándares comunes 
entre instituciones y un financiamiento estable que asegure la sostenibilidad del sistema en el tiempo. 
Solo bajo estas condiciones, la base de datos de DAA podrá cumplir plenamente su rol como 
infraestructura crítica para una gestión del agua integrada, basada en evidencia y orientada a la gestión 
de riesgos frente a la escasez hídrica y al cambio climático. 

7 Diagnóstico sistemas de riego en Chile 

7.1 Contexto y relevancia del riego en Chile 

La agricultura de riego constituye el pilar fundamental de la producción y las exportaciones del sector 
agrícola en Chile. De acuerdo con los censos agropecuarios, en 2007 existían aproximadamente 
1.108.559 hectáreas regadas, lo que representaba cerca del 50% del área cultivada, mientras que en 
el Censo Agropecuario 2020–2021 la superficie de riego se redujo a unas 900.000 hectáreas, 
equivalentes al 40% de los 2,6 millones de hectáreas cultivadas, lo que evidencia una disminución 
cercana al 18% de la superficie bajo riego. 
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La agricultura de riego aporta entre el 60% y el 65% del PIB agrícola nacional y más del 80% de las 
exportaciones del sector, concentrándose mayoritariamente en las regiones centrales, con una 
expansión progresiva hacia el norte mediante obras de tecnificación. Este sector también tiene un 
peso significativo en el empleo, cercano al 11% del total del país. 

7.2 Estrés hídrico y rol de la agricultura en el ciclo del agua 

Chile enfrenta un escenario de estrés hídrico creciente, documentado por indicadores internacionales 
como WRI Aqueduct y por mediciones satelitales de la misión GRACE-FO, que muestran una presión 
importante sobre las reservas de agua superficial y subterránea Figura 2. 

Figura 2. Estrés del agua 

 

 

En este contexto, la agricultura cumple un doble rol dentro del ciclo hidrológico: por una parte, extrae 
agua desde fuentes superficiales de origen nival o pluvial y desde acuíferos, y por otra, puede 
contribuir a la recarga de aguas subterráneas a través de retornos de riego, aunque también es 
potencial fuente de contaminación difusa si no se gestionan adecuadamente fertilizantes, pesticidas y 
drenajes. 

Las evidencias climáticas recientes indican una modificación en la estacionalidad de los caudales 
debido al cambio climático, con retrasos de entre 5 y 20 días en los peak de escorrentía en diversas 
cuencas, lo que afecta la disponibilidad de agua en los momentos críticos para el riego. 

WRI Aqueduct Medido por los satélites Gravity Recovery and Climate Experiment 
Follow On (GRACE-FO) 
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Figura 3. Cambio estacionalidad por Cambio Climático 

Fuente Centro de Cambio Global 

7.3 Evolución del riego, tecnificación y productividad del agua 

En Chile se utilizan una variedad de métodos de riego según la zona, el tipo de productor, el tipo de 
cultivo u otras variables. Los sistemas pueden agruparse en tres grandes categorías, considerando su 
eficiencia: riego tradicional con una eficiencia promedio del 50%, riego por aspersión con 75%, y el 
microrriego con un 90% de eficiencia (G&A Consultores SA, 2014).  

En la Figura 4 se presenta la evolución de los sistemas de riego por región a lo largo de tres años del 
Censo Agropecuario. Pese a que el riego tradicional sigue predominando en casi todas las regiones, 
se observa un avance de sistemas de riego más sostenibles, sobre todo el microrriego que ha avanzado 
fuertemente en regiones como Coquimbo, Valparaíso, O’Higgins y el Maule. Asimismo, el riego por 
aspersión (o riego mecánico mayor) ha ido incorporándose en regiones como el Biobío y La 
Araucanía. 

Según el Censo Agropecuario de 2021, la mayor parte de la superficie de riego se riega mediante 
goteo (38%), seguida del riego por tendido (26%) y, finalmente, del riego por carrete o pivote (12%). 
Los cultivos con mayor superficie regada son los cereales y los frutales, con más de 250.000 hectáreas 
a nivel nacional. De ello, los cereales utilizan principalmente el riego por tendido, mientras que los 
frutales utilizan mayoritariamente el riego por goteo o por cinta. Esto resulta interesante, al tratarse 
de prácticamente sistemas de riego opuestos en cuanto a metodología y eficiencia. Ante ello, se espera 
un cambio en la superficie de cultivo de cereales acorde con los objetivos de gestión sostenible de los 
recursos hídricos. Esto puede dificultarse aún más para la sección de pequeños agricultores, ya que 
cuentan con menos acceso a capital y financiamiento que les permitan invertir en sistemas de riego 
más eficientes, a diferencia de las empresas a gran escala que han podido adaptar sus cultivos a las 
nuevas tecnologías.  

Figura 4. Evolución de los sistemas de riego por región según los últimos Censos Agropecuarios. 
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Fuente: CASEN 1997, 2007 y 2021.  

En concordancia con lo anterior, en el siguiente gráfico (Figura 5) se observa el cambio en la 
eficiencia de los sistemas de riego desde 1997 hasta 2021. Se ha logrado un incremento promedio del 
24% en la eficiencia de riego a nivel nacional en las superficies regadas, lo que evidencia un 
importante avance en las metas de sostenibilidad del recurso. Sin embargo, es importante acotar que, 
según datos de la FAO, la eficiencia del recurso solo aumentó de 0.18 USD/m³ en 2007 a 0.22 
USD/m³ en 2021 (UNSD), lo que evidencia un fuerte contraste entre la eficiencia determinada por el 
tipo de sistema de riego y la expresada en términos monetarios. Aun así, se sugiere que el buen 
indicador sea superar el 50% de eficiencia en las superficies regadas, ya que indica una mejora en el 
aprovechamiento del recurso hídrico a nivel nacional. Por lo demás, Chile supera en eficiencia de 
riego a la media mundial, que en 2014 se encontraba en el 56 %, y rebasa significativamente la media 
de Latinoamérica, que registra un 39 % (Willaarts et al., 2014). En la misma línea, según un informe 
de la FAO (2016), Chile posee la mayor proporción de superficie con riego localizado en América 
Latina, lo que evidentemente influye en sus niveles de eficiencia. 

Entre los pequeños productores, las eficiencias global y productiva del agua son inferiores a las 
registradas en explotaciones de mayor tamaño, evidenciando brechas de capacidades técnicas y de 
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acceso a tecnología. A nivel de cultivos, los sistemas con cultivos permanentes suelen mostrar 
eficiencias superiores a los cultivos anuales o mixtos, en parte debido a una mayor inversión en 
infraestructura y manejo. En cuanto a los métodos de aplicación, el riego por tendido alcanza 
eficiencias globales de alrededor del 34%, mientras que los sistemas por aspersión se sitúan en torno 
al 43% y los de goteo se aproximan al 49%, lo que confirma el impacto positivo de la tecnificación 
sobre la eficiencia en el uso del recurso. 

Figura 5. Evolución de la eficiencia de los sistemas de riego en Chile (1997-2021). 

  
Fuente: CASEN 1997, 2007 y 2021.  

Por otro lado, la Figura 6 muestra la evolución temporal de la eficiencia a nivel regional. En este caso, 
se destaca el incremento de eficiencia en las regiones como Bíobio (+ 28 %), la Araucanía (+ 26 %), 
el Maule (+ 19 %), Coquimbo (+ 16 %), y Valparaíso (+ 16%). En este aspecto, resulta interesante 
mencionar que todas estas regiones, a excepción de Biobío, cuentan con más de 2.000 Obras de 
Tecnificación del Concurso de Riego en el período 1987-2024 (Anexo 1), lo que pudo haber influido 
en la mejora de la eficiencia a través de la instalación de mejores sistemas de riego otorgados por 
medio de esta iniciativa estatal. En la misma línea, el Anexo 2 presenta las Obras de Tecnificación a 
nivel intrapredial por región, las cuales se asocian más con la instalación de sistemas de riego. En 
esta gráfica destacan las regiones del Maule, La Araucanía, O’Higgins, Ñuble y, en menor medida, 
Coquimbo y Valparaíso. Es decir, gran parte de las regiones con saltos importantes en su eficiencia 
también ha tenido la mayor cantidad de este tipo de obras, lo que constituye un antecedente de 
correlación. Pese a que O’Higgins no presenta los mayores cambios en eficiencia, sí registra un salto 
del 15 %, lo que no deja de ser relevante. Por su parte, Ñuble presenta un alto nivel de eficiencia, que 
alcanza el 60 %. Todo lo anteriormente mencionado sugiere un importante impacto de este concurso 
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en el aumento de la eficiencia en el riego y, por ende, en la meta de una agricultura más sostenible y 
de un mejor uso de los recursos hídricos.  

En el mismo período, de 1986 a 2019, las Obras de Tecnificación representaron el 45% de los 
proyectos financiados en los Concursos. Ello implicó la instalación de distintos sistemas de riego que 
mejoraban la eficiencia de los cultivos, entre los que destacó el riego por goteo (frecuentemente > 
50%), seguido de aspersión y, en menor medida, de microaspersión y cinta. Este antecedente resulta 
relevante considerando que el riego por goteo corresponde al sistema con mayor eficiencia. 

Figura 6. Evolución de la eficiencia de los sistemas de riego por región (1997-2021). 

Fuente: CASEN 1997, 2007 y 2021. 

Por otro lado, se destaca la región de Los Lagos que cuenta con la mayor eficiencia en riego a nivel 
regional. En esta zona, los cultivos predominantes corresponden a praderas, leguminosas y 
tubérculos, y, en menor medida, forrajeras y frutales. La mayor parte de la superficie regada de los 
tres primeros se riega por aspersión (más del 75 %), mientras que los frutales tienen principalmente 
riego por goteo (94,2 %). Esto explica el porqué de su alta eficiencia y evidencia la importancia de 
instalar las nuevas tecnologías en los predios.  

Por el contrario, la región con menor eficiencia corresponde a Antofagasta, orientada al cultivo de 
forrajes y hortalizas. En ambos casos, utilizan en gran medida el riego tradicional, el sistema de riego 
menos eficiente y, por ende, con mayor desperdicio de agua. Al tratarse de una zona desértica, este 
antecedente resulta interesante, ya que corresponde a un área que ha presentado escasez de recursos 
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hídricos durante décadas y, por ende, debería estar más adaptada a tecnologías de riego. Se sugiere 
que el amplio acceso al agua desalinizada influye en la región.  

Por último, acotar que las regiones de Aysén y Magallanes tenían una eficiencia en riego del 0 % en 
el año 1997, probablemente debido a que, al ser zonas lluviosas, no utilizaban riego en sus cultivos 
antes del año 2000. 

En términos de productividad del agua, el uso agrícola consume del orden de 16.611 millones de 
metros cúbicos anuales para generar un PIB sectorial de 8.720 millones de dólares, lo que implica 
una productividad aparente media de 0,52 dólares por metro cúbico, comparado con valores de 28,55 
dólares por metro cúbico en la industria y 43,89 dólares por metro cúbico en la minería, y una 
productividad promedio en Chile de 13,82 dólares por metro cúbico. No obstante, la productividad 
del agua en la agricultura aumentó aproximadamente un 22% entre 2007 y 2021, lo que refleja 
mejoras asociadas a la tecnificación, cambios de cultivo y una gestión más eficiente. 

En base a la Tabla 23, La productividad media del agua en la agricultura chilena se ubica en un nivel 
intermedio a escala global, con brechas muy marcadas respecto de otras regiones. En comparación 
con Europa y Norteamérica, Chile presenta una diferencia sustantiva, con niveles de productividad 
decenas de veces inferiores, lo que refleja menores niveles de capitalización, de valor agregado y de 
especialización productiva. Frente a Asia oriental y al sudeste asiático, la productividad chilena 
también es inferior, situándose aproximadamente en la mitad del promedio regional, en un contexto 
donde predominan sistemas agrícolas intensivos y orientados a cultivos de alto valor. En contraste, 
Chile muestra un desempeño significativamente superior al promedio de América Latina y el Caribe 
y de África subsahariana, duplicando o incluso cuadruplicando sus niveles de productividad hídrica. 
En conjunto, estos resultados indican que Chile supera a la mayoría de las regiones en desarrollo, 
pero permanece muy rezagado frente a las economías agrícolas avanzadas, lo que evidencia un amplio 
margen para mejorar la productividad del agua mediante modernización del riego, cambios en la 
estructura productiva e innovación en la gestión del recurso, especialmente en un contexto de escasez 
hídrica creciente. 

Tabla 23. Estimación aproximada de productividad económica del agua agrícola (US$/m³) por región 

Región Productividad del agua 
(aproximada) 

Europa ≈ 38 US$/m³ 

Norteamérica ≈ 20 US$/m³ 

Asia oriental/sudeste (proxy 
Asia) ≈ 1,15 US$/m³ 

Latinoamérica y el Caribe 
(proxy Sudamérica) ≈ 0,23 US$/m³ 

África subsahariana ≈ 0,14 US$/m³ 
Fuente: Elaboración propia con base en FAOSTAT, AQUASTAT, OECD-FAO Agricultural Outlook 2021-
2030 y Value of Agricultural Production. March 2024 update. 
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7.4 Marco normativo e institucional para el riego 

La principal institución pública encargada del agua en la agricultura es la Comisión Nacional de Riego 
(CNR), un organismo dependiente del Ministerio de Agricultura (MINAGRI) que se creó en 1975 
para coordinar los esfuerzos y supervisar las inversiones en este ámbito. Además, en 1985 se le 
encomendó la administración de la Ley 18.450 para la Promoción de la Inversión Privada en 
Infraestructura de Riego y Drenaje (proyectos menores de riego y drenaje). Las principales funciones 
de la CNR son: 

1. Contribuir a la formulación de la política nacional de riego. 
2. Mejorar la eficiencia del riego. 
3. Centrar los esfuerzos en el desarrollo de las regiones extremas del país y los grupos de 

productores en situación de vulnerabilidad. 
4. Promover la inversión privada en tecnologías de riego e infraestructura de riego y drenaje. 
5. Evaluar la viabilidad técnica y económica de las inversiones en infraestructura de riego en 

las cuencas hidrográficas del país. 

El CNR sigue las directrices establecidas por el Consejo de Ministros del CNR, presidido por el 
Ministro de Agricultura e integrado por los Ministros de Finanzas, Obras Públicas, Desarrollo Social 
y Economía, Desarrollo y Reconstrucción. Otras instituciones del MINAGRI involucradas en el 
sector del riego son: 

1. El Instituto Nacional de Desarrollo Agropecuario (INDAP), que promueve el riego entre los 
pequeños agricultores. 

2. El Instituto Nacional de Investigación Agropecuaria (INIA), a través de la investigación y 
la transferencia de tecnología. 

3. El Servicio Agrícola y Ganadero (SAG), que desarrolla acciones para preservar y mejorar 
los recursos naturales renovables que afectan la producción agrícola, ganadera y forestal, y 
previene la contaminación del agua de riego. 

A su vez, el MOP participa en el subsector mediante las acciones de la Dirección de Obras Hidráulicas 
(DOH) y de la Coordinación de Concesiones (CGC). La DOH se encarga de diseñar, construir, 
mantener, reparar y operar grandes infraestructuras de riego construidas con fondos públicos. La 
misión de la CGC es crear infraestructuras de uso del agua para el desarrollo nacional, fortaleciendo 
las alianzas público-privadas. 

El desarrollo del riego en Chile se enmarca en el siguiente marco normativo (Martin y Saavedra, 
2018): 

1. Código de Aguas de 1981, 
2. Ley de Medio Ambiente (Ley 19.300) y su Reglamento, 
3. DFL 1.123, sobre la inversión del Estado en infraestructura de riego, 
4. D.S. MOP 900 (Ley de Concesiones), 
5. Ley 18.450, para el fomento de la inversión privada en riego y drenaje. 

A continuación, se describe la Ley 18.450, en vigor desde 1985, que consiste en un incentivo a la 
inversión privada en proyectos de riego y drenaje, tanto para infraestructuras comunitarias (canales 
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de distribución de agua y drenaje) como para inversiones en tecnologías de riego en las explotaciones 
agrícolas. El objetivo de esta ley es que los agricultores y las asociaciones de usuarios de agua, con 
especial énfasis en los pequeños y medianos agricultores, aumenten su superficie de regadío y 
mejoren la eficiencia del riego. 

Se trata de una herramienta para promover la inversión privada en obras de riego y drenaje, basada 
en la demanda y cuyo funcionamiento solo genera un gasto fiscal una vez construida la obra. Su 
finalidad es aumentar la superficie de regadío, mejorar la gestión del riego inadecuada, promover la 
eficiencia del riego y reducir los problemas de drenaje.  

El programa asigna subvenciones para proyectos mediante concursos de la CNR. La bonificación 
máxima oscila entre el 70 % para proyectos grandes (> 40 ha) y el 90 % para pequeños agricultores. 
Los certificados de bonificación se otorgan a los proyectos adjudicatarios de las licitaciones. Estos 
certificados solo pueden cobrarse en la Tesorería General de la República una vez que la inversión se 
ha ejecutado y ha sido certificada satisfactoriamente. Normalmente transcurren entre dos y tres años 
entre la entrega de los certificados a los beneficiarios y el pago efectivo. Una parte de los proyectos 
aprobados no se ejecuta debido a restricciones de capital, especialmente en el caso de los pequeños 
agricultores. 

En 2013, se modificó la Ley Nº 18.450 con el fin de incentivar las grandes infraestructuras de riego 
y drenaje integrales y de uso múltiple, cuyo costo supera las 30.000 UF, con un límite máximo de 
250.000 UF. En Donoso (2017) y Martin y Saavedra (2018) se puede encontrar una explicación 
detallada del funcionamiento de este programa. 

La Ley 18.450 ha sido efectiva en cumplir su objetivo instrumental de promover la modernización 
del riego y expandir la superficie irrigada en Chile. En más de tres décadas de implementación, el 
programa ha subsidiado la modernización de aproximadamente 310.000 hectáreas, de las cuales cerca 
del 45% corresponde a nueva superficie irrigada, contribuyendo de manera relevante a la 
transformación productiva del sector agrícola y al fortalecimiento del modelo agroexportador chileno 
(Dipres, 2006; Martin y Saavedra, 2018; Jordan et al., 2021).  

Sin embargo, la evaluación realizada por Jordan et al. (2021) evidencia importantes debilidades 
estructurales en su diseño y funcionamiento: 

1. Asignación inequitativa de los subsidios 

La política presenta una distribución altamente concentrada: alrededor del 5% de los agricultores 
capta cerca del 85% de los recursos, mientras que los pequeños agricultores —que representan cerca 
del 95% del total de explotaciones— reciben una fracción marginal de los subsidios, incluso 
considerando los programas complementarios de INDAP. Esto contradice el rol redistributivo que 
suele justificar este tipo de instrumentos públicos. 

2. Sesgo hacia la expansión agrícola 

El mecanismo de selección de proyectos favorece explícitamente la expansión de la superficie 
irrigada, ya que cerca del 70% del puntaje de evaluación se asocia a criterios de costo por hectárea y 
de aumento de superficie. Como resultado, la política incentiva el aumento de la demanda de agua 
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más que el ahorro efectivo del recurso, reproduciendo el llamado “paradigma de la eficiencia” o 
“rebound effect”, ampliamente documentado en la literatura internacional.  

3. Ausencia de objetivos explícitos de conservación hídrica 

La Ley no incorpora metas de ahorro de agua ni criterios de disponibilidad hídrica a escala de cuenca. 
Los proyectos se evalúan de forma individual, sin considerar impactos acumulativos, retornos aguas 
abajo ni restricciones hidrológicas locales, lo que amenaza la sostenibilidad de los recursos hídricos, 
especialmente en contextos de escasez estructural y sequía prolongada.  

4. Diseño “risk-free” para el Estado y barreras para agricultores pequeños 

El enfoque de subsidio ex post, con pago solo una vez ejecutadas y verificadas las obras, reduce el 
riesgo fiscal, pero genera barreras de entrada relevantes, ya que el bono no opera efectivamente como 
garantía crediticia. Esto desalienta la participación de agricultores con restricciones de capital, 
reforzando el sesgo hacia productores medianos y grandes. 

5. Rol dominante y concentrado de los consultores 

El diseño delega en los consultores privados la identificación de la demanda, la formulación y la 
postulación de proyectos. Ello ha derivado en una alta concentración del mercado de consultoría, 
donde un número reducido de actores capta una proporción significativa de los subsidios, alineando 
los incentivos hacia proyectos “seleccionables” (grandes, expansivos), más que hacia las necesidades 
reales de los agricultores o del sistema hídrico. 

En síntesis, la Ley 18.450 puede evaluarse como una política exitosa en términos productivos, pero 
problemática desde una perspectiva de equidad social y sostenibilidad hídrica. Mientras no se 
modifique su mecanismo de selección, la política seguirá favoreciendo la expansión agrícola y la 
concentración de beneficios, con riesgos crecientes para la gestión del agua en un contexto de cambio 
climático. El propio estudio concluye que una eventual prórroga del programa requiere una revisión 
profunda de su diseño, incorporando criterios de ahorro efectivo, enfoque territorial y gobernanza 
hídrica a escala de cuenca, para que el subsidio contribuya realmente a una agricultura resiliente y 
sostenible  

7.5 Desafíos para la agricultura del riego 

La frecuencia e intensidad de las sequías se ha incrementado de forma marcada, particularmente en 
la zona central, donde el número de años secos por siglo pasó de cifras de un dígito en los siglos XVI–
XIX a alrededor de 45 años secos en el siglo XX (Figura 7), y se ha consolidado una megasequía 
desde 2010, con reducciones agrícolas cercanas al 13,5% atribuibles a la sequía (Fernandez y 
Vasquez, 2025).  

Figura 7. Evolución frecuencia de las sequías 
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Fuente: Fernandez y Gironas (2021) 

Los decretos de zonas de escasez hídrica emitidos entre 2015 y 2022 reflejan la extensión territorial 
del problema y sus impactos en la agricultura de riego. 

Figura 8. Decretos de zonas de escasez hídrica emitidos entre 2015 y 2022  

 
Fuente CDGA 
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7.6 Innovación y herramientas digitales para la gestión del riego 

Frente a este escenario, la adopción de nuevas herramientas digitales se perfila como una vía 
estratégica para mejorar la eficiencia y la resiliencia del riego. Se identifican cuatro líneas principales 
de innovación: 

1. Teledetección mediante imágenes satelitales, que permiten monitorear el estrés hídrico de los 
cultivos y apoyar la planificación del riego a escala predial y de cuenca. 

2. Inteligencia artificial, basada en modelos predictivos que integran variables climáticas, de 
suelo y de cultivo para optimizar el uso del agua. 

3. Internet de las cosas (IoT) agrícola, con sensores inalámbricos que monitorean en tiempo real 
la humedad del suelo y las condiciones climáticas locales, facilitando decisiones más precisas 
de riego. 

4. Aplicaciones móviles orientadas a la programación del riego, que utilizan algoritmos 
avanzados para recomendar tiempos y frecuencias de riego en función de datos de cultivo, 
suelo y clima. 

A pesar de la disponibilidad de estas tecnologías, encuestas a productores muestran que solo una parte 
limitada declara calcular de manera sistemática el tiempo y la frecuencia de riego, y que una 
proporción alta no realiza el monitoreo del estado hídrico del suelo (Gil, 2022), lo que evidencia una 
brecha relevante entre el potencial tecnológico y las prácticas efectivas en el campo. 

7.7 Conclusiones 

El riego en Chile enfrenta desafíos simultáneos de estrés hídrico, variabilidad climática, presión sobre 
acuíferos, exigencias crecientes de calidad de agua y necesidad de mejorar la productividad por 
unidad de recurso utilizado. Si bien la tecnificación y los avances en productividad del agua muestran 
progresos significativos, persisten brechas de eficiencia, especialmente entre pequeños productores, 
y se requiere fortalecer la gobernanza, la planificación por cuencas y la adopción de tecnologías 
digitales que permitan una gestión más precisa, resiliente y sostenible del riego en el país. 
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7.8 Anexo 1. Total de Obras de Tecnificación por región en el período 1987-2024, 
desarrollados por el Concurso de Riego.  

 

7.9 Anexo 2. Total de Obras de Tecnificación intrapredial por región en el período 1987-2024, 
desarrollados por el Concurso de Riego 

 


	1 Introducción
	2 Sistemas de información hídrica y gobernanza: de insumo técnico a bien público estratégico
	2.1 Evolución de la gobernanza e información
	2.2 Dimensión técnica y operativa
	2.3 Dimensiones sociales, políticas y de participación
	2.4 Perspectiva económica y planificación
	2.5 Limitaciones, brechas y asimetrías
	2.6 Consecuencias de la falta de información
	2.7 El caso de Chile
	2.7.1 Brechas estructurales de información hídrica
	2.7.2 Vulnerabilidad institucional frente a sequías y eventos extremos
	2.7.3 Impactos en gobernanza, legitimidad y conflictividad
	2.7.4 Respuesta institucional: hacia un Sistema Nacional Unificado de Información Hídrica

	2.8 Reflexiones finales: La información como bien público y recurso estratégico
	2.9 Referencias

	3 Benchmark internacional
	3.1 Australia
	3.2 España
	3.3 California
	3.4 Mexico
	3.5 Perú
	3.6 Lecciones
	3.7 Referencias

	4 Catastro Público de Aguas (CPA)
	4.1 Descripción del CPA
	4.2 Funciones CPA
	4.2.1 Función de inventario e integración de información
	4.2.2 Función registral jurídico‑administrativa
	4.2.3 Función habilitante para la gestión y fortalecimiento institucional
	4.2.4 Función de soporte técnico y científico
	4.2.5 Función de transparencia, publicidad y acceso a la información
	4.2.6 Función de articulación de fuentes y coherencia de datos
	4.2.7 Función documental y de memoria institucional de los archivos
	4.2.8 Síntesis

	4.3 Estructura y registros constitutivos del CPA
	4.3.1 Registros establecidos en el Código de Aguas
	4.3.2 Registros regulados en el Reglamento del CPA
	4.3.3 Inventarios públicos del CPA
	4.3.4 Archivos públicos del CPA

	4.4 Registros, inventarios y archivos como soporte funcional de las competencias DGA
	4.4.1 Funciones DGA
	4.4.2 Registros, inventarios y archivos como soporte funcional de las competencias DGA


	5 Diagnóstico: Estado actual del CPA
	5.1 Registros del CPA: composición, acceso y brechas
	5.1.1 Registro Público de Derechos de Aprovechamiento de Aguas (RPDAA)
	5.1.2 Registro Público de Derechos de Aprovechamiento No Inscritos en los Registros de Agua de los Conservadores de Bienes Raíces, susceptibles de regularización conforme al artículo 2º transitorio;
	5.1.3 Registro de Organizaciones de Usuarios;
	5.1.4 Registro de Derechos Reales sobre Derechos de Aprovechamiento;
	5.1.5 Registros de Obras, de Hidráulicas Mayores; y Obras de Desarrollo del Recurso
	5.1.6 Síntesis

	5.2  Inventarios públicos: base técnica del CPA y grado de implementación
	5.2.1 Inventario Público de Extracciones Autorizadas de Aguas
	5.2.2 Inventario Público de Obras Hidráulicas
	5.2.3 Inventario público de información hidrológica y meteorológica
	5.2.4 Inventario Público de Obras Estatales de Desarrollo del Recurso y Reservas de Aguas
	5.2.5 Inventario Público de Extracciones Efectivas de aguas
	5.2.6 Inventario Público sobre Información de Calidad de Aguas
	5.2.7 Inventario Público de Cuencas Hidrográficas y Lagos
	5.2.8 Inventario Público de Glaciares
	5.2.9 Síntesis Inventarios

	5.3 Archivos y documentación técnica: soporte normativo e histórico
	5.4 Síntesis general del estado del CPA
	5.5 Matriz de brechas del CPA y funciones de la DGA afectadas
	5.5.1 Evaluación de la vinculación entre las brechas y funciones de la DGA
	5.5.2 Brechas estructurales del Catastro Público de Aguas: impacto funcional y prioridades de intervención
	5.5.3 Síntesis Brechas del CPA y funciones de la DGA afectadas

	5.6 Conclusiones del diagnóstico del CPA

	6 Propuesta para avanzar hacia una Base de Datos de DAA de Alta Calidad
	6.1 Objetivo general, alcance y principios rectores de la propuesta
	6.1.1 Objetivo general
	6.1.2 Objetivos específicos
	6.1.3 Principios rectores

	6.2 Diagnóstico integrado: dispersión de fuentes y consecuencias operativas
	6.3 Arquitectura de integración: cuatro fuentes analíticas para una base integrada de DAA
	6.4 Propuesta específica para completitud y fortalecimiento de la base CBR
	6.4.1 Inventario del rezago de información CBR ya remitida
	6.4.2 Digitalización del rezago en dos niveles complementarios
	6.4.3 Automatización e IA como apoyo, no sustituto
	6.4.4 Establecimiento de un flujo permanente hacia adelante
	6.4.5 Vinculación con la estrategia de implementación por etapas

	6.5 Construcción de una base integrada de DAA: capa superior de integración, reglas y productos
	6.5.1 Reglas explícitas de depuración y control de calidad
	6.5.2 Productos diferenciados desde una misma base integrada

	6.6 Resultados esperados
	6.7 Consideración final
	6.8 Anexo: Implementación por etapas: secuencia operativa de corto, mediano y largo plazo
	6.8.1 Etapa de corto plazo: habilitación y control del rezago
	6.8.2 Etapa de mediano plazo: estructuración, cruces y generación de la base integrada
	6.8.3 Etapa de largo plazo: institucionalización, interoperabilidad plena y uso estratégico


	7 Diagnóstico sistemas de riego en Chile
	7.1 Contexto y relevancia del riego en Chile
	7.2 Estrés hídrico y rol de la agricultura en el ciclo del agua
	7.3 Evolución del riego, tecnificación y productividad del agua
	7.4 Marco normativo e institucional para el riego
	7.5 Desafíos para la agricultura del riego
	7.6 Innovación y herramientas digitales para la gestión del riego
	7.7 Conclusiones
	7.8 Anexo 1. Total de Obras de Tecnificación por región en el período 1987-2024, desarrollados por el Concurso de Riego.
	7.9 Anexo 2. Total de Obras de Tecnificación intrapredial por región en el período 1987-2024, desarrollados por el Concurso de Riego


